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En este primer capítulo se van a analizar los antecedentes del tema de 
estudio elegido y se justificará la investigación desarrollada. Por otra parte, se 
define la tesis, las hipótesis y los objetivos de la investigación y se desarrollan 
brevemente las metodologías usadas en esta tesis, aunque en capítulos 
posteriores se describirán con mucho mayor detalle. Por último, se describe la 
secuencia que sigue el presente trabajo a lo largo de los diferentes capítulos.  
 
 
1.1. ANTECEDENTES Y ACTUALIDAD DEL TEMA DE ESTUDIO 
 
1.1.1. ANÁLISIS DE LA ACTIVIDAD EMPRENDEDORA 
 
No existe crecimiento económico sin emprendimiento, 
independientemente de la situación en la que se encuentre la economía del país 
(Minniti, 2012). Por ello, el emprendimiento no ha pasado desapercibido por los 
gobiernos de naciones y regiones, por considerarse un elemento cada vez más 
tenido en cuenta en la elaboración de las políticas de desarrollo (Boettke y 
Coyne, 2007). Este hecho es uno de los motivos por los cuales en los últimos 
años ha cobrado una mayor relevancia desde el ámbito político y económico. El 
emprendimiento es un elemento que desencadena y/o eleva el crecimiento 
económico y social y lo vincula al territorio y a sus recursos. 
 
Para realizar una aproximación a la realidad emprendedora tanto a nivel 
mundial como nacional y regional, tenemos que hacer uso del Informe GEM 
(Global Entrepreneurship Monitor) que se realiza de forma anual, sobre sesenta 
países, utilizando los mismos criterios con independencia de la región de que se 
trate, lo que nos permite poder comparar las distintas realidades y ponerlas en 
contexto. Para ello, nos basamos en los Informes de 2015, que es el más 
actualizado de Andalucía y que, además, coincide con el año analizado en parte 




de nuestro estudio empírico. A través de los informes GEM el análisis 
exploratorio se realiza primero a nivel internacional para, posteriormente, 
centrarnos en la realidad nacional y, finalmente, en la andaluza. 
 
Como se desprende de los distintos informes GEM, la capacidad de 
desarrollo económico y social de una región está estrechamente ligada al 
dinamismo y calidad del tejido empresarial. Por lo tanto, resulta muy útil la 
investigación realizada en el informe a nivel internacional (Kelly et al. 2016), que 
describe el perfil emprendedor de los sesenta países participantes. Para la 
elaboración de este informe, se estudian las seis prioridades políticas 
identificadas por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y 
Desarrollo: la formulación de estrategias empresariales nacionales; la 
optimización del entorno normativo; la mejora de la educación y las 
competencias empresariales; la facilitación del intercambio tecnológico y la 
innovación; el acceso a la financiación y la promoción de la sensibilización y la 
creación de redes. En dicho informe se proponen de forma general las siguientes 
medidas para fomentar el emprendimiento (Kelly et al., 2016): 
 
• Establecer un marco regulatorio en el que se eliminen trabas y trámites 
burocráticos, así como políticas fiscales que favorezcan los fondos de 
capital riesgo y business angels. 
• Desarrollar capacidades de innovación. 
• Incluir el emprendimiento en todos los niveles educativos. 
• La puesta en marcha de centros de capacitación e incubadoras con el 
objeto de intentar introducir en el mercado de trabajo a los jóvenes 
desempleados. 
• Capacitación de empresarios en formación empresarial en áreas clave, 
como marketing, recursos humanos y gestión financiera. 




• Mejorar los mecanismos de financiación de pymes a través de iniciativas 
públicas o privadas. 
• Difusión, a través de medios locales, de la cultura emprendedora. 
• Potenciar el papel de la mujer en el emprendimiento. 
• Impulsar el emprendimiento en sectores de actividad de alto valor y 
crecimiento. 
 
Cabe destacar las siguientes cifras recogidas en el informe (Kelly et al., 
2016):  
 
• Las percepciones sobre el emprendimiento presentan grandes 
variaciones en cada una de las regiones. En América Latina y el Caribe, 
sólo el 17 por 100 de los adultos en edad laboral optaría por el 
emprendimiento en Puerto Rico, mientras en Guatemala sería el 96 por 
100. En Europa, el 33 por 100 de los finlandeses frente al 79 por 100 en 
los Países Bajos. Por último, en Asia, menos del 40 por 100 de la 
República de Corea, Malasia e India poseen espíritu empresarial frente a 
cerca de tres cuartas partes de los de Taiwán, Indonesia, Filipinas y 
Kazajstán. 
• Europa presenta los promedios regionales más bajos en tasas de 
actividad empresarial (TEA). En particular, Bulgaria, Alemania e Italia 
figuran entre los países con tasas más bajas, con menos del 5 por 100 
de la población adulta en edad de trabajar comenzando o dirigiendo 
nuevas empresas. 
• El 42 por 100 de los adultos en edad de trabajar, en promedio, ven 
oportunidades de negocio cercanas, pero poco más de un tercio de ellos 
lo emprendería por miedo al fracaso. 
 




En España el informe GEM, indica para 2015 que la tasa de actividad 
emprendedora crecía por segundo año consecutivo hasta el 5,7 por 100, aunque 
la misma ha ido oscilando desde 2011 entre 5,2 por 100 y el 5,8 por 100 (Peña 
et al., 2016). En el mismo informe se indica que España se encuentra clasificada 
dentro de las economías basadas en la innovación, donde el promedio de esta 
tasa se encuentra situado en el 8,5 por 100, situándose al mismo nivel que 
Noruega y por encima de Alemania (4,7 por 100) e Italia (4,9 por 100), únicos 
países que se encuentran por debajo. En la única variable que se sitúa España 
por encima de la media es en la de empresario consolidado, alcanzando el 7,7 
por 100 de la población adulta (la media alcanza 6,8 por 100). 
 
Las características más repetidas en los nuevos negocios (Peña et al., 
2016) son su pequeño tamaño, principalmente, del sector servicios y consumo 
final (80 por 100), la mitad de ellos no tienen empleados a su cargo, no tienen 
orientación innovadora (70 por 100) y no tienen orientación internacional en sus 
primeros tres o cuatro años de existencia (80 por 100).  
 
Respecto a las condiciones del entorno español para emprender, según 
el grupo de expertos del Informe GEM (Peña et al., 2016), hay que incidir en los 
siguientes aspectos: 
 
• Continuar favoreciendo la financiación de los proyectos emprendedores, 
• Fortalecerlo mediante la educación y formación y 
• Continuar con las políticas públicas de apoyo al emprendimiento. 
 
Para el caso Andaluz, el Informe GEM regional recoge las siguientes 
cifras sobre el proceso de creación de empresas, diferenciando tres etapas (Ruiz 
et al., 2016): 
 
• La etapa de concepción, en la que se valora la intención de crear una 
empresa y que se mide a través de la tasa de emprendimiento potencial. 




Esta tasa ha pasado de crecer en el periodo 2009-2012 a disminuir 
durante los tres años siguientes, situándose cerca de los valores previos 
a la crisis, pero dos décimas por encima de la media en España.  
• La etapa de nacimiento y posterior consolidación como nueva empresa, 
medida mediante la tasa de actividad emprendedora. Esta tasa ha 
evolucionado desde 2012 mejor que la media española, situándose en el 
6,4 por 100, siete décimas por encima de la media nacional. Sólo 
Baleares (8,8 por 100), Castilla la Mancha (7,3 por 100), Cantabria (6,6 
por 100) y Madrid (6,5 por 100) se sitúan por encima de Andalucía en 
este aspecto. 
• La última etapa es la de consolidación, referida a la población que 
consolida sus iniciativas empresariales en Andalucía y que asciende al 
5,3 por 100, mientras que la media en España es del 7,7 por 100. Cabe 
señalar que existe una mayor tasa de cierres en Andalucía, aunque esta 
tasa ha ido disminuyendo en los tres últimos años. 
 
Las recomendaciones de los expertos, en el caso de Andalucía (Ruiz et 
al., 2016), son el establecimiento de políticas públicas de apoyo al emprendedor 
y el fomento de la cultura emprendedora en la educación y la capacitación del 
emprendedor. Uno de los principales obstáculos es la falta de apoyo financiero. 
Las recomendaciones son muy similares a las españolas. 
 
En general, Verheul et al. (2002) indican que el emprendimiento está 
muy relacionado con el entorno institucional y cultural en el que se desarrollan y 
que los gobiernos pueden influir en los recursos y las capacidades de los 
individuos mediante servicios de información y asesoramiento subvencionados, 
garantías de préstamos y otros regímenes de ayuda directa que lo posibilite; en 
definitiva apuestan por las políticas públicas de fomento del emprendimiento. Acs 
y Szerb (2007) ofrecen varias recomendaciones políticas para favorecer el 
emprendimiento: por un lado, los países de ingresos medios deberían centrarse 
en aumentar el capital humano, mejorar la disponibilidad de tecnología y 




promover el desarrollo empresarial; además, advierten que es importante iniciar 
las políticas de desarrollo empresarial con anticipación, ya que no son medidas 
que tengan efecto en el corto plazo (Acs y Szerb, 2007).  
 
En resumen, la recomendación con mayor consenso del grupo de 
expertos es la importancia que adquieren para el desarrollo económico y social 
las políticas de fomento del emprendimiento, por lo que se recomienda su 
implantación y desarrollo (Verheul et al., 2002; Kelly et al. 2016; Acs y Szerb, 
2007; Peña et al., 2016; Boettke y Coyne, 2007 y Ruiz et al., 2016). 
Precisamente, esta reiterada recomendación ha sido uno de las principales 
razones que nos ha llevado a plantearnos el estudio de las políticas públicas en 
emprendimiento. La gran cantidad de estudios y referencias relacionadas con 
dicho campo nos llevó a enfocar nuestra investigación en la economía social.  
 
1.1.2. ANÁLISIS DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS EN ECONOMÍA SOCIAL 
 
La importancia de la economía social en el mundo nos ha llevado a 
realizar referencias de la implantación de dichas políticas a nivel internacional y 
europeo, descendiendo finalmente hasta el caso español. Nos centramos 
seguidamente en analizar las políticas públicas destinadas al fomento de estas 
entidades. 
 
Las empresas de economía social y, sobre todo las cooperativas han 
sido respaldadas por numerosas instituciones internacionales, como la Asamblea 
de Naciones Unidas (A/56/73E/2001/68), La Organización Internacional del 
Trabajo (Recomendación 193/2002), Mercosur, la Unión Europea, etc. 
 
Este respaldo institucional, a nivel internacional, hace que desde 
distintos gobiernos se apueste más por el fomento de este tipo de empresas, 
promoviendo políticas públicas en este sentido. En este apartado vamos a 
presentar de forma resumida las políticas que se llevan a cabo en distintos 




continentes, para posteriormente centrarnos en el caso europeo y finalmente en 
España. 
 
Respecto a su presencia mundial, uno de los países con mayor 
presencia es Canadá. En el caso canadiense, dependiendo del partido que 
gobierne ha tenido mayor o menor apoyo la economía social. En el año 2006 se 
formó la Canadian Social Economy Hub (CSEHub), que promueve la 
colaboración de seis centros de investigación regional canadienses con objeto 
de entender y promover la economía social (Tremblay, 2009).  
 
También son destacables las políticas llevadas a cabo en Quebec y 
Manitoba (Loxley y Simpson, 2007), donde las actividades de Desarrollo 
Económico Comunitario (CED) y los gobiernos provinciales fomentan las 
cooperativas como solución a los problemas que se enfrentan, teniendo más 
relevancia en Quebec que en Manitoba. Otras provincias y territorios 
canadienses, como Nunavut, Nueva Escocia y Terranova han desarrollado 
políticas relacionadas con el CED y la economía social para el desarrollo 
sostenible, la reducción de la pobreza y la revitalización de la comunidad 
(Tremblay, 2010). Además, en Canadá hay estudios sobre la economía social 
que muestran su impacto, como son el caso de Nueva Escocia (Karaphilips y 
Lake, 2015), Manitoba (Duguid et al., 2015) y Ontario (Karaphilips et al., 2015). 
 
Otra región con un desarrollo importante de la economía social es 
Iberoamérica. En esta zona existe un problema importante de disponibilidad de 
información, rigurosidad y fiabilidad pese a los esfuerzos realizados por la 
Fundación Iberoamericana de Economía Social (FUNDIBES). Tomando con 
prudencia los datos existentes, Chaves et al. (2013) indican que se contabilizan 
más de cincuenta y dos millones de socios de entidades de economía social en 
Iberoamérica, con tasas de penetración de socios cooperativos superiores al 20 
por 100 en Uruguay, Argentina, Bolivia, Costa Rica y Paraguay. 
 




Castelao y Srnec (2012) clasifican los países iberoamericanos en cuatro 
grupos: el tradicional, donde las principales actoras son las cooperativas y el 
resto de entidades asociativas o solidarias tienen un papel mínimo o es ignorado; 
el híbrido, en el que prevalece el enfoque tradicional, pero hay ciertos avances 
en el reconocimiento de otros actores tanto legislativamente como en el diseño e 
implementación de políticas; el dual, que separa las cooperativas y la mutuas del 
resto de entidades de economía social y solidaria, tanto en políticas como en 
regulación; y, por último, el global, que ve como un todo la economía social y 
solidaria para el diseño y la implementación de políticas.  
 
En el primer grupo, se encuentra Chile, país del que cabe destacar que 
la primera Ley de cooperativas data de 1924 (Rádrigan, 2008). En el segundo 
grupo, el híbrido, encontramos países como Uruguay y Argentina. En éste último, 
cabe destacar que el 36 por 100 de la población participa en alguna organización 
cooperativa (Ravina y Ravina, 2006). En el tercero, se incluye Brasil y en el 
cuarto Ecuador y Venezuela. 
 
Cambiando de continente, en África, la literatura referida a la economía 
social está principalmente influenciada por entidades sin ánimo de lucro, 
filantropía y voluntariado (Tremblay, 2009). En Marruecos (Cepes, 2008), las 
cooperativas tienen un papel relevante dentro de la economía social, para la 
generación de rentas de la población más necesitada. A nivel institucional 
existen muchos organismos enfocados a la economía social, pero que se 
encuentran descoordinados entre sí, lo que supone un lastre para estas 
entidades y limita el impacto de las políticas desarrolladas. 
 
A nivel europeo, las instituciones que más han apostado por la economía 
social son la antigua “Unidad de Economía Social” de la Dirección General XXIII, 
que fue reestructurada en el año 2000 dividiendo sus competencias entre la 
Dirección General de Empresas e Industria y la Dirección General de Asuntos 
Sociales, el Comité Económico y Social Europeo (CESE) y el Parlamento 
Europeo (Chaves y Monzón, 2007). 




En la Unión Europea no hay una política específica para estas entidades, 
estando incluidas en políticas con objetivos de empleo, servicios sociales y la 
cohesión social, constituyendo dos grandes ejes de políticas públicas: las 
sociales y de integración laboral y social y las políticas de desarrollo local y de 
creación de empleo (Chaves y Monzón, 2008). 
 
Los países europeos se encuentran divididos en tres grupos, según el 
reconocimiento y aceptación del concepto de economía social (Chaves y 
Monzón, 2008): los de mayor aceptación (Francia, Italia, Portugal, España, 
Bélgica, Irlanda y Suecia), los de nivel medio (Chipre, Dinamarca, Finlandia, 
Grecia, Luxemburgo, Letonia, Malta, Polonia y Reino Unido) y los de escaso o 
nulo reconocimiento (países germánicos y de reciente pertenencia a la Unión 
Europea). 
 
La situación en España es parecida, aunque existe una Ley que delimita 
la economía social (Ley 5/2011) y un reconocimiento expreso a la economía 
social recogido en la Constitución, así como diversas políticas de fomento de 
estas entidades, tanto la normativa cooperativa como la mayoría de políticas de 
fomento están descentralizadas en las distintas comunidades autónomas, 
existiendo una realidad completamente distinta en cada región. 
 
Lo que existe son tres medidas comunes a nivel nacional. La primera es 
un marco fiscal común para España, la Ley 20/1990, que tiene actualmente 
veintisiete años y que ha perdido gran parte de su eficacia por la disminución de 
la carga fiscal de otros tipos de entidades. Para las sociedades laborales los 
beneficios fiscales son menores, establecidos en la Ley 44/2015. Otra segunda 
medida de fomento, está destinada a la incorporación de socios trabajadores a 
las cooperativas y sociedades laborales desempleados, que cobren las 
prestaciones por desempleo, pudiendo recibir su aportación a la empresa 
mediante pago único, medida que también ha ido perdiendo eficacia por su 
aplicación a los trabajadores autónomos, pudiendo éstos recibir hasta el 100% 




para financiar su inversión. Por último, un programa de apoyo presupuestario 
específico para cooperativas y sociedades laborales dependiente del Ministerio.  
 
A nivel regional, cada comunidad autónoma emite normas diferentes que 
intentan fomentar la economía social según sus diferentes realidades. De este 
análisis, la normativa cooperativa más antigua es la del País Vasco, pese a que 
regularon las pequeñas cooperativas en 2008, y la más reciente es la andaluza, 
que es de 2011. La diversidad de ayudas y programas de fomento nos ha 
llevado a hacer un análisis de las políticas públicas existentes en las 
comunidades autónomas con más presencia de estas entidades. Sin embargo, 
como el análisis empírico de las políticas de emprendimiento se realizará en la 
comunidad andaluza, a continuación se enfocará el análisis en las principales 
políticas desarrolladas en esta comunidad. 
 
1.1.3. ANÁLISIS DE LAS POLÍTICAS DE FOMENTO DE LA ECONOMÍA 
SOCIAL EN ANDALUCÍA 
 
En Andalucía, las competencias en economía social, actualmente, son 
asumidas por la Dirección General de Economía Social y Autónomos, incluida en 
la Secretaría General de Economía, dependiente de la Consejería de Economía 
y Conocimiento de la Junta de Andalucía (Decreto de la Presidenta 12/2015, de 
17 de junio). Estas políticas se han instrumentado al amparo de lo establecido en 
la Constitución Española, el Estatuto de Autonomía para Andalucía y los Pactos 
Andaluces por la Economía Social, acordados estos últimos por la Junta de 
Andalucía, las organizaciones más representativas, es decir, UGT y CCOO, y los 
representantes del sector de la economía social andaluza a través de la 
desaparecida Confederación para Entidades de Economía Social de Andalucía 
(CEPES-Andalucía). En el Estatuto de Autonomía, Ley Orgánica 6/1981, se 
recogía en su artículo 13.20, la competencia exclusiva de Andalucía en materia 
cooperativa, permitiendo el uso de sus facultades normativas. 
 




En total se firmaron tres pactos por la economía social en diferentes 
periodos que contenían medidas específicas para el fomento de estas entidades. 
A continuación se hará un resumen de las principales políticas públicas dirigidas 
a la economía social a través de los tres pactos firmados en Andalucía. 
 
• I Pacto Andaluz por la Economía Social (2002-2006). El 8 de octubre de 
2002 se suscribió el primer pacto (Consejería de Empleo y Desarrollo 
Tecnológico, 2002) con el objeto de posibilitar el marco de concertación 
y visibilidad de un sector fundamental en la economía y sociedad 
andaluza. Son muchos los programas desarrollados en exclusividad para 
el fomento de las empresas de economía social entre los que 
destacamos: 
o Planes Tecnológicos E-iris e I-arco. Se implantaron para desarrollar 
y fomentar la innovación tecnológica de las empresas de economía 
social con un presupuesto de 16 millones de euros.  
o Pioneros 106 puesto. Puesto en marcha en el año 2002 y 
destinado a un segmento de población caracterizado por altas 
tasas de desempleo estructural y un alto riesgo de exclusión social. 
Contaba con un presupuesto total de 1.469.326 euros. 
o Proyecto Equal Atenea. Su objetivo fue la inserción socio-laboral de 
desempleados en riesgo de exclusión social de cuatro zonas con 
necesidades de transformación social de Málaga, Córdoba, Huelva 
y Almería. Dispuso de un presupuesto total de 1.931.166 euros. 
o Programa Picasso. Destinado a la mejora de la cualificación de 
jóvenes como fórmula de inserción laboral, con su vinculación a un 
proyecto de economía social. 
o Proyecto Fénix. El objetivo era la modernización de las empresas 
andaluzas con un presupuesto de 1.779.699,36 euros. 




o Proyecto Airlanding Aeronáutica. Se trataba de un proyecto piloto 
de movilidad de jóvenes emprendedores que posteriormente dio 
lugar al Programa Practiquemos. Dicho programa se puso en 
marcha con dos subproyectos: Proyecto Esinnova y Proyecto 
Picasso.  
o Proyecto Horizonte Sur. Proyecto desarrollado con el objetivo de 
aumentar el nivel de asistencia a personas mayores. Contempla la 
creación de una red de 50 centros de atención a mayores en 
Andalucía, gestionados por cooperativas de interés social. 
o Se dictaron diferentes órdenes de ayudas con conceptos diferentes 
pero destinadas a la economía social como la Orden de 29 de 
mayo de 2003, en la que se desarrollan las medidas de impulso a 
la sociedad del Conocimiento para las empresas andaluzas de 
economía social; la Orden de 21 de enero de 2004, en la que se 
establece que las cooperativas y sociedades laborales calificadas, 
podían obtener una ayuda de 4.808 euros por socio trabajador 
desempleado que se incorpore a la empresa de forma indefinida o 
la Orden de 17 de Febrero de 2004, de Abono de las Cuotas a la 
Seguridad Social a los/as trabajadores/as que hayan percibido la 
prestación por desempleo en su modalidad de pago único. 
o Entra en vigor la Orden de 24 de mayo, que desarrolla los 
incentivos para el fomento de la innovación y el desarrollo 
empresarial de Andalucía. Esta Orden unifica todas las ayudas que 
tenían como posibles beneficiarios a entidades empresariales. Por 
lo tanto, desde su entrada en vigor, todas las empresas concurren 
en igualdad de condiciones, independientemente de su forma 
jurídica, si bien las entidades de economía social verán 
incrementados los límites de los posibles incentivos. 
• II Pacto Andaluz por la Economía Social (2006-2010). Su objetivo reside 
en mejorar el modelo de gestión empresarial, incrementando su 




participación, solidaridad y una mayor justicia en la asignación de 
beneficios. Además, establece las bases reguladoras del programa de 
apoyo a la innovación y al desarrollo de la economía social, 
estableciendo una serie de medidas destinadas a mejorar el desarrollo 
innovador, competitivo y emprendedor en el tejido productivo andaluz 
mediante las empresas de economía social. Las principales actuaciones 
son: 
o Orden de 25 de septiembre de 2006, donde se establecen las 
Medidas para el Desarrollo de la Economía Social. 
o Orden 29 de junio de 2009, que establece el Programa de Apoyo a 
la Innovación y al Desarrollo de la Economía Social. En él se 
establece que la economía social se ha conformado como un 
instrumento generador de capacidad productiva, empleo y mejora 
de la calidad de vida. 
o Hasta 2009 continúan los programas ‘Practiquemos’ –Esinnova y 
Picasso– y ‘Airlanding Aeronáutica’, de formación y prácticas en 
empresas para jóvenes y se generan otros nuevos como el 
programa Internacional de Emprendedores’, que incluye los 
proyectos: ‘InExE’ y ‘Practika’. 
• III Pacto Andaluz por la Economía Social (2011-2015). Se configuró para 
mejorar el desarrollo de la economía social, contribuyendo a reducir los 
efectos de la crisis de este periodo. Está basado en los siguientes ejes 
estratégicos: los valores de la economía social y sus principios; la 
actividad económica y el desarrollo empresarial; el empleo de calidad; el 
desarrollo local y rural para la mejora de la cohesión social y la 
vertebración de la economía social. Derivado del mismo cabe destacar: 
o Decreto-Ley 8/2013, de Medidas a la Creación de Empleo y 
Fomento del Emprendimiento. En este Decreto-Ley, en su Título IV, 
se recoge el Programa de Apoyo a la Economía Social. Establece 




tres líneas de acción (Fomento del empleo, del emprendimiento 
social y la intercooperación de este tipo de entidades) con un 
presupuesto para 2013 de seis millones de euros. 
o Orden de 6 de junio, donde se desarrollan las ayudas del Programa 
de Apoyo a la Promoción y el Desarrollo de la Economía Social 
para el Empleo. 
o Se desarrollan programas de fomento en centros de enseñanza, 
como el programa Emprender en Mi Escuela, el programa Empresa 
Joven Europea, el programa Ícaro, Emprendejoven y el programa 
Music Hero.  
 
Como podemos observar son muchos los programas que desarrollan las 
políticas de fomento de la economía social en Andalucía. Gran parte de las 
medidas se han vinculado al Programa Escuelas de Empresas (especializadas 
en la creación de empresas de economía social) que pasa a denominarse en la 
actualidad Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza (en adelante 
Andalucía Emprende), donde la Junta de Andalucía localiza las funciones de 
fomento de la cultura emprendedora y empresarial. 
 
Sin embargo, a pesar de la gran cantidad de políticas públicas 
desarrolladas para el fomento del emprendimiento en general y de la economía 
social en particular, dotadas de presupuestos elevados, no llegan a tener una 
evaluación que reporte a la administración pública y a los ciudadanos en general 
los resultados de las mismas. Generalmente, las administraciones no hacen 
evaluaciones económicas y sociales de la eficiencia de las políticas públicas 
aplicadas. No obstante hay investigadores que ya demandan la necesidad de 









1.2. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Los temas tratados en esta tesis gozan de plena actualidad, ya que la 
necesidad de fomentar el emprendimiento por su vinculación con el desarrollo 
económico y social y el incremento del empleo se ha puesto de manifiesto en las 
líneas anteriores, al mismo tiempo que el creciente protagonismo la economía 
social y la proliferación de políticas públicas dirigidas al fomento de estas 
entidades en todo el mundo, incluido nuestro país. 
 
Pese a lo anterior, efectuando una revisión de la literatura, se observa que 
existen escasos estudios que aborden los procesos de evaluación de la 
eficiencia de dichas políticas públicas y, específicamente, las de fomento de la 
economía social.  
 
En este sentido, cabe mencionar que en la literatura se defiende que 
cualquier política pública debería ser evaluada por dos razones fundamentales: 
en primer lugar, la necesidad de rendir cuenta a la sociedad de los resultados de 
las inversiones públicas efectuadas y, en segundo lugar, de evaluar las mismas 
al objeto de gestionar más racionalmente los fondos públicos. En este sentido se 
expresan muchos autores, como Wiesner (2000), Muñoz (2003), Vedung, (1997), 
Stufflebeam y Shinkfield, (1993) o Planas (2005), que defienden además entre 
otras razones: la mayor demanda de transparencia y de responsabilidad, la 
justificación de los gastos (presupuestado-ejecutado), comprobar la idoneidad 
del programa, servir de apoyo para la extrapolación del programa a otras 
regiones pero, sobre todo, comprobar la eficacia en la consecución de los 
objetivos inicialmente planteados. 
 
La literatura también nos indica que no hay una cultura de medición o 
evaluación de las políticas públicas y que se llevan a cabo algunas prácticas que 
no pueden considerarse evaluaciones (Bustelo, 2003), como observatorios, 
informes técnicos o de seguimientos y monitorizaciones. 
 




Para Ospina (2001), los procesos de evaluación del sector público se 
pueden enfocar desde distintas perspectivas: en un nivel micro, intermedio o 
macro. Pero son tan diferentes y amplios los ámbitos de la administración 
pública que la evaluación de las políticas públicas, tanto a nivel teórico como 
empírico, se han centrado, principalmente, en elementos metodológicos y 
herramientas enfocadas a proyectos concretos, de forma individual y aislada 
(Osuna et al., 2005). Algunas investigaciones indican que los objetivos de las 
administraciones públicas y los programas que en ellas se desarrollan no pueden 
ser medidos de la misma forma que se hace para las empresas, puesto que 
éstas buscan el beneficio, mientras que las administraciones públicas persiguen 
dar servicios (Subirats, 2005 y Osuna et al., 2005), aspecto éste que dificulta su 
evaluación, puesto que no se incluyen sólo aspectos económicos, sino también 
los sociales (Reeder y Colantonio, 2013; Retolaza et al., 2016). 
 
A pesar de todo lo anterior, las Administraciones Públicas deben de ser 
capaces de llevar una gestión transparente y evaluar su actividad para poder 
aprender de sus errores y de sus aciertos. Sin embargo, los métodos de 
evaluación que se utilizan son de diverso tipo y no existe consenso en cuanto a 
su uso. Así, encontramos métodos de análisis, tanto cuantitativos, como 
cualitativos (Planas, 2005, González, 2005, Alonso y Carrasco, 2009). Además, 
los problemas en la recolección de datos fiables, de calidad y válidos son otro de 
los retos a los que hay que enfrentarse al realizar una evaluación (Rodríguez, 
2009; Planas, 2005), ya que la calidad final de la evaluación depende de la 
utilidad de la información que se analiza (Díez, 2003).  
 
Los casos de medición o evaluación de las diversas actuaciones o 
programas de las administraciones públicas son escasos por todas las razones 
relacionadas anteriormente. Ejemplos encontrados en España en la literatura 
analizan el impacto de las Universidades Públicas Españolas en la sociedad, 
como los trabajos de Pastor y Peraita (2012) y Garrido (2008) o el impacto de 
determinados eventos o programas concretos. 
 




A pesar de todos los inconvenientes, y refiriéndonos al tema de estudio, 
es importante evaluar la eficiencia de las políticas públicas y el rol que juegan los 
distintos incentivos, para mejorar dichas políticas y conseguir mayores niveles de 
desarrollo económico en los países o regiones donde se implanten.  
 
1.3. TESIS, HIPÓTESIS Y OBJETIVOS DEL ESTUDIO 
 
En esta investigación vamos a analizar la eficiencia de las políticas 
públicas de emprendimiento que se desarrollan en Andalucía a través de la 
fundación que el Gobierno Andaluz creó para tal fin: Andalucía Emprende. La 
importancia de esta institución es clave, ya que es en ella donde la Junta de 
Andalucía localiza principalmente las funciones de fomento de la cultura 
emprendedora y pone a su disposición las diferentes políticas para conseguir 
dicho objetivo.  
 
Se quiere destacar que la tesis e hipótesis planteadas se refieren 
exclusivamente a las políticas públicas de emprendimiento que la Junta de 
Andalucía desarrolla a través de Andalucía Emprende. 
 
1.3.1. TESIS E HIPÓTESIS 
 
La tesis que defiende este estudio es la siguiente:  
 
Las políticas públicas que fomentan el emprendimiento en general y de manera 
particular las empresas de economía social, son rentables. 
 
Con el propósito de validar dicha tesis se proyectan hipótesis 
fundamentadas en la literatura. Solo en el caso de que éstas sean aceptadas, se 
confirmará finalmente la tesis de partida. De esta forma, a continuación se 
justifican las tres hipótesis planteadas. 
 




Como hemos justificado más arriba, la necesidad de evaluar las políticas y 
los servicios públicos es, por una parte, una exigencia de la ciudadanía y, por 
otra, una necesidad política y de gestión. Específicamente, para las políticas de 
emprendimiento, de acuerdo con Awasthi y Sebastián (1996), la necesidad de 
evaluación de los programas de desarrollo empresarial está justificada por la 
gran cantidad de fondos destinados a su implementación. Su mantenimiento en 
el tiempo debe depender de la consecución de los objetivos (Planas, 2005), a la 
vez que debe de justificarse en base a los costes y los ingresos generados por el 
programa.  
 
Una forma efectiva de medir los beneficios no financieros de un 
determinado programa o política es mediante el análisis de su impacto 
económico y social. Este análisis facilita la toma de mejores decisiones y 
aumenta el beneficio económico de la inversión en objetivos sociales y/o 
ambientales. Pero, para ello, es necesario adoptar un enfoque cuantitativo para 
la evaluación de programas sociales en funcionamiento, predecir el retorno de 
las inversiones y planificar estrategias de programas a largo plazo (Brest et al., 
2009). 
 
Estudios centrados en entidades públicas revelan la necesidad de 
contrastar los esfuerzos destinados por la Administración en el cumplimiento de 
sus objetivos, como la medición de la eficiencia en la toma de decisiones, para 
su uso en la evaluación de programas públicos (Charnes et al., 1978 y Pérez et 
al., 2016). Existen estudios que tratan de analizar si los resultados de un 
programa público concreto es eficiente (García 2009; La Chica et al., 2016). 
Blanco (2016) también discrimina entre las diferentes provincias andaluzas, 
analizando las políticas activas de empleo de Andalucía. Las políticas de 
fomento del emprendimiento han atribuido una mayor eficiencia a las entidades 
pertenecientes a la economía social. En este sentido, trabajos como el de 
Fernández (2016) demuestran que en términos de eficiencia económica se ha 
obtenido que las entidades agrarias de la economía social son más eficientes 
que otras formas jurídicas. Vargas (2004) señala que bajo ciertas premisas, 




como el encontrarse en un contexto de incertidumbre, las cooperativas son más 
eficientes que las organizaciones capitalistas. Según Campos y Chaves (2012), 
estas sociedades son más adecuadas frente a las amenazas, presentando una 
mayor resistencia a periodos de recesión económica (Castillo y García, 2013). 
Tales razones hacen pensar que estas entidades son más eficientes (Barros y 
Santos, 2007). 
 
Estos argumentos nos llevan a plantear las siguientes hipótesis que se 
procederán a contrastar a lo largo de esta investigación: 
 
H.1: La inversión de los fondos públicos que financian las políticas públicas de 
emprendimiento en Andalucía es rentable económica y socialmente. 
 
H.2: La políticas públicas de emprendimiento desarrolladas por Andalucía 
Emprende fortalecen el tejido productivo de Andalucía creando empresas 
eficientes económicamente. 
 
H.3: Las políticas públicas de emprendimiento desarrolladas por Andalucía 
Emprende han servido para fortalecer más a las empresas de economía social. 
 
1.3.2. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El objetivo principal de esta tesis es conocer la rentabilidad del empleo 
de los fondos públicos, mediante el desarrollo de las políticas públicas de 
emprendimiento en Andalucía, desde una doble vertiente: una, conociendo los 
retornos generados por Andalucía Emprende, con el desarrollo de su actividad, 
como entidad ejecutora de las políticas de fomento del emprendimiento de la 
Junta de Andalucía: otra, mediante la medición de la eficiencia económica de las 
empresas incubadas por Andalucía Emprende a las que presta sus servicios. 
 
Una vez definido el objetivo principal, éstos son los objetivos secundarios 
que se plantean con el desarrollo de la presente tesis: 




• Desarrollar las teorías del emprendimiento y la constitución de 
empresas. 
• Analizar las distintas técnicas de evaluación de las políticas públicas. 
• Analizar y estudiar las diferentes políticas públicas que se han 
aplicado en el ámbito de la economía social, tanto en España como 
en otros países de referencia. 
• Definir las diferentes políticas en España y en sus Comunidades 
Autónomas especialmente en Andalucía. 
• Analizar el impacto económico y social de los fondos destinados por 
la Junta de Andalucía para la ejecución de políticas de 
emprendimiento en la Comunidad Autónoma. 
• Analizar la influencia de variables organizacionales o económicas de 
las empresas, forma jurídica, sector de actividad, localización 
geográfica, subvenciones, etc., en la eficiencia económica de las 
entidades incubadas por Andalucía Emprende. 
 
1.4. PLANTEAMIENTO METODOLÓGICO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Este trabajo se ha desarrollado en una época de crisis económica donde 
los fondos para la investigación se han visto mermados en gran medida. La 
imposibilidad de obtención de fondos para desarrollar un estudio de campo para 
la obtención de datos primarios nos llevó a usar fuentes secundarias de 
información.  
 
Recurrimos a Andalucía Emprende, que puso a nuestra disposición la 
base de datos de los indicadores de seguimiento que dicha entidad posee de las 
empresas creadas en Andalucía y a las que prestan servicios. Se ha utilizado los 
datos recabados por Andalucía Emprende de las empresas que tenía incubadas 
en el año 2011, por proyectos de modernización de las mismas, mediante 




cuestionarios enviados directamente a las empresas y cedidos para la 
realización de esta tesis doctoral. Queremos mostrar expresamente nuestro 
agradecimiento a Andalucía Emprende.  
 
Respecto a las fuentes secundarias utilizadas, indicar que hemos hecho 
uso de artículos científicos de reconocido prestigio, tanto nacional como 
internacional, relacionados con: las teorías del emprendimiento y la constitución 
de las empresas, políticas públicas de fomento empresarial, evaluaciones de 
políticas, las políticas de fomento de la economía social, etc. 
 
La información recopilada se ha utilizado para realizar dos estudios 
diferenciados de eficiencia: uno, recogido en el capítulo cinco, de análisis del 
coste-beneficio de la labor realizada por Andalucía Emprende en la ejecución de 
las políticas públicas encomendadas por la Junta de Andalucía; y otro, recogido 
en el capítulo seis, de análisis de la eficiencia económica de las empresas 
incubadas por Andalucía Emprende.  
 
En la investigación desarrollada en el capítulo cinco, con objeto de 
conocer la  rentabilidad en el empleo de fondos públicos para el emprendimiento, 
el método utilizado para calcular el retorno de la inversión del programa 
Andalucía Emprende, en el año 2015, ha sido el de análisis coste-beneficio, ya 
que no se pueden utilizar métodos tradicionales basados en parámetros 
financieros, debido a que dejaríamos sin valorar gran parte del valor que aporta 
la empresa. Dicho análisis se ha utilizado para calcular el impacto económico y 
social del mismo.  
 
Aunque en el capítulo 5 se detallará la metodología utilizada, a 
continuación de expondrá un resumen de la misma. Para llevar a cabo el análisis 
coste-beneficio, lo primero que se realiza es el establecimiento del alcance y los 
objetivos previstos en el estudio. Una vez definidos, se ha realizado un análisis 
de stakeholders (grupos de interés del programa analizado), se han medido los 
resultados, se verifica y calcula el impacto y se presentan los resultados. 




La principal dificultad que presenta este método es la de monetizar los 
resultados obtenidos por la empresa, ya que presta sus servicios de forma 
gratuita, de forma que el impacto generado debe hacerse asignando un valor 
aproximado al real, tomando como referencia las estadísticas existentes y las 
cifras de entidades similares. Además, el método establece que hay que separar 
los impactos que no tienen su origen en la propia actividad de la empresa y los 
impactos negativos que se puedan generar.  
 
Para la valoración de la actividad, se han utilizados datos recogidos en 
diversas fuentes, como la contabilidad publicada de Andalucía Emprende, 
cuentas generales e informe de auditoría del año 2015, estadísticas elaboradas 
por el Instituto de Estadística de Andalucía (IEA), el Informe Anual de 
Recaudación Tributaria de 2015, Ministerio de Empleo y Seguridad Social, el 
Instituto Andaluz de Administraciones Públicas, la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública de la Junta de Andalucía y valores de servicios 
prestados, como los de la Cámara de Comercio de Toledo y el Colegio de 
Economistas de Valladolid. 
 
A los resultados obtenidos se les han aplicado una serie de reducciones 
con objeto de aproximarnos lo máximo posible a su valor real. Para ello, se ha 
aplicado una reducción que viene motivada porque, en caso de no existir 
Andalucía Emprende, se seguirían creando empresas y lo que se pretende, a 
través de este método, es conocer el valor de las empresas que se crean por la 
propia actividad de esta entidad. También se ha llevado una adaptación del 
tamaño de las empresas en función del número de trabajadores, ya que las 
estadísticas andaluzas de ese año indican una media de 3,9 trabajadores por 
empresa, mientras que las que son atendidas por esta entidad tienen de media 
1,2 trabajadores. 
 
Finalmente, en el estudio realizado de coste-beneficio hay parte de la 
actividad de Andalucía Emprende que no se ha podido valorar por no existir 
referentes. Tampoco se ha tenido en cuenta los beneficios que genera la 




actividad realizada durante el año 2015 en años posteriores. Por lo tanto, la cifra 
obtenida es inferior a la que realmente se produce. 
 
En la investigación desarrollada en el capítulo seis, se ha utilizado la 
metodología del Análisis Envolvente de Datos (DEA) para la medición de la 
eficiencia económica de las sociedades mercantiles y cooperativas incubadas 
por Andalucía Emprende para el conjunto de proyectos de modernización 
creados durante el año 2011. Se trata de un método determinístico no 
paramétrico de programación matemática. De las distintas variantes existentes 
del método, se ha utilizado el modelo BCC con orientación output, orientado a 
maximizar los outputs o salidas. 
 
Antes de realizar el estudio, se han eliminado los valores atípicos, para 
evitar el desplazamiento de la frontera de eficiencia y evitar obtener mayores 
ineficiencias por la alta sensibilidad de este método. Para su eliminación se ha 
utilizado la técnica de supereficiencia, obteniendo una mayor precisión en los 
resultados obtenidos. 
 
Para la realización del estudio utilizamos como output, una variable 
clásica en este tipo de estudios, los ingresos de explotación, y como inputs la 
inversión realizada, la subvención obtenida, los tributos abonados en el año con 
motivo del factor trabajo, es decir IRPF y seguridad social de los trabajadores, y 
la financiación de la empresa sin tener en cuenta subvenciones. 
 
La población objeto de estudio se ha centrado en este caso en las 
empresas de modernización incubadas en Andalucía Emprende en el periodo 
2011. En concreto, este estudio abarca una población de 95 empresas, de las 
que 88 constituyen la muestra. Esto supone asumir un error muestral del 3,2 por 








1.5. SECUENCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Este trabajo de investigación está estructurado en siete capítulos. El 
primero, realiza una introducción sobre el estudio realizado. En el segundo, se 
analizan las teorías del emprendimiento, las políticas públicas de fomento de la 
economía social y cómo evaluarlas. En el tercer y cuarto capítulo, se analizan las 
políticas públicas relacionadas con la economía social a nivel mundial, europeo, 
nacional y regional, para posteriormente enfocar el estudio al caso andaluz. En el 
capítulo cinco y seis, se realizan dos investigaciones diferenciadas: en primer 
lugar, un análisis coste-beneficio de las políticas implementadas por Andalucía 
Emprende en Andalucía y, posteriormente, un análisis de la eficiencia económica 
de las empresas de modernización atendidas por Andalucía Emprende. 
Finalmente, en el capítulo séptimo, se recogen las conclusiones de todo el 
trabajo, indicando las limitaciones y posibles líneas de investigación futuras. A 
continuación se detalla el contenido de cada uno de estos capítulos. 
 
En el primer capítulo, se explica la importancia que tiene el tema tratado 
en la actualidad, la importancia que tiene el fomento del emprendimiento en la 
sociedad actual como motor de desarrollo económico, el papel que juega la 
Administración Pública en su fomento mediante las políticas públicas que 
desarrolla y la necesidad de evaluar dichas políticas para medir la rentabilidad 
del empleo de los fondos públicos. Posteriormente, se justifica la investigación, 
se formula la tesis y las hipótesis a contrastar, se definen los objetivos del 
estudio y se hace una breve reseña de los procedimientos metodológicos 
empleados.  
 
Posteriormente, una vez establecidas las bases del estudio, en el 
segundo capítulo, se analizan los determinantes del emprendimiento. Se 
describen las distintas teorías del emprendimiento y de la constitución de 
empresas, basándonos en la clasificación de teorías recogidas en la literatura. 
Una vez analizadas, se realiza un estudio de los motivos por los cuales se 
fomenta las empresas de economía social, las distintas clasificaciones de 




políticas desarrolladas y las diferentes técnicas de evaluación de políticas 
públicas.  
 
En el tercer capítulo, se describe la situación actual de las empresas de 
economía social y las políticas que se desarrollan en los diferentes continentes. 
Luego, se analiza su situación a nivel europeo, con especial mención a los 
apoyos recibidos por la Unión Europea y las diferencias existentes entre los 
distintos países. Posteriormente, se centra el estudio en un análisis histórico de 
su tratamiento en España, con el detalle de las medidas nacionales de fomento 
de estas entidades y su fiscalidad. Finalmente, se analiza la situación actual de 
estas empresas en las Comunidades Autónomas más representativas, ya que 
estas políticas están descentralizadas en las distintas regiones. 
 
En el siguiente capítulo, el cuarto, se hace una detallada descripción de 
las medidas adoptadas de fomento de la economía social en Andalucía, 
comunidad que es objeto de nuestro estudio. Se analizan las políticas públicas 
de fomento de la economía social desde el año 2002, año en el que se firma el 
primer Pacto Andaluz por la Economía Social, dividiendo las medidas 
implantadas en tres periodos diferenciados, en virtud a los tres pactos andaluces 
por la economía social. Posteriormente, se detallan los pactos locales firmados 
en Andalucía. Por último, se analiza la evolución histórica de la actual Andalucía 
Emprende, perteneciente a la Consejería de Economía y Conocimiento de la 
Junta de Andalucía y encargada de la implementación de las políticas públicas 
de emprendimiento. Esta empresa comenzó con el objetivo único de apoyar y 
fomentar la economía social en Andalucía, cambiando en reiteradas ocasiones 
su cometido, para finalmente dedicarse al emprendimiento andaluz, mediante 
cualquier forma jurídica, pero manteniendo medidas de apoyo a la economía 
social. 
 
El quinto capítulo describe las técnicas de medición del impacto 
económico y social para, posteriormente, aplicar una de ellas al análisis de 
Andalucía Emprende. Más concretamente, se utiliza la metodología análisis del 




coste-beneficio y se aplica a las empresas creadas en el año 2015, para conocer 
los retornos que produce en la sociedad la inversión realizada por la Junta de 
Andalucía en la implementación de sus políticas públicas de emprendimiento a 
través de esta entidad. 
 
El estudio continua, en el capítulo sexto, con la descripción de los 
distintos modelos no paramétricos de análisis de la eficiencia económica, 
mediante el Análisis Envolvente de Datos (DEA), para aplicarlo al estudio de la 
eficiencia de las empresas incubadas por Andalucía Emprende, que tienen un 
proyecto de modernización en el año 2011, con objeto de conocer los factores 
que determinan su eficiencia. Este capítulo se cierra con un análisis de 
comparación de medias de los distintos factores que pueden explicar la 
eficiencia de las empresas objeto de este estudio. 
 
El trabajo finaliza con las conclusiones de todos los capítulos anteriores, 
en el capítulo séptimo. Así pues, se sintetizan las conclusiones de cada uno de 
los apartados estudiados, dando respuesta a las tesis e hipótesis planteadas 
inicialmente y verificando su cumplimiento o no. Además, se recogen las 





LAS TEORÍAS DEL EMPRENDIMIENTO Y LAS 




En este segundo capítulo se realiza una revisión de la literatura sobre los 
determinantes del emprendimiento. Posteriormente, se analizan las distintas 
teorías del emprendimiento y la creación de empresas recogidas en la literatura. 
Más tarde, se analiza la razón por la que se implementan políticas de fomento de 
la economía social y cómo se clasifican dichas políticas. Finalmente, se analizan 
los motivos que justifican la necesidad de evaluar las políticas desarrolladas y las 





El emprendimiento es un elemento cada vez más tenido en cuenta en la 
elaboración de las políticas de desarrollo (Boettke y Coyne, 2007). 
 
Uno de los motivos que justifican la falta de criterio sobre la naturaleza 
de la iniciativa empresarial y cómo contribuye a su desarrollo se debe a que el 
término emprendimiento (entrepreneurship) se utiliza en diversos niveles de 
análisis (Lumping y Dess, 1996), como el de los individuos, los grupos o las 
organizaciones enteras.  
 
Hay dos enfoques principales para definir el emprendimiento (Casson, 
2003): el enfoque funcional, que especifica las diversas funciones que realizan 
los emprendedores, considera que las personas que las realiza son 
emprendedores; y, por otra parte, el enfoque indicativo, que proporciona una 
descripción del empresario por el que puede ser reconocido. 
 




Una definición de emprendedor (entrepreneur), que incorpora las 
principales ideas que se han incorporado históricamente sobre el 
emprendimiento (entrepreneurship), es la recogida en Hébert y Link (1989) que 
lo definen como alguien que se especializa en tomar la responsabilidad y en la 
toma de decisiones de juicio que afectan a la localización, la forma y el uso de 
los bienes, los recursos o las instituciones. 
 
Según Baumol (1993) hay dos acepciones legítimas del emprendedor y 
completamente distintas: la primera lo define como alguien que crea, capaz de 
organizar y poner en marcha un nuevo negocio pudiendo llevar a cabo alguna 
innovación o no; la segunda ve al emprendedor como innovador, que transforma 
alguna innovación o idea en un proyecto económicamente viable, pudiendo en el 
curso de la innovación poner en marcha o no una nueva empresa.  
 
Palmer (1971) introduce el riesgo asumido por el emprendedor y define 
al empresario de éxito como aquel individuo que puede interpretar correctamente 
la situación de riesgo para determinar las políticas que minimizarán dicho riesgo, 
al objeto de poder alcanzar la meta planteada. Este riesgo no se puede eliminar, 
sólo se minimiza. 
 
En la literatura existen cinco categorías sobre emprendimiento descritas 
por Bull y Willard (1993): las centradas en la definición de emprendedor 
(entrepreneur), las que se centran en sus rasgos, las que estudian las 
estrategias de éxito, las que se centran en analizar la formación de nuevas 
empresas y las que se centran en los factores ambientales en el 
emprendimiento. 
 
Otro aspecto a destacar, recogido por Minniti (2012), es que no existe 
crecimiento económico sin emprendimiento, independientemente de la situación 
en la que se encuentre la economía del país. Las pequeñas empresas y las de 
nueva creación son capaces de descubrir nuevas oportunidades de beneficio no 
explotadas, los denominados nichos de mercado, a la vez que introducen 
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innovaciones, aumentando la eficiencia económica de la región. Este hecho es 
uno de los motivos por los cuales, en los últimos años, ha cobrado una mayor 
relevancia la figura del emprendedor para el crecimiento económico desde el 
ámbito político y económico. 
 
2.2. DETERMINANTES DEL EMPRENDIMIENTO 
 
Es importante conocer los factores que estimulan la actividad 
empresarial y el rol que juegan los distintos determinantes socio-económicos en 
la misma al objeto de poder incidir sobre ellos para mejorar los ratios de creación 
de empresas.  
 
De acuerdo con Bitros (2005), pueden diferenciarse seis roles en la 
figura del empresario: 
 
• Actúan como coordinadores en la empresa, en el mercado y en la 
economía. 
• Absorben los costos de los riesgos no asegurables, asociados con la 
incertidumbre. 
• A menudo se revelan como innovadores, introduciendo nuevos 
productos, nuevas técnicas de producción y nuevos esquemas de 
organización. 
• En algunas ocasiones, actúan como imitadores de nuevos productos y 
nuevas técnicas de producción. 
• Proporcionan liderazgo, mediante el establecimiento de objetivos y 
animando a empleados y asociados para alcanzarlos. 
• Están en estado de alerta en el descubrimiento de oportunidades de 
ganancias imprevistas. 
 




Según Bitros (2005), en función del grado de énfasis que se le da a cada 
uno de estos roles, se pueden explicar distintas teorías de la iniciativa 
empresarial. Como ejemplos, recoge que los economistas neoclásicos, en la 
línea de Ricardo, muestran a los empresarios principalmente como 
coordinadores; Knight (1921) los concibe como realizadores de riesgo e 
incertidumbre; en el caso de Schumpeter (1921) son innovadores; mientras que 
Kirzner (1973) los concibe como descubridores de oportunidades de beneficio. 
 
Hébert y Link (1998) han identificado en la literatura económica al menos 
doce papeles distintos desarrollados por el emprendedor: 
 
• Es la persona que asume el riesgo asociado al proyecto empresarial. 
• Suministrador de capital financiero. 
• Una persona innovadora. 
• Una persona tomadora de decisiones. 
• Líder industrial. 
• Gerente. 
• Organizadora y coordinadora de recursos económicos. 
• Propietaria de una empresa. 
• Empleadora de factores de producción. 
• Contratista. 
• Árbitro. 
• Asignadora de recursos entre los distintos usos posibles. 
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Como exponen Verheul et al. (2002) el emprendimiento está muy 
relacionado con el entorno institucional y cultural en el que se desarrollan. En 
primer lugar, las oportunidades empresariales dependen del desarrollo del sector 
privado de servicios frente a la provisión pública de los mismos y la evolución del 
hogar. En segundo lugar, el gobierno puede influir en los recursos y las 
capacidades de los individuos mediante servicios de información y 
asesoramiento subvencionados, garantías de préstamos y otros regímenes de 
ayuda directa. En tercer lugar, las actitudes personales hacia el emprendimiento 
son fruto del entorno cultural actual. Existen unos patrones culturales estables 
que son reforzados por la educación y la legislación. Sin embargo, si las políticas 
que promueven las oportunidades empresariales, la disponibilidad de recursos y 
la capacidad empresarial tienen cierto éxito, la actividad emprendedora 
emergente proporcionará nuevos modelos que provocarán un cierto cambio 
cultural. 
 
Por otra parte, Barreneche (2014) señala, como resultado del estudio 
realizado de 21 indicadores de 184 ciudades en 20 países europeos durante los 
años 1999 y 2010, que entre todos los indicadores hay 3 con una relación 
positiva importante con la creación empresarial: el tamaño de la ciudad, el 
autoempleo y los niveles de educación superior. 
 
Acs y Szerb (2007) ofrecen varias recomendaciones políticas 
importantes basadas en el estudio GEM (Global Entrepreneurship Monitor) para 
favorecer el emprendimiento. Por un lado, los países de ingresos medios 
deberían centrarse en aumentar el capital humano, mejorar la disponibilidad de 
tecnología y promover el desarrollo empresarial. Para ello, es importante iniciar 
las políticas de desarrollo empresarial con anticipación, ya que no son medidas 
que tengan efecto en el corto plazo. Por otro lado, para las economías 
desarrolladas, puede ser necesario una reforma del mercado laboral y la 
desregulación de los mercados financieros para apoyar el crecimiento de 
empresas de alto rendimiento, ya que la reducción de la normativa de entrada, 
no suele dar lugar a nuevas startups de alta potencial.  




2.3. LAS TEORÍAS DEL ENTREPRENEURSHIP 
 
Del análisis de la literatura sobre el desarrollo del emprendimiento, 
Hébert y Link (1998) han identificado tres tradiciones intelectuales distintas, 
partiendo cada una de Richard Cantillon: la tradición alemana (Thünen-
Schumpeter), la tradición de Chicago (Knight-Schultz) y la tradición austriaca 
(Mises-Kirzner-Shackle). 
 
El término “entrepreneurship” aparece en 1755, introducido por Robert 
Cantillon. Posteriormente, ha sido estudiado desde distintas perspectivas de 
teoría económica, psicología, sociología, antropología, ciencias políticas, 
administración de empresas e historia (Cassis y Minoglou, 2005). 
 
Existen multitud de teorías y enfoques en la literatura, partiendo de 
supuestos muy diferentes, hasta el punto que Casson (2003) llega a afirmar que 
todas las ciencias sociales tienen una teoría del emprendimiento (sociología, 
psicología y ciencias políticas), menos la economía, por existir dos escuelas 
económicas diferenciadas: la neoclásica, que parte de la idea de que todo el 
mundo tiene toda la información que necesita para la adopción de decisiones, y 
la escuela austriaca, que desarrolla una teoría del emprendimiento predictiva que 
resulta imposible. 
 
Basándonos en la clasificación realizada por Veciana (1999 y 2007), 
donde se recopilan las distintas teorías del emprendimiento recogidas en la tabla 
2.1. y posteriormente analizadas, se pueden agrupar en cuatro enfoques 
distintos, donde los tres primeros, el económico, el psicológico y el  
sociocultural/institucional, pretenden explicar los motivos por los que se crean 
empresas, y el cuarto enfoque, el gerencial, pretende generar conocimientos que 
sean útiles para la creación de las mismas (Veciana, 1999 y 2007). 
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En cuanto a los determinantes del emprendimiento, pueden ser 
estudiados en función de distintos niveles de análisis (Verheul et al., 2002 y 
Veciana, 1999 y 2007), a saber: 
 
• Micro, es decir, a nivel de los individuos, y que se se centra en el 
proceso de toma de decisiones de los individuos y en las motivaciones 
que tienen para autoemplearse. 
• Meso, centrado a nivel de empresa y basado en los determinantes 
específicos del mercado, las oportunidades de entrada y salida y sus 
oportunidades de beneficio.  
• Macro, esto es, a nivel de global de región o país, y que intenta agregar 
los argumentos de los niveles anteriores, centrándose en los factores 
ambientales como variables económicas, tecnológicas y culturales, así 




TABLA 2.1. DISTINTOS ENFOQUES TEÓRICOS SOBRE LA CREACIÓN DE 
EMPRESAS Y LA FUNCIÓN EMPRESARIAL (ENTREPRENEURSHIP) 





(Nivel de empresas) 
MACRO 




- La función empresarial 
como cuarto factor de 
producción 
- Teoría del beneficio 
del empresario 
- Teoría de la elección 
ocupacional bajo 
incertidumbre 
- Teoría de los costes 
de transacción 
- Teoría del desarrollo 
económico de 
Schumpeter. 




- Teoría de los rasgos 
de la personalidad 
- Teoría psicodinámica 
de la personalidad del 
empresario  




- Teoría de la 
marginación 
- Teoría del rol 
- Teoría de redes 
- Teoría de redes 
- Teoría de la 
incubadora 
- Teoría evolucionista 
- Teoría del desarrollo 
económico de Weber 
- Teoría del cambio 
social 
- Teoría de la ecología 
poblacional 
- Teoría institucional 
ENFOQUE 
GERENCIAL 
- Teoría de la eficiencia 
X de Leibenstein 
- Teoría del 
comportamiento del 
empresario 
- Modelos del proceso 
de la creación de 
empresas 
- Formas de convertirse 
en empresario 
- Modelos del éxito de 
la nueva empresa 
- Modelos de 
generación y desarrollo 
de nuevos proyectos 
innovadores 
 
Fuente: Veciana (1999 y 2007). 
 
Finalmente, cabe destacar la existencia de enfoques que se centran en 
el crecimiento de las empresas. Existe un cambio de interés de la política, 
pasando de promover el inicio de pequeñas empresas para la creación de 
empleo a centrarse en el crecimiento de éstas. El objetivo que pretenden es 
mejorar en la comprensión del proceso de crecimiento y factores que influyen en 
el mismo para mejorar las condiciones de las empresas y las estructuras de 




apoyo institucional. Gran parte de la literatura que recoge este hecho se aglutina 
en los siguientes enfoques (Gibb, 1993): 
 
• En el impacto de la personalidad emprendedora y la capacidad de 
crecimiento, incluyendo las características personales de los propietarios 
y su visión estratégica. 
• El desarrollo organizacional de la pequeña empresa a través de etapas 
en el tiempo y controlar la influencia del propietario. 
• La gestión empresarial centrada en la importancia de las capacidades 
empresariales y el papel de la gestión funcional, la planificación, el 
control y la planificación estratégica. 
• Los amplios enfoques sectoriales que a menudo tienen su base en 
economía industrial. Estos incluyen estudios relacionados con el 
desarrollo regional centrado en sectores industriales específicos o 
subsectores. 
 
2.3.1. ENFOQUE ECONÓMICO 
 
Estas teorías tratan de explicar la función empresarial y la creación de 
empresas desde el punto de vista de la racionalidad económica. 
 
2.3.1.1. La función empresarial como cuarto factor de producción 
 
Desde esta perspectiva, se estudia la labor del empresario como 
organizador de la producción, como un factor de competitividad. Marshall (1890) 
introduce al empresario como el cuarto factor de producción, junto a la tierra, el 
trabajo y el capital, y son los que asumen el riesgo, se encargan de reunir el 
capital y la mano de obra necesarios y desarrolla un plan general con todos los 
detalles del proceso para el inicio del negocio. 
 
 
2.3.1.2. Teoría del beneficio del empresario 
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Cantillon (1755) justifica el beneficio del empresario partiendo de la 
incertidumbre ocasionada por la compra de unos determinados bienes para su 
posterior venta a un precio incierto, teniendo que asumir un riesgo por la 
incertidumbre de la ganancia. 
 
A lo largo del siglo XIX se realizaron diversos estudios sobre esta teoría, 
destacando los trabajos de Thünen, “Der Isolirte Staat” de 1826, y de Von 
Mangoldt, “Die Lehre von Unternehmergewinn. Ein Beitrag zur 
Volkswirtschaftslehre” de 1855. Knight (1921) recoge la esencia de ambos 
trabajos, en el trabajo de Thünen se define el beneficio como la parte resultante 
una vez cubiertos: el interés, el seguro y el salario de dirección. Este beneficio se 
divide en dos partes, según este autor: una dedicada al pago de varios riesgos 
que no pueden ser asegurados como son el riesgo de quiebra de la empresa y la 
posible depreciación de los valores; y, por otra parte, la extraproductividad del 
trabajo directivo. En el caso de Mangoldt, la renta del empresario comprende una 
prima del riesgo, el interés y salario del empresario y el resto constituye una 
prima a la escasez. 
 
2.3.1.3. Teoría de la elección ocupacional bajo incertidumbre 
 
En esta teoría se recogen todas aquellas aportaciones que intentan 
explicar los motivos por los cuales determinadas personas eligen convertirse en 
empresarios frente a ser empleados a sueldo.  
 
Lucas (1978) propone una nueva teoría de la distribución de las 
empresas por su tamaño mediante la asignación de los factores productivos con 
el fin de maximizar la producción, diferenciándose las personas en función a su 
capacidad empresarial. 
 
Por otro lado, partiendo del trabajo desarrollado por Knight en 1921, 
Kihlstrom y Laffont (1979) desarrollan un modelo que puede representar una 
primera fase para la construcción de una teoría de equilibrio general empresarial 




de la empresa en condiciones de incertidumbre. Se trata de un modelo que 
recoge solo un caso especial del punto de vista de Knight, que parte de la 
premisa de que todas las personas tienen la misma aptitud para pasar de 
trabajar por cuenta ajena a hacerlo por cuenta propia y viceversa. Esa igualdad 
se rompe cuando se introduce el grado aversión al riesgo que tienen estas 
personas. El modelo explica cómo los individuos deciden ser trabajadores o 
empresarios comparando el salario y el beneficio empresarial que podría obtener 
en un mercado de trabajo competitivo según lo que elijan. El primero, el sueldo, 
es fijo y no presenta ningún riesgo, pero el segundo, el beneficio empresarial, sí 
que los entraña. El salario sería el que iguala la oferta de trabajadores con la 
demanda empresarial de trabajo. 
 
Chamley (1983) propone un modelo de elección ocupacional con 
información asimétrica entre empresarios y capitalistas. Existen tres tipos de 
agentes: empleados, empresarios e instituciones financieras; y dos tipos de 
sectores productivos: el primero sin riesgo y el segundo formado por muchas 
pequeñas empresas dirigidas por un empresario cuya producción es incierta y 
depende del capital con el que cuente y de la habilidad del empresario.  
 
2.3.1.4. Teoría de los costes de transacción 
 
Esta teoría pretende explicar la creación de nuevas empresas con base 
en los costes de transacción. 
 
Coase (1937) afirma que los costes comparativos de las transacciones, 
tanto los costes de marketing derivados de la utilización el mecanismo de los 
precios, como los de organización, que se realizan a través de mercados o 
dentro de la propia empresa, constituyen el factor esencial que condiciona el 
tamaño y el alcance de dicha empresa, pudiéndose determinar cuántos 
productos producirá cada empresa y la cantidad de cada uno de ellos.  
 
Coase (1960) analiza distintos casos en los que una actividad tiene 
consecuencias nocivas. Defiende que los enfoques deben de realizarse en 
situaciones reales, teniendo en cuenta los costes de transacción, ya que 
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provocan que algunas operaciones no sean viables por dichos costes, mientras 
que en caso de no tenerlos en cuenta sí podrían serlo, cosa que es irreal. Estos 
costes de transacción son relaciones con los agentes con los que se va a operar, 
costes de negociación, elaboración de contratos, etc. Parte de la premisa que los 
derechos necesarios para realizar una acción con efecto dañino, como es el 
humo o la contaminación, se encuentran englobados dentro de los factores de 
producción y que hay que tener en cuenta que estos derechos legales van a 
incidir en la eficiencia del sistema económico. Por lo tanto, es importante el papel 
que juega el Gobierno, siendo capaz de influir en la utilización de los factores 
mediante decisiones administrativas. 
 
Otro estudio destacable, dentro de esta teoría, es el trabajo realizado por 
Williamson (1971) que estudia el grado de integración vertical de la nueva 
empresa teniendo en cuenta los costes de transacción. 
 
Por otro lado, Dew et al. (2004) plantean una teoría empresarial basada 
en la dispersión del conocimiento. Pretenden explicar las razones por las cuales 
en determinadas ocasiones las empresas existentes y, en otras, las nuevas 
empresas introducen en el mercado nuevas ideas. Explican la generación de 
nuevas empresas partiendo de la premisa que la dispersión del conocimiento 
provoca una incertidumbre, lo que hace que se produzca una heterogeneidad de 
expectativas que hacen que las personas emprendedoras busquen la 
oportunidad de descubrir, crear y explotar nuevos mercados a través de una 
estructura contractual que conocemos como empresa. 
 
Picot et al. (1990) analizan unas 52 empresas innovadoras de nueva 
creación alemanas basándose en la teoría de los costes de transacción. En 
dicho estudio, se comprueba que las empresas, que tienen en cuenta los costes 
de transacción, son más exitosas ya que no sólo influyen en la viabilidad de las 
ideas innovadoras, sino que sirven para definir la organización de la nueva 
empresa. Además, las empresas creadas por un equipo heterogéneo con 
formación empresarial y con experiencia en el sector y el mercado donde se 




implantan tuvieron más éxito que las creadas por personas que sólo cuentan con 
los conocimientos tecnológicos. 
 
2.3.1.5. Teoría del desarrollo económico de Schumpeter 
 
Para Schumpeter (1912) el desarrollo económico ocurre cuando se 
producen cambios económicos que no son provocados, sino que tienen un 
origen interno, mediante una innovación.  
 
Define empresario como toda persona encargada de realizar nuevas 
combinaciones, desde un punto de vista amplio, incluyendo tanto a personas de 
negocios independientes como a todos los que realicen dicha función, aunque 
sean dependientes o empleados de la propia empresa. De acuerdo con esta 
definición, no es necesario que tenga una relación permanente con la empresa 
para gozar de dicha consideración, a la vez que elimina a las personas que 
soportan los riesgos de la inversión, ya que entiende que los capitalistas no se 
pueden considerar empresarios por el simple hecho de serlo. 
 
Por regla general, el productor introduce una innovación, que inicia el 
cambio económico, mediante una combinación de materiales y fuerzas en el 
proceso de producción. Estas nuevas combinaciones pueden ser la introducción 
en el mercado o en el proceso de algunos de los siguiente: 
 
• Un nuevo producto o una modificación de su calidad. 
• Un nuevo método de producción o una nueva forma comercial. 
• La apertura de un nuevo mercado. 
• Una nueva fuente de aprovisionamiento. 
• Una nueva organización de la industria como puede ser la creación o 
eliminación de un monopolio. 
Capítulo 2. Teorías del emprendimiento y las políticas públicas de fomento: especial 




Las nuevas combinaciones suelen realizarse por nuevas empresas y no 
tienen que realizarse por los que controlan los procesos productivos o 
comerciales. 
 
Casson (2003), partiendo de la innovación desarrollada por Schumpeter, 
analiza al empresariado como coordinador de las actividades del mercado. Para 
ello describe tres posibles casos, el de la innovación tecnológica, la innovación 
de productos y el arbitraje. En este último caso, la figura del empresario tiene 
que ser capaz de sintetizar una gran cantidad de información, que abarca las 
preferencias, la tecnología, el suministro de los factores, los servicios de 
transporte, aranceles y cualquier otra forma de restricción sobre la reasignación 
de los recursos. Para ser capaz de analizarla, el empresario debe ser un 
generalista, capaz de asimilar información muy diversa, con el objeto de analizar 
lo que necesita saber y reconocer e interpretar la información relevante. 
 
Baumol (1990) considera que la lista de las actividades empresariales se 
puede ampliar, ya que considera que no va lo suficientemente lejos, y que no 
contempla explícitamente actos innovadores de transferencia de tecnología, 
mediante la introducción de tecnología ya disponible con alguna modificación, en 
lugares geográficos en los que no se ha utilizado. También se puede incluir otras 
actividades como, por ejemplo, las innovaciones en los procedimientos de 
captación de rentas o el descubrimiento de una táctica legal previamente no 
utilizada que resulta eficaz en el desvío de rentas. 
 
Baumol (1993) analiza los límites que se encuentra el emprendedor 
innovador en el desarrollo de una teoría económica de la función empresarial y 
creación de empresas. Este tipo de emprendedor se caracteriza por no tomar 
decisiones repetitivas, al no encontrarse en las mismas situaciones que los días 
anteriores. Por este motivo es difícil detallar una descripción de lo que hace, 
excepto en algunas tareas concretas, como pueden ser la dirección de la 
empresa. La teoría económica anteriormente mencionada puede explicar 
diversas situaciones, pero no puede contemplar los problemas con los que se 
encuentra este emprendedor. 




Bygrave (1993) formula varios algoritmos que proporcionan 
representaciones simples para el proceso emprendedor sobre la base de la 
teoría del caos. El proceso empresarial es dinámico, ya que se ve afectado por 
muchas variables y está muy influido por las condiciones iniciales, motivo por el 
cual se hace imposible su formulación matemática. La teoría del caos no nos 
proporciona una teoría matemática de la iniciativa empresarial, pero puede ser 
más fiable que el análisis de regresión lineal. 
 
2.3.1.6. Teoría del desarrollo regional endógeno 
 
Romer (1994) distingue entre los modelos de derrame, los 
neoschumpeterianos y los lineales. Estos últimos son una versión reducida de 
los demás modelos (Vázquez, 2002). 
 
Romer (1986) propuso un nuevo modelo opuesto al modelo de 
acumulación endógena de capital físico. Se trata de un modelo de equilibrio del 
cambio tecnológico endógeno donde el crecimiento a largo plazo se genera 
mediante la acumulación de conocimientos. Cuando se crea conocimiento en 
una empresa, genera efectos positivos en la producción de las demás por la 
transferencia de ese conocimiento entre las demás empresas. Ello es debido a 
que el conocimiento no se puede patentar o mantener en secreto: es el llamado 
efecto derrame (spillover effect), capaz de mejorar la productividad de las 
empresas cercanas y de producir un crecimiento endógeno. 
 
Vázquez (2002) destaca que los modelos de derrame, basados en el 
aprendizaje y la experiencia, no explican los procesos que provocan dicho 
aprendizaje y su difusión ni las características relevantes para producir el 
intercambio de conocimiento entre las empresas dentro de una determinada 
área. 
 
Dado que el efecto derrame proviene de la inversión en capital humano, 
Grossman y Helpman (1994), introducen las mejoras tecnológicas en el modelo 
para explicar el mecanismo mediante el cual el crecimiento se sostiene. Según 
estos autores, con la ayuda de estos modelos, se puede investigar si se están 
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facilitando incentivos adecuados para la rápida acumulación de tecnología 
comercial y el incremento productivo generado por variaciones en las estructuras 
económicas, las instituciones y las políticas desarrolladas. 
 
En cuanto a los modelos neoschumpeterianos (Vázquez, 2002), 
defienden que el crecimiento económico proviene de la introducción de 
innovaciones en el proceso productivo, similar al papel que le otorgaban los 
autores neoclásicos al progreso técnico. Este avance tecnológico se debe a la 
acumulación de conocimiento técnico, ya que cuando una empresa introduce un 
producto nuevo las demás tratan de descubrir sus características.  
 
Acs y Varga (2005) analizan la influencia de los efectos de aglomeración 
y la actividad empresarial en el cambio tecnológico endógeno y su impacto sobre 
la propagación de nuevos conocimientos. El efecto de la aglomeración y el de la 
iniciativa empresarial, en el cambio tecnológico, son positivos y altamente 
significativos por separado, pero juntos no tienen una relación tan fuerte para los 
países europeos estudiados. Se concluye que la actividad emprendedora y la 
aglomeración tienen relación con los derrames de conocimiento y, por tanto, en 
el cambio tecnológico y el crecimiento económico. 
 
Armington y Acs (2002) estudiaron los determinantes de las diferencias 
regionales en la tasa de creación de empresas, concluyendo que la tasa es 
mayor en aquellas zonas donde el capital humano está más formado. 
 
Scott (2006) propone una teoría geográfica del campo creativo para 
explicar la influencia de los factores territoriales en el comportamiento 
emprendedor y la creación de empresas, en el cambio técnico y organizativo, y 









2.3.2. ENFOQUE PSICOLÓGICO 
 
Bajo este enfoque se recogen las teorías que explican el 
emprendimiento desde el punto de vista psicológico del emprendedor. 
 
2.3.2.1. Teoría de los rasgos de la personalidad 
 
Las teorías psicológicas del empresario parten de que el empresario 
tiene un perfil psicológico distinto del resto y que también existen diferentes 
perfiles psicológicos entre los empresarios de éxito y los que tienen menos éxito. 
Este razonamiento motiva que las investigaciones se centren en determinar 
estos rasgos para ser capaces de diferenciar a los emprendedores y su posible 
éxito. De esta manera se persigue como objetivo el poder identificarles para 
poder establecer políticas de fomento a la creación de empresas y empleo 
(Veciana, 1999 y 2007). 
 
Las principales características psicológicas y motivaciones del 
empresario, obtenidos a través de las investigaciones empíricas recogidas en la 
literatura académica, son las siguientes (Alonso y Gálvez, 2008; Begley y Boyd, 
1987): 
 
• Necesidad de logro y autorrealización. Para McClelland (1961), la 
hipótesis del estudio es que una mayor necesidad de logro de la 
sociedad, produce más emprendedores, lo que a su vez incrementa el 
desarrollo económico de la zona. Concluye que, para diseñar un plan 
para acelerar el desarrollo, es preciso que se produzca un cambio 
psicológico en la población. 
• Control interno y autoconfianza. Koellinger et al. (2007) realizan un 
estudio sobre la conducta de la población en 18 países para analizar las 
variables que influyen en la constitución de nuevas empresas, basado en 
el proyecto GEM (Monitor de Emprendimiento Global). Cabe destacar, 
del estudio realizado por estos autores, que las percepciones que tienen 
las personas sobre sus propias habilidades, conocimientos y 
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capacidades son mayores en las personas potencialmente 
emprendedoras que en las que no lo son. Este hecho, también se puede 
observar que es mayor en las personas que están iniciando un proceso 
de emprendimiento que en aquellas cuyas habilidades han sido 
demostradas en el mercado, es decir, que han tenido éxito en los 
negocios en algún momento. 
Esta teoría también es consistente con el estudio realizado por Evans y 
Leighton (1989). 
• Propensión a asumir riesgos. Desde que Knight (1921) ligó la propensión 
a asumir riesgos al emprendimiento, se ha asumido esta tesis, aunque 
Brockhaus (1980) defiende que esta no es una característica de las 
personas emprendedoras, ya que en el estudio realizado no se detectan 
diferencias en ese sentido, aunque reconoce que puede variar la 
propensión de riesgo de las personas que tienen empresas ya creadas 
frente a las de nueva creación. 
Palmer (1971) concluye que las personas emprendedoras de éxito tienen 
que medir el riesgo que corren y llevar a cabo todas las medidas 
posibles para disminuirlos, ya que éstos no pueden ser eliminados por 
completo, pero sí se pueden disminuir.  
• Necesidad de independencia. Douglas y Shepherd (2000) indican que 
los temas más relevantes en la elección o no de convertirse en un 
empresario son la remuneración del empleado y el grado de 
independencia o autonomía en la toma de decisiones. Los estudios 
empíricos, que intenten predecir si los individuos son más proclives al 
trabajo por cuenta ajena o propia, deben medir el grado de preferencia o 
aversión del individuo en cuatro actitudes para ganar poder explicativo y 
predictivo: en la renta, el trabajo, el riesgo y la independencia. Lo que 
resulta determinante es la combinación de todas las dimensiones, no la 
presencia o ausencia de una actitud positiva. Si se analizan actitudes 
muy negativas en alguna dimensión, o existen actitudes negativas tanto 
para asumir riesgos como en la independencia, tiene pocas 




probabilidades de ser una persona empresaria, ya que esto supone un 
déficit demasiado grande para compensarlo con las actitudes positivas 
que tenga en las demás dimensiones. 
• Compromiso. La necesidad de autorrealización de las personas hace 
que le dediquen todo su tiempo a la puesta en marcha del proyecto, 
llegando incluso a sacrificar tanto el tiempo dedicado a la familia como el 
de descanso, con el fin de lograr el éxito del mismo (Alonso y Galve, 
2008). 
• Tolerancia de la ambigüedad. Furnham y Marks (2013) analizan la 
concepción histórica de esta tolerancia, por haber sufrido cambios desde 
su concepción en 1948, cuando era sinónimo de autoritarismo y 
prejuicio. Actualmente, se define como una situación en la que existe una 
distribución desconocida de probabilidades de resultado para cada una 
de las opciones, aunque todavía no hay definición operativa muy clara. 
Tampoco hay un desarrollo teórico fuerte en este área. 
• Gupta y Govindarajan (1984), en su estudio empírico, destacan la 
importancia de la experiencia en marketing y ventas, la disposición a 
asumir riesgos y la tolerancia de la ambigüedad en la personalidad de 
los emprendedores. Esta última también es considerada una 
característica identificativa de las personas emprendedoras en Hull et al. 
(1980). 
 
Por último, destacar que se ha llegado a cuestionar tanto el enfoque 
como las metodologías utilizadas, ya que del resultado de las investigaciones 
empíricas no se ha generado el consenso necesario sobre los rasgos 
psicológicos que caracterizan al empresariado.  
 
Jenks (1950) indica que ninguno de ellos puede ser, de forma adecuada, 
empíricamente demostrado, ya que entiende que las cualidades personales no 
se pueden separar de las situaciones sociales en las que se desarrollan. 
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Gartner (1988) defiende que los enfoques de rasgos han sido 
infructuosos. Para este autor la creación de empresas es un proceso muy 
complicado y complejo en el que confluyen muchos factores.  
 
Por otro lado, pese las dudas que genera esta teoría, existen evidencias 
empíricas, como se ha descrito antes, que confirman la existencia de rasgos 
psicológicos y motivacionales, sobre todo, la independencia, motivación de logro, 
control interno y tolerancia de la ambigüedad (Veciana, 1999 y 2007). 
 
2.3.2.2. Teoría psicodinámica de la personalidad del empresario 
 
Ha sido desarrollada principalmente por Ketz de Vries, aunque no ha 
tenido mucha repercusión (Veciana, 1999 y 2007).  
 
2.3.2.3. Teoría del empresario de Kirzner 
 
Esta teoría podría estar incluida tanto en el enfoque psicológico, a nivel 
macro, como en el enfoque económico, aunque tanto Veciana (1999 y 2007) y 
Alonso y Gálvez (2008) se decantan por la primera opción, motivo por el cual se 
incluye en este apartado.  
 
Trata de explicar el funcionamiento del mercado partiendo de las 
características específicas del empresario. Para Kirzner (1973) lo que caracteriza 
al empresario es su perspicacia (alertness) o capacidad personal de identificar 
oportunidades de negocio, prestando atención a fines potencialmente 
provechosos que han pasado inadvertidos y a recursos potencialmente valiosos 
disponibles que no habían sido descubiertos.  
 
Se parte de la idea de que las personas aprenden con su interacción en 
el mercado y, a partir de los errores detectados de los participantes, se producen 
alteraciones en los planes al detectarse nuevas oportunidades. Aunque existe en 
los mercados una imperfección del conocimiento de los actores, referidos a la 




perspicacia del empresario para encontrar los datos del mercado, no a su 
conocimiento. 
 
El empresario para Kirzner es parecido al de Schumpeter, con la 
salvedad, que para Schumpeter tiene un elemento desequilibrador del mercado 
mediante el inicio de un cambio que genera oportunidades. Para Kirzner los 
cambios provocados por el empresario son equilibradores, ya que se parte de 
una situación de desequilibrio inherente, sus variaciones son respuestas a 
decisiones erróneas por oportunidades perdidas. De esta manera, el empresario 
intenta conducir al mercado a un cierto equilibrio. 
 
2.3.3. ENFOQUE SOCIO-CULTURAL 
 
Las teorías incluidas en este apartado se centran en que la adopción de 
la decisión de convertirse en empresario depende de factores externos o del 
entorno, determinando de esta forma el espíritu empresarial y la creación de 
empresas en un concreto momento y lugar. 
 
2.3.3.1. Teoría de la marginación 
 
La creación de una empresa no siempre se produce a través de un 
proceso racional de análisis y decisión, en muchos casos se parte de una ruptura 
del estilo de vida previo, partiendo de algún suceso negativo que precipita el 
proceso de creación de una empresa. La persona que se encuentra en una 
situación insegura y amenazadora, marginada o inadaptada, proyecta la creación 
de una empresa como forma de cambiar dicha situación, en busca de una 
seguridad en el emprendimiento, un cierto reconocimiento y una integración 
social. Pueden ser tanto grupos minoritarios (étnicos, religiosos, inmigrantes) o 
simplemente parados. Esta teoría fue apuntada por Brozen (1954). 
 
Hagen (1968) defiende que el comportamiento empresarial es fruto de la 
unión de la personalidad y de las circunstancias externas. Los emprendedores 
suelen ser "intrusos", personas que por alguna razón no están cómodos en la 
sociedad en que viven, como pueden ser las minorías étnicas, como una forma 
Capítulo 2. Teorías del emprendimiento y las políticas públicas de fomento: especial 




de buscar una seguridad económica. Por otro lado, hay ocasiones en las que no 
se produce este efecto, resignándose las personas a su suerte y se encierran en 
sus tradiciones.  
 
Robinson (1996) estudia la relación entre la confianza de los empleados 
en sus empleadores y sus experiencias de incumplimiento psicológico de 
contrato, por parte de sus empleadores. Las organizaciones se encuentran bajo 
presión para realizar cambios rápidos y constantes, debido a la globalización, 
reestructuración y reducción de personal, teniendo que alterar la relación laboral 
y los contratos psicológicos que subyacen en ellas. En este clima de constante 
cambio, los trabajos seguros a largo plazo desaparecen y tanto los empleados 
como los empleadores están reconsiderando dicha relación laboral en todo 
momento, lo que puede generar el suceso negativo que mueva, al empleado, a 
crear una empresa aprovechando sus conocimientos y su experiencia 
acumulada. 
 
Brunet y Alarcón (2004), siguiendo esta teoría, determinan que son 
necesarias dos condiciones para ser empresario: por un lado, hay que llevar un 
tiempo madurando la idea, incubándola; y, por otro, que se produzca un hecho 
crítico negativo que precipite la decisión, como puede ser un despido, el 
desempleo, precariedad en el empleo, huida de la pobreza, etc. 
 
Min (1984) ha confirmado esta teoría tras el análisis de la población 
coreana en Estados Unidos y sus altas tasas de emprendimiento. La mayoría 
piensan que la discriminación no es la causa de su emprendimiento, pero sí 
consideran que tienen una serie de desventajas a la hora de buscar empleo por 
cuenta ajena, como es el idioma, su sensación de tener un estatus inconsistente 
y su previsión de movilidad económica a través de negocios. Estos motivos 
hacen que emprendan pequeños negocios, considerando que tienen una serie 
de ventajas sobre los nativos como son la ética laboral, la estabilidad conyugal y 
los fuertes lazos familiares. Lo que más valoran del emprendimiento es la 
autonomía que les genera. 
 




Evans y Leighton (1989), a través de en un estudio empírico longitudinal 
basado en una amplia muestra en EE.UU., han confirmado la teoría de la 
marginación como determinante de la creación de empresas. Han comprobado 
que las personas trabajadoras con peores salarios, las desempleadas y las que 
tienen una baja estabilidad laboral son más propensas a buscar una salida a su 
situación mediante el autoempleo. 
 
2.3.3.2. Teoría del rol 
 
Trata de explicar que un factor externo, como son la creación de nuevas 
empresas, sirven como ejemplo que hacen creíble la posibilidad de crear más, 
influyendo y posibilitando la aparición de otras nuevas. Éste es el principal 
motivo por el cual, en ciertas zonas geográficas, se crean más empresas que en 
otras. Por lo tanto, en las regionales industriales, donde existe una cierta cultura 
empresarial, se constituyen más empresas que en otras regiones donde no se 
da esa circunstancia (Brunet y Alarcón, 2004; Veciana, 1999 y 2007; y Alonso y 
Galve, 2008). 
 
También se da esta circunstancia en los entornos familiares en los que 
existen experiencias empresariales, ya que condicionan la preferencia de 
siguientes generaciones hacia el emprendimiento, en detrimento de otras 
profesiones (Evans y Leighton, 1989). 
 
Esta teoría tiene como ejemplos áreas como Silicon Valley, la ruta 128 
en EE.UU. o los "microclusters" industriales de Cataluña o del norte de Italia 
(Veciana, 1999 y 2007). 
 
2.3.3.3. Teoría de redes 
 
Esta teoría parte de la hipótesis que la función empresarial se cimienta 
sobre en una red de relaciones sociales, el conjunto estas relaciones, entre los 
distintos agentes, produce múltiples interconexiones, haciendo circular las ideas 
(Alonso y Galve, 2008). Estas relaciones de intercambio se realizan entre 
empresas especialistas en distintas fases de la cadena de valor, desarrollando la 
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empresa aquella actividad de la cadena de valor en la que posee una ventaja 
competitiva respecto al resto (Brunet y Alarcón, 2004).  
 
La creación de una nueva empresa se ve beneficiada o perjudicada por 
las relaciones existentes entre la futura persona empresaria, los recursos 
disponibles y las oportunidades existentes en el mercado (Veciana, 1999 y 
2007).  
 
Aldrich y Zimmer (1986) tratan de explicar el papel de las redes sociales 
en el proceso de la creación de empresas, a través de cuatro aplicaciones del 
concepto de redes: el aumento de la densidad de las redes mediante el aumento 
de la relevancia de la identidad del grupo, el aumento de la accesibilidad y la 
conexión facilitando la difusión de información y sus recursos, la importancia de 
la diversidad en la red de un empresario y la importancia de los recursos 
sociales. 
 
Se pueden observar tres componentes esenciales en los modelos que 
tratan de explicar el proceso de desarrollo de la red en la actividad empresarial y 
su impacto en los resultados empresariales (Hoang y Antoncic, 2003):  
 
• El contenido de las relaciones. Las relaciones interpersonales y entre 
organizaciones son los medios mediante los cuales los actores tienen 
acceso a diversos recursos que poseen otros actores, como pueden ser 
información y asesoramiento o reputación. 
• El gobierno de las redes. La confianza entre socios es un elemento 
crítico que a su vez mejora la calidad de los flujos de recursos. Estos 
elementos de la gobernanza pueden crear ventajas de costes en 
comparación con la coordinación a través de mecanismos de mercado o 
burocráticas. 
• La estructura de las relaciones transversales. El patrón de relaciones 
generadas mediante vínculos directos e indirectos entre los distintos 
actores. 




Hay dos tipos de relaciones (Birley, 1985): las formales entre el 
empresario, empresas proveedoras, clientes, entidades bancarias, organismos 
públicos o privados (agencias de desarrollo local, abogados, cámaras de 
comercio, asociaciones profesionales, etc.); y las informales, entre familiares y 
amigos. 
 
Johannisson (1988) intenta ofrecer el marco teórico sobre la creación de 
empresas basada en esta teoría, llegando a afirmar que el éxito empresarial 
radica en la habilidad de la persona emprendedora para desarrollar y mantener 
una red personal. La importancia de esta red personal es tan grande que dificulta 
la sucesión en las empresas familiares y, en los casos en los que la persona 
propietaria opta por vender su empresa, rápidamente está proyectando un nuevo 
negocio. 
 
Cuando se quiere explicar la creación de empresas a nivel teórico, 
basándose única y exclusivamente en esta teoría, se infravalora la importancia 
de la idea o proyecto empresarial como factores determinantes del éxito de la 
nueva empresa (Veciana, 1999 y 2007). 
 
Birley (1985) no confirma la importancia de las redes formales en la 
creación y éxito de la empresa, aunque hay que tener en cuenta que el estudio 
se realiza en un ambiente concreto, como es un condado del medio oeste de 
EE.UU. En este estudio las personas que crearon nuevas empresas utilizaron 
más las relaciones informales (familiares, amigos y colegas) que las redes 
formales que les ofrecía el entorno, resultando estas últimas totalmente 
ineficientes. La única institución formal que mencionaron son las entidades 
bancarias. Birley concluye que, para solucionar esta ineficiencia de las redes 
formales de esta región, haría falta un centro u oficina empresarial que informe y 
facilite servicios a las personas emprendedoras. 
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Yeung y Tung (1996) realizan un estudio de las implicaciones que tiene 
el guanxi1 en China. Se presenta un listado de once factores, para que se 
clasifiquen según su importancia para el éxito a largo plazo de los negocios, 
entre los que se encuentra el guanxi, siendo el único que todos mencionan 
aunque indican que por sí solo no es garantía de éxito. Consideran más 
importante la consistencia técnica. Lo que sí se encuentra es una correlación 
importante entre un guanxi fuerte y el desempeño financiero de la empresa. 
 
Ostgaard y Birley (1996) indican que, aunque algunos estudios empíricos 
han buscado la relación de las redes con el desarrollo y crecimiento de nuevas 
empresas, pocos han encontrado relación entre las mismas. A pesar de las 
limitaciones del estudio que estos autores realizan, han establecido un vínculo 
entre el comportamiento de redes del emprendedor y el crecimiento de la 
empresa, mediante la inclusión de una amplia variedad de medidas de redes 
personales, aumentando las posibilidades de relaciones significativas ya que se 
incorporan aspectos importantes de las redes que previamente habían sido 
ignorados. 
 
Hoang y Antoncic (2003) realizan un análisis crítico de las 
investigaciones realizadas hasta ese momento, sobre esta teoría, e indican los 
campos que serían interesantes para investigar, recalcando que al desarrollo de 
redes se le está prestando menos atención de la que se debería. Hacen una 
apuesta por la investigación multimétodo para enriquecer los conocimientos 
sobre esta teoría. 
 
2.3.3.4. Teoría de la organización incubadora 
 
Cooper (1985) define incubadora como toda organización en la que las 
personas emprendedoras han trabajado antes de montar su propia empresa. Por 
lo tanto, hay incubadoras que son empresas industriales, centros de 
investigación, laboratorios, universidades u organizaciones sin ánimo de lucro. 
                                            
1 Guanxi es el establecimiento de una conexión entre dos individuos independientes para 
establecer un flujo de transacciones personales o sociales, que se llega a confundir con el 
nepotismo en los países occidentales. 




De acuerdo con este punto de vista, toda empresa puede ser vista como 
potencial incubadora, influyendo en las empresas que se crean en la zona, ya 
que suelen quedarse cerca de la empresa inicial, tanto en el número de 
empresas creadas en esa determinada zona como en la naturaleza de las 
mismas. 
 
Cooper y Bruno (1977) realizan un estudio de las empresas de alta 
tecnología, pese a que estas empresas de base tecnológica representan un 
pequeño porcentaje de las empresas que se crean, pero su interés reside en su 
potencial de crecimiento y su contribución innovadora. Llegan a la conclusión 
que las empresas de mayor éxito, están creadas por un grupo de personas que 
provienen de empresas de más de 500 empleados, utilizan las mismas 
tecnologías y el mismo mercado que las empresas incubadoras. Estos nuevos 
emprendedores tienen tanto la experiencia como las relaciones necesarias para 
su éxito (Bull y Willard, 1993). 
 
A estas empresas, incubadas en otras organizaciones, se les llama spin-
offs. Pese a que las spin-offs universitarias son poco frecuentes, no suelen 
crearse muchas todos los años, se han convertido en un campo de estudio 
relevante por su importancia en la sociedad emprendedora. Este tipo de 
empresas son valiosas por cinco motivos (Shane, 2004): 
 
• Mejoran el desarrollo económico local mediante la generación de un 
valor económico significativo, generan inversión en tecnologías en la 
universidad, crean puestos de trabajo y promueven el desarrollo 
económico local. 
• Sirven para comercializar las tecnologías de la universidad, que no lo 
serían a través de otro tipo de empresas, y funcionan como instrumento 
de fomento de la participación inventores.  
• Ayudan a las universidades con el cumplimiento de su misión de 
investigación y enseñanza a través del apoyo a la investigación que 
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generan; atraen y retienen al profesorado y ayudan a formar a los 
estudiantes. 
• Son empresas de alto rendimiento. 
• Generan más ingresos para las universidades que la concesión de 
licencias a las empresas establecidas. 
 
2.3.3.5. Teoría evolucionista 
 
Nelson y Winter (1982) continúan la perspectiva de Schumpeter, con la 
elaboración de una teoría de la evolución de las capacidades y el 
comportamiento de las empresas comerciales que operan en un entorno de 
mercado. Desarrollan tres conceptos básicos de esta teoría: 
 
• La rutina organizacional: las organizaciones tienen una forma de realizar 
las cosas, de forma cotidiana y predecible, siendo ésta una característica 
más de las mismas, que denominan rutinas. Existen tres tipos de rutinas, 
desde un punto de vista jerárquico de menor a mayor importancia: 
operativas a corto plazo, lo que hace la empresa en cualquier momento; 
otras intermedias, como determinar las variaciones de capital social de la 
empresa del período y, por último, la revisión de procedimientos, es 
decir, la modificación en el tiempo de las características de 
funcionamiento de la empresa. Las empresas que se encuentran en un 
entorno cambiante tienen que arriesgar su propia supervivencia 
modificando dichas rutinas y, según el acierto del cambio, puede 
condicionar su supervivencia. Las rutinas son como los genes en la 
evolución, son las depositarias de los conocimientos y las habilidades de 
la organización. 
• El examen: este término se refiere a la revisión de las rutinas y que 
permite su modificación, cambio drástico o reemplazo. Estos exámenes 
realizan las mutaciones en la teoría de la evolución. 




• La selección del entorno: diversas consideraciones externas a la 
organización que le afectan a su bienestar y que hacen que se expanda 
o se contraiga en el mercado. Pueden ser condiciones de la demanda de 
producto, suministros de factores o las características y el 
comportamiento de las otras empresas del sector.  
 
Veciana (1999 y 2007) entiende que esta teoría se encuentra 
relacionada con la teoría de la incubadora, ya que se explicaría los motivos por 
los cuales algunas organizaciones generan rutinas de innovación y otras son 
capaces de generar spin-offs. 
 
Aldrich y Martínez (2001) utilizan una serie de conceptos básicos para 
hablar del enfoque evolucionista: la variación (creación de nuevas estructuras 
organizativas); la adaptación (forma en que los empresarios modifican sus 
organizaciones y usan recursos para sobrevivir en un entorno cambiante), la 
selección (circunstancias bajo las cuales los cambios organizativos conducen al 
éxito y a la supervivencia) y la retención (forma en que los arreglos exitosos 
tienden a ser imitados y perpetuados por otros empresarios). 
 
Los mayores avances conseguidos en esta teoría son a nivel teórico 
(Aldrich y Martínez, 2001) y se está investigando empíricamente en el concepto 
de rutina organizativa dentro del campo de la innovación (Veciana, 1999 y 2007). 
 
2.3.3.6. Teoría del desarrollo económico de Weber 
 
Max Weber en su obra “La ética protestante y el espíritu del capitalismo”, 
publicada en 1905, analiza la influencia que han tenido los ideales religiosos en 
la formación de una “mentalidad económica”. Por lo tanto, se analizan la 
influencia de factores socio-culturales, como son, en este caso, las creencias 
religiosas de mayor relevancia con la economía y la estructura social. De esta 
manera se puede explicar que existiera un mayor desarrollo empresarial en 
aquellas zonas en que predominaba la ética protestante, ya que fomenta el 
trabajo duro, el ahorro y condena el consumo de lujo, promoviéndose la inversión 
en factores de producción. 
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Jeremy (1984) realizó un estudio sobre los negocios ingleses, entre los 
años 1860 y 1980, afirmando que las redes religiosas jugaron un importante 
papel en el desarrollo de los negocios, pero que resulta muy difícil explicar tanto 
la naturaleza como el alcance de su influencia. 
 
2.3.3.7.  Teoría del cambio social 
 
Parte de la idea que las características sociales condicionan el espíritu 
empresarial (Veciana, 1999 y 2007), basada en el grado de movilidad, social y 
geográfica, además de las vías de la movilidad en una sociedad o contexto 
social concreto. 
 
Bruton (1960) recoge en su ensayo que resulta difícil aislar las 
condiciones suficientes y necesarias para producir los empresarios, ya que 
pueden surgir bajo una amplia variedad de circunstancias, pero que los aspectos 
socioculturales son un factor clave pese a haberlos excluidos en gran medida en 
su ensayo, esto es, la importancia de procedencia, de la movilidad vertical, de 
una fuerte clase media, que suministra un flujo constante de personas 
emprendedoras, y un conjunto de valores como son la ganancia material y el 
rendimiento económico. El problema surge al intentar definir la relación 
específica que producen estas condiciones, dejando esta cuestión para su 
análisis futuro. 
 
Por lo tanto, se mantiene que una gran movilidad social favorece el 
espíritu empresarial. Marris (1968) concluye, del estudio realizado a 
emprendedores africanos, que para vencer las barreras que impiden a la 
población africana emprender deben conocer los sistemas europeos para poder 
romper las barreras sociales y poner en práctica su experiencia y conocimientos.  
 
Hagen (1968) afirma que suelen ser más emprendedores las personas 
que estando integradas en la sociedad se encuentran en un grupo social distinto 
al que les gustaría escalar. Una tensión social, como un cambio en el 
comportamiento de las principales élites, hace que las personas situadas en un 




nivel medio o grupos de élite menores sientan que su desempeño en la sociedad 
está siendo frenada. Este hecho puede provocar dos resultados: (1) el rechazo, 
durante varias generaciones, de algunos valores de élites que ahora se 
comportan de manera inadecuada y (2) a lo largo de varias generaciones, existe 
un menor control de los niños en los hogares de estos grupos, por las 
distracciones que generan a los padres sus problemas y ansiedades. Como 
resultado, los niños son más libres para usar su iniciativa, y en ciertas 
circunstancias algunos de ellos se convierten en personas mucho más 
innovadoras, obteniendo el éxito económico de la innovación técnica. 
 
En este modelo, la innovación social y técnica proviene de alteraciones 
en la estructura social que, a través de sus efectos sobre el ambiente en el que 
están, llevan a cambiar de personalidad. 
 
2.3.3.8. Teoría de la ecología poblacional 
 
Parte de la hipótesis de que el entorno determina el ciclo de vida de las 
organizaciones, siendo capaz de predecir el número de nacimientos y muertes 
dentro de una población de empresas en un sector determinado (Bygrave, 1993).  
 
Fue propuesta por Hannan y Freeman (1977) y desarrollada en el campo 
de la sociología, aunque está inspirada en la biología. Lo primero que hay que 
tener en cuenta es la identificación de poblaciones de organizaciones, tarea que 
no resulta sencilla, pudiéndose identificar diversas clases de organizaciones más 
o menos homogéneas en función de su vulnerabilidad respecto al entorno, ya 
que las distintas organizaciones no se ven afectadas de la misma manera por el 
propio entorno.  
 
En el desarrollo de esta teoría Hannan y Freeman (1977) apuntan la 
necesidad de tener en cuenta que las organizaciones presentan un cierto grado 
de aprendizaje y adaptación, definiendo la aptitud de las empresas como la 
probabilidad de que una determinada forma empresarial sobreviva en un 
determinado entorno, por lo tanto, teniendo en cuenta los procesos de selección 
del mercado, la forma organizacional adaptada sobrevive al entorno en función 
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de la naturaleza del propio entorno y de la situación competitiva en la que se 
encuentre.  
 
Una organización no puede crecer de forma indefinida manteniendo su 
forma inicial, teniendo que cambiar su organización para adaptase a las nuevas 
circunstancias, introduciendo el concepto de isomorfismo. La diversidad de 
formas de organización es isomórfica a la diversidad de los ambientes. En cada 
configuración distinguible del entorno se encuentra, en equilibrio, que la forma de 
organización se adapta perfectamente a las exigencias del mismo. 
 
Finalmente, Hannan y Freeman en su artículo de 1977, ponen en relieve 
dos escenarios: uno de mayor certeza y estabilidad; y un segundo de mayor 
inestabilidad. En el primero, las operaciones de la organización deben de ser 
rutinarias y su coordinación puede ir acompañada de reglas formales. En este 
tipo de casos las empresas que sobreviven están muy especializadas. Por otro 
lado, en el segundo, las operaciones son menos rutinarias, con sistemas menos 
formales y capaces de responder con medidas más innovadoras. En este caso el 
exceso de capacidad de la organización se encuentra destinado al incremento 
de tiempo en adoptar decisiones y en el incremento de costes de coordinación, 
necesitando profesionales con habilidades que excedan de los requerimientos 
rutinarios de su trabajo para dotar a la empresa de mayor flexibilidad. En estos 
casos las empresas son más generalistas, con el fin de responder a los cambios 
del mercado pese a que esto supone un mayor coste. Al final, el problema de 
adaptación resulta un juego de oportunidad en el que la población elige su 
estrategia y el entorno elige su resultado, realizando una selección natural de las 
organizaciones. 
 
El objetivo principal es determinar los factores del entorno que provocan 
las variaciones en las tasas de creación de las empresas, para ello estudia las 
características del entorno que determinan la tasa de creación de nuevas 
organizaciones, su tasa de mortalidad y la tasa de cambio de las organizaciones, 
con el siguiente funcionamiento básico (Veciana, 1999 y 2007): 
 




• Las organizaciones existentes no pueden adaptarse a los cambios del 
entorno por su inercia interna. 
• Estos cambios generan nuevas empresas. 
• Los cambios que se producen en las poblaciones organizacionales son 
provocados por los procesos demográficos de creación y disolución en 
estas poblaciones. 
 
Hannan y Carroll (1992) su estrategia se basa en generar una teoría 
sociológica general de la evolución de la organización juntando los procesos de 
legitimación y competencia. Una característica importante es que tanto el ratio de 
creación como el de mortalidad de empresas presentan una cierta simetría. Se 
desarrolla a partir de tres factores del entorno: la densidad de la población, las 
tasas de natalidad y las tasas de mortalidad anteriores. 
 
Aldrich y Martínez (2001) la incluyen en la teoría evolucionista. 
 
2.3.3.9. Teoría institucional 
 
Las instituciones (North, 1993 y 1994) son las fuerzas o factores ideados 
por el ser humano que estructuran la interacción y el comportamiento humano. 
Las instituciones son las reglas del juego y las organizaciones y sus 
emprendedores son los jugadores. Por organizaciones se entiende los grupos de 
individuos que buscan el logro de ciertos objetivos, pudiendo ser políticos, 
económicos, sociales y educacionales. 
 
Según North (1991), las organizaciones existen gracias a las 
oportunidades que ofrece el marco institucional. Las externalidades de red 
surgen debido los efectos de aprendizaje, su coordinación mediante contratos 
con otras organizaciones y las expectativas de adaptación derivadas de la 
prevalencia de la contratación cimentadas en las instituciones existentes. 
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Las instituciones condicionan los procesos de crecimiento y cambio 
estructural (Vázquez, 2005). Las empresas adoptan decisiones de inversión en 
un entorno institucional, afectando al resultado de inversión, su productividad y, 
por lo tanto, al proceso de desarrollo. 
 
De acuerdo con North (1991, 1993 y 1994), existen tanto fuerzas o 
factores formales, entre los que se encuentran el marco normativo y legal, los 
derechos de propiedad, etc.; como factores informales que provienen de la 
transmisión cultural de valores surgidos de forma espontánea como son las 
costumbres, las tradiciones, los códigos de conducta, etc.. Las tradiciones 
eficientes reducen los costes de transacción, permitiendo un intercambio 
complejo y productivo. 
 
La jerarquía de las instituciones (North, 1993), va desde normas 
generales a normas específicas, desde la constitución, a las leyes, decretos, 
usos y costumbres y estatutos. Las normas económicas definen los derechos de 
propiedad y los contratos privados. 
 
Vázquez (2005) explica que tanto la economía como la sociedad 
necesitan a veces una renovación o cambio de las instituciones, que suelen venir 
explicadas por las diversas distorsiones que se producen en el proceso 
económico y, por ello, tanto los actores como las organizaciones que lideran el 
proceso se ven obligadas a introducir cambios institucionales. Estos cambios, 
además de ser un proceso lento y complejo, suelen desencadenar conflictos, 
reacciones y tensiones entre las organizaciones, provocando un cambio de 
actitud en ellas. 
 
Para Brunet y Alarcón (2004), los aspectos que influyen o hacen que el 
cambio institucional sea importante son: 
 
• La transparencia en las reglas de juego hacen que las instituciones 
reduzcan la incertidumbre, siendo este hecho importante en la creación 
de empresas. Se estructura en tres dimensiones: los incentivos del 




sistema a través de los derechos de propiedad, el papel desarrollado por 
el Estado en la vigilancia de dichos derechos y la percepción la influencia 
que generan estas reglas del juego en los agentes del sistema. 
• Existe un compromiso al cambio que supone un cambio de reglas del 
juego y su incidencia en el desarrollo económico. 
• Este marco institucional debe de buscar una eficiencia económica que 
mejore la competitividad del país. 
 
Las investigaciones empíricas sobre esta teoría son pocas y sólo 
estudian factores aislados (Veciana, 1999 y 2007). 
 
2.3.4. ENFOQUE GERENCIAL 
 
Parte de la hipótesis de que la creación de empresas surge de un 
proceso racional de decisión en el que forman una parte fundamental los 
conocimientos y las técnicas del campo de estudio de la economía y dirección de 
empresas. 
 
2.3.4.1. Teoría de la eficiencia X de Leibenstein 
 
Aunque inicialmente fue desarrollada para otros propósitos, esta teoría 
sirve para explicar el rol del emprendedor. La “eficiencia X” es la ineficiencia en 
el uso de los recursos en las empresas, bien porque se utilizan de forma errónea 
o porque se pierden o no se usan, produciéndose una serie de ineficiencias 
respecto a su potencial productivo (Casson, 2003). 
 
Leibenstein (1987) describe el emprendimiento como una caja negra 
dentro de la teoría económica. Pese a que parece obvia la importancia del 
emprendimiento en el pensamiento económico, y del emprendedor como 
principal actor económico, los economistas no lo han incluido en la teoría 
económica estándar y en el análisis del desarrollo económico. La razón por la 
que no se incluye es porque se realiza un análisis macroeconómico a partir de la 
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contabilidad nacional, no estando reflejado el emprendimiento en la cuenta de 
ingresos nacionales. Además de no ser fácil incluir el emprendimiento como 
variable dentro de los modelos, no parece necesario incluirlo para que las teorías 
funcionen. 
 
La eficiencia X choca con la visión clásica (Casson, 2003) ya que esta 
última supone una racionalidad plena, utilizando los decisores los cálculos 
maximizadores para la resolución de sus problemas, mientras que la eficiencia X 
asume que existen costes psicológicos que limitan los planes individuales de 
aprovechamiento de las oportunidades disponibles. Además, se identifican otras 
cuatro diferencias con la teoría neoclásica: 
 
• Los contratos no especifican con precisión el trabajo ni cuantifican el 
esfuerzo requerido. 
• El esfuerzo es discrecional ya que el empleado decide su implicación en 
el trabajo en función de sus intereses. 
• Es necesario la realización de un esfuerzo para cambiar la localización 
de los recursos ya que las personas son reacias a los cambios, debido a 
la inercia psicológica que se crea y es necesario tiempo para asumir las 
nuevas rutinas. 
• Las organizaciones están compuestas por individuos que no tienen los 
mismos objetivos. La empresa debe de presionar para que el esfuerzo 
de todos permita alcanzar la frontera neoclásica de producción. 
 
Leibenstein (1966) analiza la inexistencia de una relación directa entre 
inputs y outputs debido a tres causas principales: por un lado, los contratos de 
trabajo son incompletos; por otro, la función de producción se desconoce o no 
está completamente definida; y, finalmente, escasean factores de producción en 
el mercado o, si lo están, no se encuentran en las mismas condiciones para 
todos los demandantes. Por lo tanto, el coste unitario del producto o servicio 
depende del grado de la eficiencia X, que depende de la presión competitiva del 
mercado y de otros factores motivacionales. El empresariado tiene una función 




clara y crítica en la respuesta a tales presiones mediante el esfuerzo, la 
búsqueda y la utilización de nueva información. 
 
La ineficacia de las empresas genera oportunidades en el mercado para 
la entrada de otras nuevas, siendo ésta una amenaza competitiva de 
organizaciones ineficientes (Casson, 2003). 
 
Leibenstein (1978 y 1980) describe las principales tareas del 
empresariado: a) descubrir las oportunidades y aprovecharlas conectando 
distintos mercados, siendo un "operador intermercado"; b) suplir las deficiencias 
del mercado para tener éxito al no estar bien definidos los mercados o ser éstos 
imperfectos, c) completar inputs y d) crear y desarrollar entidades 
transformadoras de inputs. 
 
2.3.4.2. Teoría del comportamiento del empresario 
 
Se intenta identificar, describir y explicar los comportamientos del 
empresario, sus pautas de comportamiento, ya que al tratarse de aptitudes o 
habilidades, éstas se pueden aprender. 
 
Los principales comportamientos obtenidos de las distintas 
investigaciones empíricas, relacionados con la función directiva, son (Veciana, 
1999 y 2007): la capacidad de búsqueda y recogida información, de identificar 
oportunidades, habilidad para disminuir la asunción de riesgos, la capacidad 
para construir relaciones, para tomar decisiones en situaciones de incertidumbre, 
de liderazgo y de aprendizaje a partir de la experiencia. 
 
En este sentido, Shane (2000) llega a la conclusión que la búsqueda de 
oportunidades depende de los conocimientos previos de la persona 
emprendedora y que se deben buscar estas oportunidades de negocio en los 
sectores que cada uno conoce, ya que va a tardar más en buscar la información 
necesaria para encontrar oportunidades en sectores más populares. 
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2.3.4.3. Modelos del proceso de la creación de empresas 
 
Como detalla Gartner (1985), el proceso de creación de empresas es un 
fenómeno multidimensional que consta de cuatro dimensiones conceptuales, con 
numerosas variables, que influyen en la creación de una nueva empresa. 
Concretamente describe las siguientes: 
 
• Las características del emprendedor o emprendedores: necesidad de 
realización, lugar de control, propensión a tomar riesgos, satisfacción 
laboral, experiencia laboral previa, edad, educación y padres 
empresarios. 
• La empresa que se crea: diferenciación, lugar, liderazgo en costes, un 
nuevo producto o servicio, competencia, barreras de entrada, 
transferencia geográfica, escasez de suministro, aprovechar los recursos 
ociosos, contrato de cliente, joint ventures, licencias, convertirse en una 
segunda fuente, renuncia del mercado, venta de una división, cambio de 
las reglas gubernamentales y compra favorecida por el gobierno. 
• El entorno alrededor de la empresa creada: la disponibilidad de capital 
riesgo, existencia de empresarios experimentados, mano de obra 
cualificada, accesibilidad a proveedores, accesibilidad a clientes o 
nuevos mercados, influencia gubernamental, cercanía a universidades, 
disponibilidad de tierra o facilidades, accesibilidad al transporte, actitud 
de la población de la zona, disponibilidad de servicio de soporte, 
condiciones de vida, alto grado de diferenciación ocupacional e 
industrial, alto porcentaje de inmigrantes recién llegados, base sólida 
industrial, mayor tamaño de las zonas urbanas, disponibilidad de 
recursos financieros, barreras de entrada, conflictividad entre los 
competidores existentes, existencia de productos sustitutos y el poder de 
negociación tanto de los compradores como de los proveedores. 
• El proceso de creación de la empresa: oportunidad de negocio, 
acumulación de recursos, mercado de productos y servicios, ser 




productor, construir una organización y como respuesta al gobierno y a la 
sociedad. 
 
El proceso de creación de una empresa puede estudiarse a partir de sus 
distintas fases o etapas, con diversas variables (Veciana, 2005):  
 
• Gestación: antecedentes y experiencia profesional, organización 
incubadora, suceso detonador, decisión de crear la empresa. 
• Creación: identificación de una oportunidad empresarial, configuración 
del proyecto, elaboración de una red de relaciones, análisis de la 
oportunidad empresarial mediante el plan de empresa y creación de la 
misma. 
• Lanzamiento: conformar un equipo de trabajo, adquisición y organización 
de los medios de producción, desarrollo del producto o servicio, 
búsqueda de financiación y lanzamiento del producto o servicio en 
cuestión. 
• Consolidación: éxito o fracaso del proyecto, deshacerse de socios 
indeseables y tener todo bajo control. 
 
2.3.4.4. Formas de convertirse en empresario 
 
Últimamente existe un interés creciente en la literatura en el estudio de 
otras alternativas diferentes de llegar a convertirse en empresario. Las distintas 
alternativas en función de los distintos niveles de riesgo que asume, se recogen 
en la tabla 2.2. 
 
TABLA 2.2. FORMAS DE CONVERTIRSE EN EMPRESARIO 
Grado de innovación y riesgo Nueva Existente 
Alto Creación propia -- 
Medio -- Compra de empresa 
Bajo Franquicia Herencia 
Fuente: Veciana (2005). 
Compra de una franquicia: 
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Una forma de llegar a ser empresario es mediante la adquisición de una 
franquicia, es decir, los derechos de explotación de una marca o una fórmula 
empresarial. De esta manera, mediante contrato, el franquiciador cobra una 
cierta cantidad de dinero a cambio de que el franquiciado pueda explotar una 
idea empresarial desarrollada bajo una marca y con el aprendizaje de los 
conocimientos y experiencia del franquiciador. 
 
Las razones que justifican la expansión de los negocios a través de las 
franquicias son cuatro (Spinelli, 2007): la adquisición de capital humano y 
financiero, crecer en un mercado competitivo, necesidad de alcanzar una mínima 
escala de eficiencia y el coste de supervisión de las unidades operativas. 
 
Elango y Fried (1997) hacen una revisión de la literatura sobre 
franquicias, llegando a la conclusión que las investigaciones están bastante 
fragmentadas. Han sido estudiadas por muchas disciplinas, como derecho, 
economía, marketing, gestión de empresas, comportamiento organizacional y 
estrategias. Estos autores las agrupan en tres categorías: franquicias y sociedad 
(su utilidad para la sociedad en general), creación de la relación de franquicia 
(desde la perspectiva de una pequeña empresa) y operativa del sistema de 
franquicia. 
 
Este sistema se explica en el marco de la teoría de agencia. La mayoría 
de las investigaciones asignan el papel de director al franquiciador y el de agente 
al franquiciado (Spinelli, 2007). A través del contrato de franquicia se establecen 
las condiciones mediante las cuales el franquiciador comparte riesgos y 
beneficios con el franquiciado, estableciendo las reglas de control para que el 
franquiciado no actúe en contra de los intereses del franquiciador.  
 
Uno de los inconvenientes (Veciana, 2005) que presenta esta figura es el 
menor grado de independencia del franquiciado, llegando incluso a discutirse a 
nivel teórico si se puede considerar al franquiciado empresario. 




Compra de una empresa por parte de directivos (Management Buy-outs y 
Buy-ins): 
 
Este caso consiste en la compra de una empresa en funcionamiento por 
parte del equipo directivo interno (management buy-out) o de directivos externos 
(management buy-in).  
 
Cuando se realiza la compra por parte de directivos internos existen tres 
variantes de las que se pueden dar situaciones híbridas (Veciana, 2005): 
 
• Compra con apalancamiento financiero de otros inversores (Leveraged 
management buy-out): los directivos compran la empresa a través de 
un préstamo que se va pagando con la generación de beneficios 
futuros de la propia empresa y que tiene como garantía del préstamo 
el valor de la propia empresa. 
 
• Employee buy-out: consiste en la compra de la empresa por los 
propios trabajadores de la empresa. Suelen tratarse de pequeñas 
empresas en crisis, en las que su personal está interesado en su 
supervivencia y que en la mayoría de las ocasiones suelen constituir 
una empresa de economía social, tanto sociedades cooperativas de 
trabajo asociado como sociedades laborales. 
 
• Leveraged cash-out: los antiguos accionistas reciben acciones de la 
nueva empresa además de recibir dinero en su venta. 
 
Herencia de una empresa familiar: 
 
Otra forma de convertirse en empresario es mediante la transmisión de 
la propiedad y del control de la empresa familiar a uno de sus herederos. 
 
Bird et al. (2002) indican que se ha avanzado bastante recientemente, a 
nivel teórico y práctico. Claros ejemplos de los avances son el incremento de la 
literatura en este campo con la publicación de la revista científica Family 
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Business Research, la inclusión de artículos de este campo en revistas 
relevantes, la constitución de organizaciones de estudiosos de las empresas 
familiares como Family Firm Institute, su inclusión en programas educacionales, 
etc. 
 
Sharma (2004) realiza una clasificación de los temas estudiados por la 
literatura que abordan el análisis de las empresas familiares. Para este autor 
existen cuatro niveles: individual, interpersonal-grupal, organizacional y social. 
Finalmente, Sharma concluye el análisis realizado, de 217 artículos relacionados 
con este campo, que la mayoría se centran en los dos primeros niveles, siendo 
ignorado el nivel social. Respecto al nivel individual destaca el estudio de los 
fundadores y los miembros de la siguiente generación. A nivel interpersonal la 
teoría de la agencia impera en las investigaciones relacionadas con los acuerdos 
contractuales entre los propietarios y los empleados familiares. 
 
2.3.4.5. Modelos del éxito de la nueva empresa 
 
Asume que es el empresario el que controla las distintas variables que 
propician el éxito y fracaso de las empresas. Por tanto, debe de aportar los 
conocimientos necesarios para guiar la dirección de la nueva empresa, su 
configuración y predecir su éxito o fracaso. Los factores estudiados en estos 
modelos son (Veciana, 1999 y  2007): las características del empresario, la 
función directiva, el producto o servicio, el sector, la estrategia inicial de la 
empresa y los aspectos financieros. 
 
2.3.4.6. Modelos de generación y desarrollo de nuevos proyectos innovadores 
 
En estos modelos se analiza la iniciativa emprendedora dentro de la 
empresa. Se empezó a estudiar en los años sesenta y setenta bajo el nombre de 
venture management, actualmente se le denomina corporate entrepreneurship o 
intrapreneurship (Veciana, 1999 y 2007). 
 




El emprendedor, normalmente dentro de una gran empresa, crea nuevas 
actividades para la organización partiendo de unos grandes conocimientos de los 
recursos de que dispone, una cierta autonomía y un amplio nivel de colaboración 
dentro de ella (Alonso y Galve, 2008).  
 
Por lo tanto, estos modelos tienen por objeto identificar nuevas 
oportunidades y generar nuevos negocios dentro de la propia organización, 
fomentando el espíritu empresarial en la gran empresa y aprovechar los 
conocimientos obtenidos en el marco de los otros enfoques (Veciana, 1999 y 
2007).  
 
Se trata de una cuestión estratégica que la mayoría de empresas se ven 
obligadas a utilizar, siendo más proclives a desarrollar esta cultura 
emprendedora las empresas con una estructura plana, disponibilidad de rotación 
entre los puestos directivos y cultura de gestión de proyectos. 
 
Aunque estos proyectos suelen estar dentro de la estructura corporativa, 
en ocasiones, pueden estar fuera de la empresa y operar como entidades 
semiautónomas (Kuratko, 2010). Esto se puede ejecutar mediante tres opciones 
distintas: interno corporativa, de forma empresarial cooperativa o mediante una 
empresa externa. La primera puede realizarse como parte de una estructura de 
organización interna preexistente o puede ser alojada en alguna entidad de la 
organización recién formada dentro de la estructura corporativa. Las empresas 
cooperativas se refieren a la actividad empresarial en el que las nuevas 
empresas se crean y son propiedad de la empresa junto con uno o más socios 
externos para el desarrollo, operando a veces más allá de los límites de la 
organización de los socios fundadores. Por último, en las externas, la actividad 
empresarial es ejercida por una nueva empresa creada por terceros ajenos a la 
empresa y posteriormente se adquiere parte de su capital social o es adquirida 
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Una vez analizados los determinantes y las distintas teorías del 
emprendimiento, vamos a estudiar cómo se puede actuar, desde los distintos 
gobiernos, mediante el diseño y ejecución de distintas políticas que favorezcan el 
emprendimiento de una zona geográfica, sobre todo el desarrollo de políticas de 
fomento de la economía social, con el objeto de incrementar el desarrollo 
económico de la misma. 
 
Existen tres tipos de acciones posibles para favorecer el fomento 
empresarial a través de la política económica (Chaves, 2012): estableciendo un 
marco institucional, corrigiendo los fallos en el funcionamiento del mercado 
mediante su intervención en el proceso económico y mediante la satisfacción 
eficaz y eficiente de las necesidades sociales para lograr el bienestar económico 
y social de la población. 
 
Para este fin, se distinguen cinco tipos de medidas políticas para influir 
en la tasa de iniciativa empresarial actuando sobre los determinantes del 
emprendimiento (Verheul et al., 2002): 
 
• Influir en el número y tipo de oportunidades empresariales actuando 
sobre la demanda de la iniciativa empresarial. 
• Influir en el número y tipo de los empresarios potenciales actuando 
sobre la oferta de la iniciativa empresarial. 
• Influir en la disponibilidad de recursos, habilidades y conocimientos de 
los individuos. Estas políticas actúan sobre los inputs de la iniciativa 
empresarial, es decir, el trabajo, las finanzas y la información. 
• Influir en los valores y actitudes de las personas. 




• Influir en el proceso de toma de decisiones de individuos. Este tipo de 
intervención del gobierno influye directamente en el riesgo-
recompensa, en el perfil de la iniciativa empresarial dadas ciertas 
oportunidades y las características individuales.  
 
2.4.2. RAZONES PARA IMPLEMENTAR POLÍTICAS DE FOMENTO DE LA 
ECONOMÍA SOCIAL  
 
Las principales razones para fomentar el establecimiento de políticas de 
apoyo a la economía social desde distintas perspectivas son las siguientes 
(Monzón, 2009): 
 
• Desde un punto de vista jurídico existen varias vertientes: 
o A nivel doctrinal. 
Existen grandes diferencias entre estas empresas y las 
denominadas capitalistas. Para empezar, las personas que se 
integran en cooperativas de trabajo asociado y sociedades 
laborales lo hacen buscando la creación de un empleo de calidad, 
asumiendo una serie de principios que caracterizan a este tipo de 
entidades como es la participación de los trabajadores en la toma 
de decisiones y su proceso democrático, propiciando tanto un 
incremento de la productividad de estas entidades como una mayor 
estabilidad.  
Esta mejora de la productividad como consecuencia del empleo 
calidad, su estabilidad y competitividad contribuyen a una mejora 
de la situación económica general y la competitividad de un país. 
Además en este tipo de empresas aplican los principios de 
solidaridad y responsabilidad, de gran influencia en el interés 
general de la sociedad. 
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o Por los principios de la Unión Europea. 
Entre los fines de la Unión Europea, recogidos en el Tratado 
Constitutivo, se encuentran el “alcanzar un alto nivel de empleo y 
de protección social” y “el fortalecimiento de la cohesión económica 
y social”. La economía social contribuye notablemente al 
cumplimiento de dichos fines, lo que justifica su apoyo. Por otro 
lado hay informes, comunicaciones y dictámenes de distintas 
instituciones comunitarias defendiendo la conveniencia de apoyar a 
las entidades de economía social y que serán analizadas 
posteriormente. 
o Por su regulación Constitucional. 
En su artículo 129.2 establece que “Los poderes públicos 
promoverán eficazmente las diversas formas de participación en la 
empresa y fomentarán, mediante una legislación adecuada, las 
sociedades cooperativas. También establecerán los medios que 
faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios 
de producción”. 
• Desde el punto de vista económico, su justificación es la siguiente: 
o Para garantizar la igualdad de oportunidades de las diferentes 
formas de emprendimiento. 
Este tipo de entidades se caracterizan por la aplicación de una 
serie de valores y principios característicos, como son el principio 
de decisión democrático, limitaciones en la distribución de 
excedentes, etc. El respeto de estos principios ocasiona una serie 
de costes sociales que las empresas capitalistas no soportan y, 
desde los poderes públicos, se deben de poner medidas, ayudas y 
beneficios fiscales, que palien estas mayores cargas. 
 
 




o Por los beneficios micro y macroeconómicos de estas empresas: 
Existe consenso científico, social y político en reconocer la 
aportación de valor añadido de la economía social (Chaves y 
Monzón, 2008) en materia de empleo, cohesión social, desarrollo 
local mediante la creación de un tejido social y económico, 
desarrollo de la participación democrática e innovación social. 
Además, tanto la literatura científica como diversos informes 
internacionales (Parlamento Europeo, OIT, ONU,…) evidencian el 
valor social neto de la economía social (Chaves, 2009), mediante la 
generación de nuevas oportunidades para la sociedad, la 
regulación de desequilibrios sociales y económicos y su 
contribución a conseguir objetivos de interés general. Por lo tanto, 
generan beneficios sociales a la sociedad que deben de ser 
valorados y primados. 
En el caso de otras formas jurídicas, se pueden generar ciertos 
“fallos de mercado”, como desigualdades en la distribución de la 
renta, desequilibrios tanto regionales como en los mercados de 
trabajo y de servicios, etc. 
 
Las cooperativas de trabajo asociado muestran una mayor resistencia y 
capacidad de mejora económica y laboral en épocas de crisis (CICOPA, 2009), 
siendo conscientes de esta realidad los poderes públicos nacionales e 
internacionales (Chaves, 2012) y, por lo tanto, incluyendo a las cooperativas en 
sus políticas sectoriales. 
 
El alcance y la relevancia de las políticas que tienen en cuenta a la 
economía social contemplan una serie de elementos entre los que se encuentran 
(Chaves y Monzón, 2008), su reconocimiento social y político, la visibilidad del 
sector y la imagen que se difunde a la sociedad y a los formuladores de políticas. 
Esta imagen abarca su importancia en el desarrollo económico, social y cultural 
del país, su peso económico y, finalmente, su capacidad de representación tanto 
en la elaboración como en la aplicación de las políticas públicas. 
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2.4.3. CLASIFICACIÓN DE LAS POLÍTICAS DE FOMENTO 
 
Existen diversas formas de clasificar las políticas públicas, ya sea en 
función de su temática, por colectivos a los que se dirige, los recursos que 
moviliza o los objetivos que persigue. 
 
Según la naturaleza de las medidas (Monzón, 2010), como se describen 
en la tabla 2.3: 
 
• Medidas institucionales: se reconoce como interlocutor tanto en el 
proceso de elaboración como en la aplicación de las diferentes 
políticas públicas, a la economía social y de los organismos públicos 
de fomento siendo parte en el diálogo social. 
• Medidas cognitivas: se busca la difusión y conocimiento de la 
economía social, visibilizando la economía social en la sociedad en 
general o a una parte de ella, y desarrollando competencias formativas 
e investigativas. 
• Medidas económicas: apoyo financiero, deducciones fiscales, etc. 
  




TABLA 2.3. CLASIFICACIÓN DE POLÍTICAS DIRIGIDAS A LA ECONOMÍA SOCIAL 
Políticas dirigidas a la economía social 
Medidas 
institucionales 
1. Su reconocimiento como actor privado. 
2. Reconocimiento de la capacidad de operar en cualquier sector 
de actividad económica. 
3. Su reconocimiento como actor político. 
4. Su reconocimiento como actor ejecutor de políticas. 
5. Organismos públicos de fomento de la economía social. 
Medidas cognitivas 
6. Difusión y conocimiento de la economía social por la sociedad. 
7. Formación en economía social. 
8. Investigación en economía social. 
Medidas 
económicas 
9. Medidas presupuestarias. 
10. Medidas fiscales. 
11. Otras medidas de apoyo financiero. 
12. Medidas de apoyo técnico. 
Fuente: Monzón (2010). 
 
Otra clasificación es en función de los públicos objetivos y los momentos 
críticos del proceso de creación y consolidación a través de las siguientes 
medidas (Martí-Costa, 2010), recogidas en la figura 2.1: 
 
• Difusión: dar a conocer el modelo cooperativo a los potenciales 
emprendedores (estudiantes, desempleados, trabajadores, etc.) y a los 
agentes prescriptores de empresas tanto públicos como privados 
(agentes de desarrollo local, asesorías y consultorías, etc.), para 
garantizar la igualdad de oportunidades de este tipo de empresas 
frente a otras formas jurídicas empresariales. 
• Ayuda de creación: acciones dirigidas a las personas que eligen estas 
formas jurídicas para llevar a cabo su proyecto de emprendimiento y 
van destinadas a facilitar su puesta en marcha, como pueden ser la 
elaboración del plan de empresa, ayudas económicas a la creación o a 
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la incorporación de socios, asesoramiento en la constitución, 
seguimiento inicial, etc. 
•  Ayuda a la consolidación: para mejorar la gestión de la empresa 
(comercial, financiera, etc.), la formación del personal trabajador de la 
empresa en funcionamiento y los instrumentos financieros para mejora 
de sus inversiones. 
•  Ayuda a la sensibilización: se pretende mejorar la difusión de los 
valores del cooperativismo y la visualización del sector entre la 
sociedad, mediante la educación y los medios de comunicación.  
 
FIGURA 2.1. CLASIFICACIÓN DE POLÍTICAS EN FUNCIÓN DE LOS PÚBLICOS 
OBJETIVOS Y LOS MOMENTOS CRÍTICOS DEL PROCESO DE CREACIÓN Y 
CONSOLIDACIÓN  
 
En función de su inclusión o no, como actor, en las políticas estatales 
(Chaves y Monzón, 2008): 












Proceso de creación de la cooperativa
Políticas de fomento del cooperativismo  
Fuente: Martí-Costa (2010). 




• Específicas: están dirigidas exclusivamente a la economía social, en 
su conjunto o a una parte de ella, excluyendo al resto de formas 
jurídicas. 
• Excluyentes: son aquellas políticas que excluyen, en su regulación o 
económicamente, a las empresas y entidades de economía social. 
Existe discriminación positiva o negativa hacia la economía social en 
función de la aplicación de políticas específicas o excluyentes. 
 
Por otro lado, se puede clasificar en función de si las políticas van 
dirigidas a la totalidad o a parte de la economía social (Chaves, 2007): 
 
• Transversales: dirigidas a su conjunto. 
• Sectoriales: dirigidas a sólo una parte de ella, por ejemplo a 
cooperativas agrarias, de trabajo asociado, etc. 
 
Finalmente, según los instrumentos desplegados en las políticas, se 
clasifican en (Chaves, 2007): 
 
• De oferta: dirigidas a la estructura de la economía social: 
o Institucionales y de índole cognitivo. Las institucionales son de 
reconocimiento como actor en el escenario socioeconómico y en el 
del diálogo social, por su identidad diferenciada, su capacidad para 
actuar en cualquier sector de actividad económica y su condición 
de coprotagonista en el proceso de elaboración y aplicación de 
diferentes políticas. Las índole cognitivo son políticas de difusión, 
formación e investigación dirigidas a proporcionarles visibilidad y 
desarrollar competencias. 
o Apoyos materiales, mejorando su eficacia y eficiencia. Se 
materializan mediante dispositivos financieros y dispositivos de 
apoyo con servicios reales. Las medidas financieras pretenden 
Capítulo 2. Teorías del emprendimiento y las políticas públicas de fomento: especial 




mitigar y neutralizar los problemas estructurales de índole 
financiero, entre otras razones, por sus dificultades para acceder a 
mercados financieros privados y favorecer su desarrollo. 
• De demanda, incidiendo directamente en su actividad económica. 
Pretende que se conviertan en proveedores de bienes y servicios al 
sector público, para aumentar su nivel de actividad. Este tipo de 
ayudas han sido aceptadas a nivel europeo con la aprobación de la 
Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a 
los procedimientos de adjudicación de contratos públicos. 
 
Por otra parte, cabe destacar, que han sido numerosos los gobiernos 
nacionales y regionales, dentro de la Unión Europea, los que han desarrollado 
políticas públicas que incluyen explícitamente a la economía social de forma 
global o parcial. También se han desarrollado políticas sectoriales con 
referencias explícitas a la economía social (Chaves y Monzón, 2008). Como 
ejemplos tenemos las políticas activas de empleo en las que se incluyen a las 
cooperativas de trabajo y las empresas de inserción; las políticas de servicios 
sociales, que contemplan a las asociaciones, fundaciones y otras entidades sin 
fin de lucro; las políticas agrarias y de desarrollo rural, con la implicación de las 
cooperativas agrarias, o en los sistemas de previsión social las mutualidades. 
 
2.5. EVALUACIÓN DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
 
2.5.1. INTRODUCCIÓN A LA EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS 
 
La necesidad de evaluar las políticas y los servicios públicos es, por una 
parte, una exigencia ciudadana y, por otra, una necesidad política y de gestión. 
Se está reclamando una mayor eficiencia y responsabilidad en la gestión y 
ejecución del presupuesto por los distintos actores máxime cuando la estructura 
político-administrativa tiene un alto grado de descentralización y limitaciones de 
disponibilidad de recursos. 
 




Para Wiesner (2000) la evaluación de las actividades del sector público 
se justifica, entre otras, por las razones siguientes: 
 
• La mayor demanda de transparencia y de responsabilidad. 
• El alto coste político sufrido cuando la opinión pública estima la falta de 
eficiencia y eficacia de los programas públicos. 
• La importancia de los ajustes o correcciones fiscales racionales. Para 
ello es necesario conocer las actividades del sector público y de su 
impacto, realizando los recortes según las prioridades establecidas. 
 
Como indica Muñoz (2003), para la formulación de una política, hay que 
analizar el entorno sobre el que se quiere actuar, ya que se pretende modificarlo 
en un determinado sentido. Hay que tener en cuenta que toda política supone 
realizar cambios. Los cambios siempre son difíciles y, para que ésta tenga éxito, 
tiene que ser aceptada por la sociedad, tiene que identificarse con la misma y 
amplificar sus resultados. Otro aspecto a tener en cuenta son las estructuras con 
las que cuenta la Administración para poner en marcha las políticas ya que 
afectan a sus resultados, a los costes y a que sea factible su implementación. 
Por lo tanto, el organismo encargado de su puesta en marcha debe de disponer 
de una estructura adecuada y de un modelo de gestión adecuado. 
 
Para Ospina (2001), los procesos de evaluación del sector público se 
pueden enfocar desde distintas perspectivas: en un nivel micro, como gestión de 
recursos humanos, realizando una evaluación del desempeño del personal que 
participa en una entidad pública en el cumplimiento de sus actividades. En un 
nivel intermedio o meso, la evaluación de la planificación estratégica realizándola 
sobre las entidades encargadas de proporcionar servicios públicos o ejecutar 
aspectos concretos de los programas del gobierno. En un nivel macro, está la 
evaluación de los programas con varias organizaciones implicadas y, en un nivel 
superior, la acción del gobierno como institución comprometida con una serie de 
políticas públicas democráticas que constituyen un pacto con los ciudadanos. 
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Para ello, la evaluación de las políticas públicas, tanto a nivel teórico 
como empírico, se han centrado, principalmente, en elementos metodológicos y 
herramientas enfocadas a proyectos concretos, de forma individual y aislada 
(Osuna et al., 2005). 
 
Hay que tener en cuenta los objetivos que se pretenden conseguir con 
esta evaluación, entre otros, pueden ser los siguientes (Stufflebeam y Shinkfield, 
1993):  
 
• Perfeccionamiento o mejora. Se busca prestar un servicio de la mayor 
calidad posible, siendo muy importante el resultado, debiendo 
adaptarse lo máximo posible a las necesidades de las personas a las 
que va destinada la política. Para conseguir la mejora se debe de 
plantear como un estudio de un caso, ser flexible y que las personas 
evaluadoras sirvan de guía en la toma de decisiones de las personas 
que implementan el programa. 
• Responsabilidad o rendimiento de cuentas (Vedung, 1997). Consiste 
en comprobar si los distintos agentes implicados han realizado su 
trabajo adecuadamente, permitiendo realizar juicios de valor sobre la 
asignación de los recursos. Por regla general las evaluaciones de 
responsabilidad suelen verse como una amenaza, creando reticencias 
en su ejecución dentro del sector público. Se pueden describir cuatro 
perspectivas distintas: 
o Política, la evaluación se rige como un instrumento en manos de la 
clase política para poder comprobar cómo se están ejecutando las 
tareas asignadas. 
o Técnico-organizativa, en este caso, el personal directivo del 
organismo encargado de la ejecución de la política controla al 
personal subordinado en su desempeño. 
o Ciudadana, pese a que no suele ser objeto de estudio, también es 
destacable el interés de este colectivo por conocer la 




responsabilidad de la representación política, al ser éstos elegidos 
por la ciudadanía, siendo estos juicios de valor fundamentales para 
afrontar un nuevo proceso de elecciones. 
o Cliente, es más limitado que el caso anterior, pero tiene su 
importancia en la determinación de la equidad y la satisfacción del 
servicio. 
• Ejemplificación. Aunque las evaluaciones se diseñan para valorar un 
programa o política determinada es importante que en su diseño se 
tenga en cuenta que también sirven para generar un conocimiento 
científico que puede ser aplicable a la implementación de otros 
programas o políticas, para iluminar investigaciones concretas u otras 
cuestiones teóricas. 
 
Con las evaluaciones se pretende conseguir, en la mayoría de los casos, 
algunas de las siguientes (Planas, 2005):  
 
• Demostrar el acierto tanto del programa como de los mecanismos 
puestos en marcha para su consecución. 
• Poder comprobar la idoneidad del programa. 
• Comprobar la eficacia en la consecución de los objetivos inicialmente 
planteados. 
• Justificación de los gastos presupuestado-ejecutado. 
• Servir de apoyo para la extrapolación del programa a otras regiones. 
• Forma de justificar la bondad del programa. 
• Retrasar la implantación de un nuevo programa en espera de una 
justificación de eficacia o eficiencia que lo respalde. 
 
Una vez definidos los objetivos, conviene aclarar que debido a la falta de 
una cultura evaluativa de programas y políticas públicas, existen prácticas que 
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no pueden considerarse evaluaciones, siendo necesario diferenciarlas de otras 
prácticas de análisis (Bustelo, 2003): 
 
• Investigación: la principal diferencia radica en que la finalidad que 
persigue la investigación es la generación de conocimiento mientras 
que la evaluación busca la mejora de las políticas, análisis de 
responsabilidades y mejorar acciones futuras. 
• Observatorios de políticas: son estructuras que realizan un 
seguimiento exhaustivo y periódico de un conjunto de problemas, 
encargándose también, en algunos casos de recopilar y analizar las 
respuestas públicas a determinados problemas. Su razón de ser está 
motivada por la necesidad de un conocimiento en profundidad de un 
determinado problema para la formulación, ejecución, seguimiento y 
evaluación de los programas públicos que tratan de abordarlo, 
proporcionando una información sistemática y continua. Su 
coincidencia radica en su implicación en la formulación de acciones 
futuras, aunque los observatorios por el análisis de la evolución del 
problema y la evaluación mediante la valoración de la adecuación y 
eficacia de las acciones llevadas a cabo mediante el programa o la 
política específica. La evaluación puede identificar nuevos indicadores 
o variables a los observatorios para el seguimiento del problema. 
• Seguimiento o monitorización: se trata de una actividad 
complementaria a la evaluación, que está relacionada con la gestión 
de los programas, ya que se trata de la retroalimentación del proceso 
de ejecución y los posibles problemas que puedan surgir. 
Concretamente sirve para comprobar el cumplimiento de los objetivos, 
el calendario y los recursos empleados, pero difiriendo con la 
evaluación en que no lleva a cabo ninguna valoración global del 
programa, en el que se incluya el diseño, la ejecución y los resultados. 
 
Pese a que suele haber una especial predisposición de políticos y 
burócratas en realizar reformas de la gestión pública, no en todas se suele ganar 




eficiencia organizativa. Onrubia (2005) las clasifica en dos tipos principalmente 
dependiendo de la concepción administrativa o gerencial del sector público en 
cuestión: 
 
• Reformas estéticas, en las que se pretende mejorar el acceso y uso de 
los servicios públicos mediante modificaciones de los organigramas, 
con cambios de adscripciones orgánicas de los centros gestores. A 
veces van acompañados de modificaciones de la relación/catálogo de 
puestos de trabajo, modificaciones superficiales de la normativa 
reguladora o cambios en la imagen corporativa de departamentos y 
centros gestores. 
• Implantación de sistemas de información y evaluación más o menos 
sofisticados, sin acompañarlos de los incentivos adecuados para su 
aprovechamiento y correcto funcionamiento. Tanto el desinterés 
político como administrativo por exigir responsabilidades sobre su 
gestión suelen hacer que su aplicación se convierta en una rutina 
burocrática más, no consiguiéndose alcanzar la eficiencia buscada. 
 
Uno de los problemas existentes en la modernización de la 
Administración aparece cuando se plantea la similitud en el tratamiento entre la 
Administración y las empresas pese a que prevalecen las diferencias. Estas 
diferencias son las siguientes (Subirats, 2005): 
 
• La estrategia general de una empresa es competir en el mercado 
mientras que las Administraciones Públicas destaca más el trabajo de 
forma coordinada y en interdependencia, su gestión eficaz depende de 
la coordinación existente, con la excepción de aquellos servicios que 
no dependan de otros. 
• La Administración actúa en sectores predeterminados de forma 
normativa y no pueden operar en nichos de mercado de mayor 
rentabilidad. 
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• Además, la Administración no puede regirse de acuerdo a los 
intereses de una cuenta de resultados ya que en muchas ocasiones 
deben primar los intereses sociales antes que los económicos, como 
en el caso de la sanidad y la educación. 
 
A pesar de todo lo anterior, las Administraciones Públicas deben de ser 
capaces de llevar una gestión transparente y evaluar su actividad para poder 
aprender de sus errores y de sus aciertos. 
 
El tratamiento de la información en organizaciones complejas como es el 
sector púbico, conlleva una serie de costes económicos, pero necesarios para 
conseguir ganar eficiencia. Para lograrla es necesario que exista una eficiencia 
informativa (Onrubia, 2005), es decir, es necesario seleccionar la información 
relevante para cada agente decisor, debiendo recibirla sin fragmentaciones y en 
el momento necesario para adoptar decisiones al respecto. 
 
Los programas públicos se componen de una triple vertiente que Osuna 
et al. (2005) denominan “triángulo complejo de relaciones”, formado por la 
múltiple dimensión sectorial que abarcan las intervenciones, la multiplicidad y 
heterogeneidad de los implicados en el mismo y, por último, los distintos niveles 
administrativos que gestionan y ejecutan dichas intervenciones. 
 
Las administraciones públicas operan en distintos campos, prestando 
diversos servicios. Por lo tanto, se dan diferentes relaciones entre las distintas 
partes, debiendo tenerlas en cuenta a la hora de plantear instrumentos de control 
al tratarse de relaciones completamente distintas y, en el caso de no tener en 
cuenta las mismas, pueden crearse tensiones y distorsiones considerables. Las 
distintas relaciones que se pueden dar son las que se describen a continuación 
(Subirats, 2005): 
 
• Administración-sujeto: es la clásica del papel de la Administración 
reguladora, inspectora y sancionadora. 




• Usuario-proveedor: es similar a la de la esfera mercantil en la que la 
Administración actúa como prestadora de servicios o bienes. 
• Cliente-profesional: como es el caso de la educación y la sanidad. 
• Ciudadano-político: característica del mundo político y la democracia 
representativa. 
 
Resulta conveniente clasificar las tareas de gobierno y de gestión, pese 
a su dificultad, con el fin de obtener una mejora e innovación de las distintas 
tareas, mediante un proceso evaluativo, en función de las tareas operacionales y 
las estratégicas, obteniendo la evaluación descrita en la tabla 2.4: 
 
TABLA 2.4. TIPOS DE EVALUACIONES EN FUNCIÓN DE LAS ÁREAS Y ÁMBITOS 






Valores de economía y eficiencia 
New Public Management (NPM) 
Eficacia y gestión del cambio 
Gobierno Control de legalidad presupuestaria y 
contable 
Legitimidad de objetivos de las 
AA.PP. 
Fuente: Elaboración propia a partir de Subirats (2005). 
 
Si realizamos un análisis histórico, los mecanismos de control han ido 
evolucionando a lo largo de la historia (Planas, 2005) desde la auditoría (se basa 
en la comprobación documental sin tener en cuenta su validez, dimensión o 
adecuación), el control de gestión (desarrollado en los años 60 para corroborar la 
relación entre los planes del gobierno y las acciones puestas en marcha), el 
presupuesto por programas (de la década de los 70, es la base del análisis de 
costes y relaciona los recursos con su objetivo presupuestario), el presupuesto 
por resultados (mediante el uso de grandes series de datos procesadas 
informáticamente construye indicadores para verificar el cumplimento de las 
políticas), gerencialismo público (promovida por Naciones unidas en la década 
de los 60 mediante la utilización de indicadores de gestión) y la evaluación de 
programas. 
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Finalmente, cabe destacar, que la necesidad de evaluación de los 
programas de desarrollo empresarial (Awasthi y Sebastián, 1996) está justificada 
por la gran cantidad de fondos destinados a su implementación. Por ello, su 
mantenimiento en el tiempo debe depender de la consecución de los objetivos, a 
la vez que debe de justificarse en base a los costes y los ingresos generados por 
el programa. Estos programas deben de someterse a renovaciones y 
restructuraciones en función de las necesidades de los emprendedores 
potenciales.  
 
Pese a todo lo expuesto, muchas veces la evaluación produce una 
información ineficaz (Ballart, 2005), basándose sólo en aspectos del 
procedimiento (beneficiarios, jornadas, actuaciones, acciones formativas, 
carteles, aparición en medios de comunicación,...) en vez de cuestionar los 
objetivos y la lógica de la intervención realizada para alimentar un debate más 
fructífero que permita la mejora del diseño de nuevas actuaciones. 
 
2.5.2. MECANISMOS Y TÉCNICAS DE EVALUACIÓN DE POLÍTICAS 
 
Para la puesta en marcha el proceso evaluativo del programa o política, 
dentro de la metodología de la evaluación, hay que prestar atención a cuatro 
elementos claves (Bustelo, 2003): 
 
• El contexto en el que se desarrolla la acción debe de ser el punto de 
partida de la evaluación, ya que puede haber grandes diferencias entre 
los distintos casos. La realización del diagnóstico de la situación la 
primera tarea a desarrollar en el diseño del proceso evaluador. 
• Los criterios de evaluación: otro punto crítico es la determinación de lo 
que se quiere evaluar y por qué para determinar los criterios que se 
van a utilizar. Consiste en la identificación y definición de las variables 
de estudio y determinar los criterios de valor para emitir juicios sobre el 
programa que se está evaluando. 




• La metodología: debe de abarcar la recogida de información, su 
análisis, elaboración de valoraciones globales y de recomendaciones a 
partir de los resultados obtenidos. Tanto las valoraciones como las 
recomendaciones son dos puntos que no suelen recoger las 
evaluaciones por falta de cultura evaluativa. 
• La comunicación del proceso y de los resultados: la responsabilidad de 
los evaluadores no acaba con la elaboración del informe, que debe de 
ser claro y legible, sino que hay responsabilidad de comunicación, 
difusión y seguimiento del mismo. El éxito de la evaluación se mide por 
el valor que aporta la información para cubrir las necesidades de 
información para la toma de decisiones. 
 
Como se recoge en Palumbo (1987), la política y la evaluación se 
encuentran relacionadas, siendo necesaria la inclusión de la realidad política 
dentro de los procesos de evaluación para obtener una mayor eficacia en el 
estudio y evitar su utilización como herramienta política. Para ello es 
imprescindible disponer de una metodología y unas técnicas que legitimen el 
trabajo realizado por el equipo evaluador a la vez que proporcione la información 
necesaria, partiendo del entendimiento e incorporando la dimensión política al 
estudio. 
 
Para la elección de la metodología, una vez definidos los objetivos, 
debemos de analizar los paradigmas en los que se puede basar los conjuntos de 
reglas de las diversas concepciones para su realización, pese a que en la 
práctica, la elección metodológica, no responde a un determinado modelo teórico 
y depende de su compromiso con la realidad política, técnica y presupuestaria. 
Los paradigmas son los siguientes (Monnier, 1995): 
 
• El paradigma lógico: se considera cierto todo aquello que se pueda 
demostrar, ya sea por inferencia lógica de axiomas de base o de 
definiciones que se entiendan ciertas. Como ejemplo, se puede citar el 
caso de los teoremas en el campo de las matemáticas. 
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• El paradigma experimentalista: consiste en la verificación de hipótesis 
con el propósito de construir una teoría general que explique el 
funcionamiento de la materia objeto de estudio. Parte de la 
segregación del problema que son analizadas mediante variables. 
• El paradigma endosistémico: desde este punto de vista, el estudio de 
un hecho debe de realizarse en su contexto natural sin que pueda 
aislarse del mismo. Hay que analizarlo todo en su conjunto ya que 
todo está interrelacionado. 
• El paradigma de la pericia: la verdad se encuentra inducida por la 
experiencia humana de la verdad a través de un experto con 
conocimientos exógenos en la materia a evaluación, no mediante 
experiencia subjetiva. Utilizado sobre todo en investigaciones sociales. 
• El paradigma basado en el sistema de tribunales: se basa en encontrar 
la verdad partiendo de la exposición, sin prejuicios, de tesis opuestas y 
de pruebas contradictorias. Un ejemplo lo encontramos en las 
Comisiones de Investigación Parlamentarias y en las prácticas 
jurídicas. 
• El paradigma demográfico: utiliza exámenes macroscópicos de los 
fenómenos socioeconómicos para, a través del análisis de los datos 
agregados, observar las diferencias que se producen, como es el caso 
de la econometría. 
 
De acuerdo con Monnier (1995), la mayoría de los países occidentales 
realizan evaluaciones basadas en el de la pericia y el inspirado en el 
procedimiento de los tribunales. 
 
Los mecanismos y técnicas de evaluación de políticas se dividen en dos 
grandes áreas (Planas, 2005 y González, 2005): el análisis cuantitativo y el 
análisis cualitativo (métodos observacionales, entrevistas en profundidad,...), 
habiéndose especializado la evaluación económica en el primero. Los retos a los 
que se enfrenta el análisis cualitativo son los siguientes (Rodríguez, 2009):  




• Recogida de datos objetivos, sin sesgo y de origen diverso. 
• Obtener información de calidad, fidedigna y válida. 
• Sintetizar los resultados de forma esquemática y clara. 
 
Para empezar la evaluación es preciso realizar un diseño para poder 
comparar el escenario una vez aplicada la medida con el que habría sin su 
aplicación. Existen tres tipos de diseño (Planas, 2005): 
 
• Experimental, los individuos que forman parte en el programa se 
distribuyen de forma aleatoria en dos grupos, uno de tratamiento y otro 
de control. Este proceso puede plantear una serie de problemas, como 
son los problemas éticos en la asignación de grupos, dificultad de 
aplicación sin extenderlo a toda la población objetivo, su coste y el 
control necesario para que sea aleatorio. Además, su no 
estandarización hace que se plantee una vez aplicadas las acciones a 
evaluar. 
• Cuasiexperimental, en los que se construye artificialmente un grupo de 
control. 
• No experimental, como la aplicación de técnicas de variables o análisis 
de regresión multivariante. Tienen como ventaja su sencillez y menor 
coste, pese a su menor solidez estadística. 
 
Para su realización es necesario contar con los datos oportunos para 
poder realizar el análisis. Un plan de recogida de datos ambicioso contendría 
(Rodríguez, 2009): 
 
• Datos administrativos, bases de datos recogidas por la propia 
Administración con objetivos propios. 
• Encuestas a los individuos incluidos en el estudio, estos datos 
complementarán los administrativos obteniéndose información sobre 
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sus características, utilización de los servicios públicos y sus 
resultados. 
• Encuestas a los agentes sociales. 
• Entrevistas a los proveedores y órganos gestores del programa. 
 
Alonso-Borrego y Carrasco (2009) analizan los métodos utilizados en el 
análisis del efecto causal, es decir, la variación que se produce en la variable de 
interés exclusivamente por tratamiento (su participación en el programa 
evaluado), teniendo en cuenta el diseño anteriormente descrito: 
 
• Experimentos aleatorizados. Dado que los individuos tienen unas 
características idénticas se asignan de forma aleatoria los individuos al 
grupo de tratamiento y de control, evitando el sesgo de selección 
endógeno y obteniendo unos resultados potenciales independientes 
del mecanismo de selección. Lo ideal para un investigador es poder 
contar con datos de experimento de estas características. Es 
importante en este tipo de experimentos controlar la validez de las 
estimaciones, que se clasifica en dos grupos: validez interna (indica 
que es posible calcular el efecto del tratamiento en nuestra muestra 
por no existir diferencias entre los individuos tratados) y validez 
externa (indica que es posible extrapolar las estimaciones a otras 
poblaciones). 
• Los retos a los que se enfrenta este tipo de estudio son (Rodríguez, 
2009): contar con el apoyo de los administradores del programa para 
su puesta en marcha, elección del momento para la inclusión aleatoria 
de individuos a los distintos grupos y la correcta interpretación de los 
resultados. 
• Estudios observacionales. En ausencia de datos experimentales, por 
su coste o por prohibición legal de tratamiento discriminatorio, se 
utilizan datos observacionales. Su mayor problema viene de su falta de 
aleatoriedad en la selección de individuos sometidos al tratamiento, 




generando diferencias en la variable de interés distintas a las 
producidas por el tratamiento. No es posible siempre controlar todos 
los factores relevantes porque las fuentes de datos pueden no incluir 
un factor relevante para la inclusión de un determinado individuo en el 
estudio y también puede que no reflejen diferencias entre individuos 
tratados y no tratados. 
o Selección basada en observables (matching y regresión): en este 
caso es posible calcular los efectos del tratamiento sin condicionar 
las variables mediante un vector de variables. Se pueden dar varias 
circunstancias que generan diversos métodos de cálculo: 
▪ Subclasificación: el vector es una única variable con un 
pequeño número de valores discretos pudiéndose construir 
estimadores de una forma sencilla mediante ecuaciones o es 
una variable continua, que dificulta un poco más su cálculo, 
pero se puede calcular realizando un ajuste y aplicando el 
mismo método. 
▪ Matching o emparejamiento: consiste en emparejar los 
resultados de cada uno de los individuos tratados con los no 
tratados que tengan valores similares de la variable. 
▪ Propensity score: la dimensión del vector es grande y no se 
pueden utilizar los métodos anteriores. Consiste en la 
estimación de la probabilidad de recibir tratamiento de forma 
condicional a ciertas variables que son observables para 
posteriormente realizar la subclasificación o el matching. Se 
pretende disminuir la dimensionalidad de las variables del 
vector a una única. 
▪ Regresión: también es posible la evaluación a través de una 
selección en base a observables en términos de un modelo de 
regresión. 
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o Diferencias-en-diferencias: se utiliza para ocasiones en las que 
tanto los individuos tratados como los no tratados son diferentes en 
aspectos no observables, solventándose en el estudio observando 
a los individuos tratados antes y después del tratamiento, 
comparándolos con ellos mismos. El problema surge cuando puede 
haber por los acontecimientos ocurridos ajenos al tratamiento 
durante el tiempo del estudio. Se puede solventar estudiando 
también al grupo no tratado para observar las variaciones sufridas 
como consecuencia del tiempo, ajenas al tratamiento. 
o Variables instrumentales: se trata de identificar el hecho causal 
mediante variables exógenas o instrumento, no relacionada con el 
resultado potencial. 
• Otros enfoques: 
o Efectos del tratamiento sobre distribuciones. Pretende estudiar 
métodos para determinar el efecto de un tratamiento sobre la 
distribución de resultados, sobre diferentes cuantiles de la 
distribución utilizando técnicas de regresión sobre cuantiles. 
o Modelos de regresión discontinua. En este caso la asignación al 
tratamiento viene determinada por las propias características del 
individuo, que alcance un determinado valor en la variable, por lo 
tanto no se puede conocer el efecto causal con una mera 
comparación de resultados. En estos casos, si la correlación entre 
esta variable y el resultado es suave, se utiliza, para estimar el 
efecto en el resultado, la discontinuidad creada por el tratamiento 
en el punto de corte 
o Cotas no paramétricas. Siempre que la variable de interés esté 
acotada es posible obtener el efecto casual pese a no poder utilizar 
ninguno de los métodos anteriores. El problema surge cuando las 
cotas son muy amplias que hay que intentar estrecharlas para 
obtener una mayor información. 




o Enfoque estructural. Se simula el efecto sobre la función de 
comportamiento económico ante los cambios exógenos en 
determinados parámetros cuyos valores dependen del contexto 
institucional. La ventaja que tiene es su fácil interpretación 
económica y su debilidad es su validez depende del cumplimiento 
de la hipótesis de formas funcionales, exogeneidad e invarianza 
frente a los cambios de política. 
 
Otra de las prácticas utilizadas es el benchmarking (González, 2005), 
que consiste en aprender de los demás, comparar y adaptar reformas estándar 
para asignar recursos. Se utiliza para diversas actividades como diseñar 
sistemas de incentivos, formas de pago a proveedores, elaborar rankings de 
comparación de unidades basados en criterios de calidad, ordenar 
intervenciones públicas por criterios coste-efectividad,... 
 
Dentro del análisis cuantitativo nos encontramos con los siguientes 
mecanismos y técnicas que se van a llevar a cabo en la evaluación (Planas, 
2005): 
 
• Análisis microeconómicos: 
o Análisis según el objetivo planteado (Subirats, 1989): 
▪ Determinación de necesidades de recursos por el estudio de 
viabilidad del proyecto o antes de iniciar su gestión. Enfocado 
para descubrir sus debilidades y problemas de planteamiento. 
Indicado principalmente para programas de gran complejidad 
organizativa. 
▪ Evaluación formativa o correctora, para salvar las ineficiencias 
que se hayan producido en su ejecución, detectando los puntos 
críticos,  modificando los recursos o coste gestionables o 
evitables. 
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▪ Evaluación de balance o conclusiva, mediante un informe final 
que recoja las conclusiones fundamentadas, facilitando un juicio 
global sobre el mismo. 
o Análisis según el indicador 
▪ Simples, consiste en la comparación de indicadores de gestión 
(costes, eficacia, efectividad, eficiencia, equidad y/o beneficios). 
Como indicadores de calidad se suelen utilizar los de eficacia 
(probabilidad de que un usuario se beneficie del proceso en 
condiciones ideales de actuación), efectividad (cuando se trata 
de condiciones reales de actuación) y de eficiencia (existen tres 
tipos: técnica que consiste en la maximización del resultado con 
unos determinados recursos, la productiva que es la 
maximización con unos costes determinados y la económica 
que consiste en la aportación de valor a la sociedad con el 
menor coste social posible). Los principales problemas relativos 
con la calidad son la infrautilización, la sobreutilización o la mala 
utilización de recursos. Los dos métodos más utilizados son: 
• Los modelos de Fronteras Estocásticas (González, 2005; y 
Planas, 2005) estiman el grado de ineficiencia técnica y/o 
asignativa productiva o de costes de varias unidades, siendo 
esta ineficiencia la distancia desde la forma funcional de 
costes o producción hasta la del resto de unidades. Se 
supone que la frontera es estocástica, reflejando un error 
compuesto de dos componentes, uno que representa los 
errores de medida, omisión de variables y acontecimientos 
desconocidos y no predecibles. El segundo refleja la 
ineficiencia siendo asimétrica, positiva en los modelos de 
costes y negativa en los de producción. Para su elaboración 
es necesario datos de panel (series temporales y 
transversales). 




• El Análisis Envolvente de Datos (DEA) (González, 2005). 
Destacar que existen varios tipos según se orienten a 
recursos o a resultados y dependiendo de si se utilizan 
distancias radiales (ineficiencia justificada por exceso 
proporcional de recursos) o no (la proporción de recursos se 
considera óptima). Se calcula por programación lineal la 
distancia de la unidad hasta la frontera de mejor práctica, 
siendo esta frontera los valores de las unidades con mejores 
resultados o con menores recursos utilizados y sus 
respectivas combinaciones lineales. 
▪ Compuestos, realizando un análisis comparativo del coste con 
los resultados obtenidos. 
Aplicable a todos los análisis compuestos, el Meta-Análisis es 
una técnica que consiste en la búsqueda sistemática, su 
evaluación, combinación e integración de conclusiones de 
estudios independientes de igual resultado que la política que 
se evalúa, con el objeto de tener muestras más grandes 
reduciendo el coste del estudio. 
También es importante tener en cuenta la variación de 
resultados en la evaluación determinada por los cambios en los 
parámetros del análisis, denominado análisis de sensibilidad. 
• Coste-Eficacia: se realiza la comparación en condiciones 
ideales o de laboratorio, normalmente antes de ponerlo en 
marcha, partiendo de alternativas similares. 
• Coste-Efectividad: se utiliza para la comparación de 
proyectos alternativos, teniendo en cuenta los costes en 
unidades monetarias y los resultados en unidades no 
monetarias pero comunes a todos los proyectos en 
comparación. 
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• Una variante es el análisis Coste-Consecuencia que analiza 
el impacto del programa en los costes y resultados previstos, 
de forma desagregada y sin juicios de valor, para que el 
decisor valore según la importancia relativa que le asigne a 
cada componente (costes directos, auxiliares, indirectos, 
resultados, ...).  
• Coste-Beneficio: permite la comparación de proyectos, 
aunque sean distintos, homogeneizando la unidad de 
medida de los resultados mediante unidades monetarias. 
Esto hace que sea el más utilizado por su simplicidad teórica 
a pesar de sus dificultades prácticas por la dificulta de 
valorar monetariamente los resultados. 
• Coste-Utilidad: se busca la medición del resultado mediante 
una unidad que muestre el beneficio social que se obtiene. 
Es muy utilizado en sanidad y el indicador principal es Años 
de Vida Ajustados por Calidad (AVAC). Permite la creación 
de listas de tratamientos sanitarios por prioridad. 
• Análisis macroeconómico 
o Tablas input-output, evalúan el impacto de una política regional 
sobre agregados económicos. 
o Modelos de equilibrio general, basados en el análisis de los 
agregados económicos y, cuando se realizan simulaciones, en 
modelos de comportamiento teórico de la economía. 
▪ Modelos de Equilibrio General Aplicado (MEGA), utilizan datos 
de un año de la Contabilidad Nacional. 
▪ Modelos macroeconómicos y de Vectores Autorregreivos 
(VAR), se utilizan para simulaciones de políticas como las 
fiscales. 




▪ Nuevos modelos que integran ambas técnicas o combinan 
varias técnicas del mismo análisis macroeconómico. 
 
Una vez analizado todos los métodos y técnicas es importante destacar 
que cada evaluación es distinta y habrá que utilizar el modelo y los métodos que 
mejor se adapten a las características del programa en cuestión, teniendo en 
cuenta que no hay métodos ni técnicas superiores a otras, ni metodologías 
ideales, la calidad final de la evaluación depende de la utilidad de la información 
que produce (Díez, 2003). 
 
Partiendo de la idea anterior, una buena práctica en las evaluaciones de 
programas públicos podría ser su diseño con un enfoque múltiple (Rodríguez, 
2009), que incluya un análisis de la implementación del mismo, un análisis 
cualitativo para identificar los problemas de implementación y las buenas 
prácticas en la ejecución, a la vez que se corroboran los datos cuantitativos 
evaluados y, por último, un análisis cuantitativo mediante un análisis 
econométrico apropiado que analice tanto los impactos como el coste beneficio 
del programa. 
 
2.5.3. GRADO DE IMPLANTACIÓN DE SISTEMAS DE EVALUACIÓN 
 
El grado de implantación de sistemas de evaluación de políticas 
(Haarich, 2005) es bastante dispar entre los distintos países europeos, aunque 
se ha desarrollado una convergencia entre los países de la Unión Europea 
gracias al marco común de estímulo de las actividades de evaluación dentro de 
la Unión Europea mediante la vinculación existente de las políticas regionales, 
de los Fondos Estructurales Europeos, con la realización de evaluaciones 
periódicas y obligatorias. Nos encontramos con las siguientes situaciones: 
 
• Los países anglosajones, Reino Unido e Irlanda, se encuentran entre 
los de mayor tradición por su vinculación lingüística y cultural con 
Estados Unidos. 
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• Los países nórdicos, Suecia, Finlandia y Noruega, cuentan también 
con una cierta experiencia, destacando sobre todo Suecia. 
• Los países continentales presentan ciertas divergencias entre sí, 
desde Suiza que cuenta con una gran experiencia, pasando por 
Alemania y Austria que son muy activos, destaca también Francia y el 
que menos Bélgica. 
• Los países del sur, Italia ha tenido un desarrollo rápido en los 90, 
España está creciendo y tanto Portugal como Grecia se encuentran en 
una fase más inicial.  
• Los países de Europa Central y del Este, son de reciente incorporación 
a la Unión Europea y tienen sistemas políticos y económicos 
centralizados por su pasado sociopolítico común, sin que se hayan 
desarrollado un sistema de control de políticas.  
 
Del análisis realizado a los sistemas de evaluación de tres países, como 
Alemania, España y Eslovenia; Haarich (2005) llega a la conclusión que existe 
un patrón de desarrollo similar por la convergencia existente de los sistemas en 
Europa pese a que existen grandes diferencias entre ellos. Se trata de tres 
países con un grado de maduración distinto, encontrándose un sistema maduro 
en Alemania, uno más frágil en España y en una fase inicial de su desarrollo en 
Eslovenia. 
 
En cuanto a la política europea, ésta se fundamenta en una serie de 
principios que permiten la racionalización de los programas y de los fondos. 
Algunos de estos principios son (Ballart, 2005): la programación plurianual 
(permite su actuación y un tiempo prudencial antes de la evaluación), la 
financiación compartida (implicando a los actores del territorio en la selección de 
proyectos), la concentración de recursos en zonas (para el desarrollo de las 
zonas menos avanzadas) y la formación de redes público-privadas (para el 
desarrollo local y del empleo). 
 




Además, la Comisión Europea hizo una apuesta fuerte por la 
institucionalización de la evaluación de las políticas (Ballart, 2005) como en la 
participación en la creación de la Sociedad Europea de Evaluación (EES)2, 
promoviendo la creación de sociedades nacionales.  
 
En el caso de España está la Agencia Estatal de Evaluación de Políticas 
Públicas y Calidad de los Servicios3 del Ministerio de Hacienda y Función 
Pública y otro organismo relevante con funciones en esta materia como es la 
Sociedad Española de Evaluación4. 
 
Finalmente, cabe destacar que las posibilidades de cualquier 
administración de influir en el montante global del presupuesto y su estructura 
(Barberán, 2005) está condicionada por sus competencias en los ingresos, su 
responsabilidad en los gastos y los compromisos adquiridos en años anteriores. 
En su elaboración intervienen tanto el poder legislativo como el ejecutivo, 
pudiendo este último introducir modificaciones presupuestarias, comprometer 
créditos dentro del gasto aprobado o modular el grado de ejecución de los 
créditos o su desarrollo temporal. 







POLÍTICAS PÚBLICAS DE ECONOMÍA SOCIAL 
 
 
Este capítulo recoge la realidad de la economía social a nivel mundial y 
las diversas políticas públicas que se están desarrollando en las distintas 
regiones. Primero se hace un análisis de las instituciones a nivel mundial, luego 
en distintos continentes, para posteriormente analizar la realidad europea y, 
finalmente analizar el caso de España y las comunidades autónomas más 
representativas en economía social. El trabajo, sobre la economía social en 
Iberoamérica y Europa, está basado, principalmente, en los estudios de 
Fundibes y de Ciriec España. 
 
 
3.1. POLÍTICAS A NIVEL MUNDIAL 
 
Hay importantes contribuciones en todo el mundo en las políticas 
públicas de apoyo a la economía social con el objetivo de ofrecer una serie de 
servicios que no cubren los servicios públicos ni los privados y crear un cambio 
socio-económico. Los gobiernos han contribuido, en mayor o menor grado, con 
políticas públicas destinadas a crear un entorno favorable para la economía 
social. 
 
Existen múltiples instituciones internacionales que han respaldado el 
apoyo público a las empresas de economía social como son: 
 
• La Asamblea General de Naciones Unidas en 2001 (A/56/73 E/2001/68), 
con informe de su Secretario General, la cual aprobó una resolución de 
reconocimiento de la función de las cooperativas en las sociedades que 
interpela a los gobiernos a poner en marcha políticas de promoción. 
• La Organización Internacional del Trabajo aprobó en 2002 una 
recomendación sobre promoción de las cooperativas (Recomendación 




193/2002) que ha sido adoptada por la totalidad de los gobiernos 
europeos. 
• Otros organismos internacionales, como MERCOSUR y la Comisión 
Europea, han adoptado posiciones similares. 
 
En general, se han promovido políticas sectoriales que incluyen a las 
distintas entidades de economía social (Chaves y Monzón, 2008). También, 
recientemente, se han implementado políticas específicas de economía social, 
unas enfocadas a las empresas con ánimo de lucro y otras destinadas a las que 
no tienen ánimo de lucro, aunque pocas veces de modo transversal. 
 
Son varios los gobiernos, especialmente en Canadá, América Latina y en 
la Unión Europea, que han trabajado de manera destacada en el avance de la 
economía social a través de políticas públicas a nivel nacional. A grandes rasgos 
la situación en la que se encuentran este tipo de empresa y las políticas llevadas 
a cabo se describen a continuación. 
 




La economía social en Canadá ha tenido momentos de mayor apoyo o 
menor dependiendo del partido que estuviera gobernando. Mientras que en 2003 
se creó una Secretaría Parlamentaria Federal del Ministerio de Desarrollo Social 
que prestaba una especial atención a este tipo de entidades, 
desafortunadamente en 2006, con el gobierno conservador, el diálogo 
desapareció aunque se formó el Canadian Social Economy Hub (CSEHub) que 
promueve la colaboración de seis centros de investigación regional canadienses 
y creando oportunidades e intercambios con redes internacionales (Tremblay, 
2009). 
 
También resulta interesante analizar las similitudes y los desafíos de las 
políticas llevadas a cabo en favor de la economía social entre las distintas 




regiones del país, como es el caso de Quebec y Manitoba (Loxley y Simpson, 
2007), donde las actividades de Desarrollo Económico Comunitario (CED) y los 
gobiernos provinciales relativamente progresistas muestran a la economía social 
como una solución creativa para los desafíos a los que se enfrentan. En el caso 
de Manitoba estos elementos son más frágiles, donde la sociedad civil no ha 
sido tan coherente en la lucha contra las políticas neoliberales, y en Quebec 
tienen una mayor implantación de este tipo de políticas. 
 
Otras provincias y territorios de Canadá también han desarrollado 
políticas centradas en el CED y la economía social. Nunavut, Nueva Escocia y 
Terranova, en particular, cuentan con políticas para apoyar a organizaciones de 
la economía social en áreas como el desarrollo sostenible, la reducción de la 
pobreza y la revitalización de la comunidad (Tremblay, 2010). 
 
En Nueva Escocia (Karaphillips y Lake, 2015) destacan las cooperativas 
tanto agrarias como financieras en facturación y empleo dentro de este tipo de 
empresas. Respecto al impacto de las cooperativas en esta región, según datos 
del censo del 2011, generaron el 2,5% del empleo de la provincia y el 2,2% del 
Producto Interno Bruto, 799 millones de dólares y 11.359 empleos con unos 
rendimientos del trabajo de 469 millones de dólares. Según este estudio, la 
contribución de las cooperativas en Nueva Escocia es mayor ya que no han 
tenido en cuenta su impacto social ni el efecto económico de las estructuras 
organizacionales de las cooperativas. 
 
En Manitoba (Duguid et al., 2015) el impacto de las cooperativas en el 
año 2010 es del 3,25% del total de la economía y da empleo al menos a 20.000 
personas en la provincia, el 3% del total de empleos, proporcionando unos 
ingresos en los hogares de 830 millones de dólares y sobre 530 millones en el 
pago de impuestos. 
 
En Ontario (Karaphillips et al., 2015) el movimiento cooperativo comenzó 
en la agricultura, ampliándose posteriormente a todos los sectores. El mayor 
número de cooperativas son de alojamiento, mientras que las que tienen 
mayores cifras de ingresos y empleo son de asistencia social y sanitaria. 




Respecto al impacto de este tipo de empresas en esta región, destacar que 
suponen casi seis millones de dólares del PIB, 57.000 empleos, 3,3 billones de 




Es importante resaltar para esta región la dificultad de cuantificar el 
número de empresas por las diferencias existentes de disponibilidad de 
información, rigurosidad y fiabilidad de la misma, pese al esfuerzo realizado por 
diversos institutos iberoamericanos como Fundación Iberoamericana de 
Economía Social (FUNDIBES). Tomando con prudencia los datos recogidos en 
Chaves et al. (2013), por dichas dificultades, la realidad de la economía social en 
esta zona es bastante importante, ya que se contabilizan algo más de 52 
millones de socios de entidades de economía social en Iberoamérica. La tasa de 
penetración de este tipo de entidades alcanza valores superiores a un 20% de 
socios de entidades de economía social en países como Uruguay, Argentina, 
Bolivia, Costa Rica y Paraguay. Además, hay otros países, como Ecuador, 
Colombia y Honduras, que presentan valores medios de tasa de penetración de 
entre un 10% y 20%. 
 
Hay que destacar que recientemente se ha tenido en cuenta a la 
economía social y solidaria en el diseño de políticas públicas de esta zona con el 
fin de atajar problemas como el desempleo y la pobreza, desde distintas 
perspectivas, dependiendo del país analizado. 
 
De acuerdo con la clasificación realizada por Castelao y Srnec (2012), 
existen cuatro enfoques diferenciados considerando las siguientes variables: 
 
• La inclusión de las cooperativas y otras formas de economía social y 
solidaria en la Constitución del país. 
• La existencia de una legislación específica para estas entidades. 




• La existencia de agencias públicas que trabajan con este tipo de 
entidades, ya sea en el apoyo técnico, registro, auditando y/o 
promocionándolas.  
• La existencia de programas específicos que las tienen en cuenta en su 
diseño. 
 
Los cuatro enfoques que establecen Castelao y Srnec (2012) y los 
países donde se dan esos enfoques son: 
 
• Enfoque tradicional. Los principales actores son las cooperativas y se 
minimiza o ignora el papel de otras entidades asociativas o solidarias. 
Las políticas públicas se centran en la regulación de las cooperativas y la 
implementación de acciones específicas para ellas. 
Este es el caso de Chile que sólo reconoce a las cooperativas y 
asociaciones civiles y cuya única agencia pública es el Departamento de 
Cooperativas, imperando una estructura económica neoliberal en el país. 
La primera legislación entorno a las cooperativas es del año 1924 
(Rádrigan, 2008). La actual ley general de cooperativas es la Ley 
nº19.832 que entró en vigor en 2003. Además, pese a existir diecisiete  
organizaciones de integración, su nivel de actividad es bastante bajo, por 
la dificultad existente tanto por la heterogeneidad de las personas 
integrantes como por su dispersión geográfica (Rádrigan y Barria, 2006). 
• Enfoque híbrido. El enfoque tradicional prevalece, pero hay ciertos 
avances en el reconocimiento de otras entidades tanto en materia 
legislativa como en el diseño e implementación de políticas. 
Se da tanto en Argentina como en Uruguay. En este último, no se ha 
incluido en la Constitución, pero se aprobó en 2008 una nueva Ley 
General de Cooperativas (nº 18.407) donde se hace una breve 
referencia a la economía solidaria, creando el Instituto Nacional del 
Cooperativismo. Respecto a las políticas, como en el caso de Chile, no 
lleva a cabo políticas intersectoriales enfocadas a las necesidades y 
problemas de la economía social y solidaria como un todo, pero se 




diferencia de otros países en que sus políticas sociales reconocen las 
especificidades de este tipo de entidades. Las principales cifras del 
sector, que datan de septiembre de 2010, son (Brenta, 2010): 1.165 
cooperativas en el país, con 1.223.531 socios, aportando un 3% del PIB 
nacional. 
En el caso de Argentina, su Constitución tampoco recoge el 
cooperativismo, pero si se recoge en algunas constituciones de algunas 
provincias y en la legislación nacional junto con las mutuas y las 
asociaciones. La Ley que regula a las cooperativas es del año 1973 (Ley 
20.337/73), reclamándose por parte del sector su enmienda desde la 
vuelta de la democracia al país. A pesar de eso, se están produciendo 
avances incipientes tanto a nivel nacional como provincial. A nivel 
institucional está en el Ministerio de Desarrollo Social la Secretaría de  
Economía Social y destacan dos organismos descentralizados del 
Ministerio: la Comisión Nacional de Coordinación del Programa de 
Promoción del Microcrédito para el Desarrollo de la Economía Social 
(CONAMI) e Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social 
(INAES). Para hacernos un idea de la presencia de la economía social 
es este país, resulta interesante destacar que el 36% de la población 
participa en alguna organización cooperativa (Ravina y Ravina, 2006).  
• Enfoque dual. Considera por separado las cooperativas y mutuas del 
resto de entidades de la economía social y solidaria en las políticas y en 
su regulación. 
Brasil se encuentra englobada en este enfoque. A nivel institucional está 
la Secretaria Nacional de Economía Solidaria (SENAES), dependiente 
del Ministerio de Trabajo y Empleo, y el Consejo Nacional de Economía 
Solidaria (CNES) que fue diseñado como órgano para el diálogo 
permanente entre el gobierno y la sociedad civil que trabajan hacia la 
economía social, junto con la Conferencia Nacional de Economía 
Solidaria. También cabe destacar que la economía solidaria está 
organizada en más de 160 foros locales (municipales, microrregionales y 
estatales) a través del Fórum Brasileño de Economía Solidaria (FBES), 
que pretende fortalecer el movimiento de la economía solidaria mediante 




estos foros locales, sumar fuerzas con diferentes movimientos y luchar 
por la construcción de políticas públicas, participando de su elaboración 
y seguimiento, para promover el derecho al trabajo asociado. 
• Enfoque global. Tiene en cuenta una visión más global de la economía 
social y solidaria, como un todo, tanto para el diseño e implementación 
de políticas, como a nivel institucional y legislativo. 
Es el caso de Ecuador y Venezuela. Ambos países han incluido en su 
Constitución las distintas formas organizativas asociativas y solidarias. 
En el caso de Ecuador, la Constitución fue promulgada mediante 
referéndum popular en 2008, reconociendo que el sistema económico es 
social y solidario. A nivel institucional está el Instituto Nacional de 
Economía Popular y Solidaria (IEPS), entidad adscrita al Ministerio de 
Inclusión Económica y Social, para construir un sistema económico 
liderado por los actores de la economía popular y solidaria, que se 
visibilizan e incluyen en políticas públicas. A nivel legislativo cabe 
destacar la Ley de la Economía Popular y Solidaria vigente desde mayo 
de 2011. De acuerdo con Da Ros y Flores (2007), las organizaciones de 
economía social tienen mayor éxito en zonas rurales, donde el grado de 
cohesión de las comunidades es superior y la penalidad social es mayor. 
En Venezuela, su Constitución fue promulgada en 1999, recogiendo al 
cooperativismo como líder relevante para el desarrollo del nuevo modelo 
socioeconómico. En 2001 se aprobó la Ley de Asociaciones 
Cooperativas (Nº 1.440) donde se define a las cooperativas como 
asociaciones abiertas y flexibles cooperativas, de la economía social y 
participativa, con autonomía, constituidas por personas que se juntan de 
forma voluntaria, para cubrir sus necesidades y aspiraciones 
económicas, sociales y culturales comunes, para generar bienestar 









3.1.2. ÁFRICA  
 
La literatura referida a la economía social en África está principalmente 
influenciada por entidades sin ánimo de lucro, filantropía y voluntariado 
(Tremblay, 2009). 
 
En Marruecos (Cepes, 2008), las cooperativas tienen un papel relevante 
dentro de la economía social, como forma de emprendimiento para generación 
de rentas de la población más necesitada. La economía social surge en los años 
80, generándose un cierto movimiento asociativo como consecuencia del 
abandono, por parte del Estado, de varios sectores económicos y sociales. 
 
En el plano institucional existe multiplicidad de organismos que están 
descoordinados entre sí, suponiendo un lastre para su desarrollo y limitando el 
impacto de las políticas que se están llevando a cabo. Cabe destacar los 
siguientes: 
 
• Departamento ministerial de la economía social, dependiente del 
Ministerio de Artesanía, Economía Social y Solidaridad. Se creó por 
primera vez un departamento específico para este tipo de entidades en 
2002. 
• Oficina de Desarrollo de la Cooperación (ODCO). Es el organismo 
encargado de las cooperativas. 
• Agencia de Desarrollo Social (ADS). Dependiente del Estado y muchas 
de sus actividades se encuentran relacionadas con la economía social, 
ya que su objetivo es superar la pobreza y la vulnerabilidad mediante el 
apoyo a proyectos. 
 
A nivel legislativo, está el Estatuto General de las Cooperativas (Ley 24-
83) que aunque ha contribuido a la dinamización de las cooperativas en este 
país, contiene elementos que dificultan su desarrollo, considerándose dentro del 
sector que resulta imprescindible su reforma para dinamizar el tejido cooperativo. 
 




El número de cooperativas es de poco más de 5.000 entidades, de las 
cuales unas 900 están inactivas (alrededor de un 17%), según los datos 




Existe interés por la economía social en las instituciones europeas desde 
los años ochenta, donde se producen varias resoluciones del Parlamento 
Europeo, demandando una mayor presencia de las cooperativas en las políticas 
comunitarias, a raíz de varios reconocidos informes (Juliá y Meliá, 2004), como 
son el informe Mhir en 1983, Avgerinos en 1987, Trevelli en 1988 y Ramaekers 
en 1989. 
 
Durante las tres últimas décadas (Chaves y Monzón, 2008), la 
consideración que se ha tenido hacia la economía social desde las diferentes 
instancias comunitarias ha ido creciendo, aunque no ha sido continua en el 
tiempo y ha sido desigual en las distintas instituciones. El reconocimiento al 
papel que desarrollan en el desarrollo social y económico de Europa este tipo de 
entidades ha sido progresivo. 
 
Las instituciones comunitarias que han apostado más por la economía 
social son las siguientes (Chaves y Monzón, 2008): 
 
• La “Unidad de Economía Social” de la Dirección General XXIII, 
constituida en 1989 por la Comisión Europea durante la Presidencia de 
Jacques Delors, erigiéndose como la primera administración pública 
especializada en estas entidades. Se reestructura en el año 2000 
cuando se dividen sus competencias entre la Dirección General de 
Empresas e Industria, creando una Unidad B3 de "Artesanía, pequeña 
empresa, cooperativas y mutuas", centrada en los aspectos 
empresariales de la economía social, y la Dirección General de Asuntos 
Sociales, que incluyó entre sus competencias a las asociaciones y 
fundaciones. 




• El Comité Económico y Social Europeo (CESE), está constituido en la 
Unión Europea como un órgano consultivo, tiene en su Grupo III una 
representación de la economía social que ha creado una ‘Categoría 
Economía Social’. Su actividad ha sido prolífica, emitiendo diversos 
dictámenes sobre economía social. 
• El Parlamento Europeo. Creó en 1990 un ‘Intergrupo parlamentario de 
economía social’, que fue desactivado, para posteriormente recuperarlo 
en 2005. 
 
Las instituciones europeas, el Parlamento, la Comisión y el Comité 
Económico y Social reconocen la utilidad de estas entidades para disminuir 
considerables desequilibrios económicos y sociales, contribuyendo a la 
consecución de diversos objetivos de interés general. 
 
También es importante destacarla labor del Comité Consultivo de las 
Cooperativas, Mutualidades, Asociaciones y Fundaciones (CMAF), creado en 
1998, con el objetivo de opinar sobre las distintas materias relacionadas con la 
promoción de la economía social dentro de la Unión. El mencionado Comité se 
eliminó en 2000, pero, gracias a la iniciativa de las propias organizaciones 
sectoriales, inmediatamente se implanta la Conférence Permanente Européene 
des Coopératives, Mutuelles, Associations et Fondations (CEP-CMAF) como 
interlocutora en las instituciones europeas. 
 
Por otro lado, las instituciones comunitarias suelen tener que enfrentarse 
a un doble problema, ya que la economía social tiene una base jurídica 
inadecuada y la definición es insuficiente y generalizada (Monzón y Chaves, 
2012), existiendo la ausencia de referencias explícitas en los textos básicos de la 
Unión (Tratados de Roma y de Maastricht), la definición se basa en las formas 
jurídicas y no en las actividades desarrolladas, y entre una variedad de 
denominaciones (como tercer sistema, sociedad civil, etc.) que dificultan el 
posible consenso en relación a su denominación (Chaves y Monzón, 2008). 
 




Los objetivos perseguidos por las políticas desplegadas, ligadas a la 
economía social, son el empleo, los servicios sociales y la cohesión social, 
constituyendo principalmente dos grandes ejes de políticas públicas (Chaves y 
Monzón, 2008): las políticas sociales y de integración laboral y social y las 
políticas de desarrollo local y de creación de empleo.  
 
Si nos centramos en materia presupuestaria, hay que destacar que no 
ha sido posible la puesta en marcha de una política presupuestaria europea 
específica para estas entidades, a pesar que está incluida en el marco de las 
políticas de empleo y de cohesión social (Martí-Costa, 2010). Concretamente, se 
desarrolla mediante programas presupuestarios plurianuales de promoción de 
las pymes y del empleo, como es el caso de la iniciativa comunitaria ADAPT, la 
iniciativa EQUAL de integración social y laboral, los programas “Actuar 
localmente a favor del empleo”, “Capital local con finalidad social” y el Fondo 
Social Europeo (FSE) respecto a las medidas de fomento de las iniciativas 
locales (submedida 10 b), las cuales incluyen el papel de estas entidades. Estos 
programas han articulado y vertebrado la economía social europea, tanto a nivel 
nacional como internacional, en federaciones, redes, investigaciones, a nivel 
cultural y de políticas. 
 
Por otro lado, los países miembros y la Comisión Europea (Chaves y 
Monzón, 2008), tienen que seguir asumiendo compromisos concretos para que 
la economía social forme una parte indispensable en la consolidación de una 
sociedad avanzada y de los valores asociados al modelo social europeo, 
además de ser un instrumento eficaz para lograr determinados objetivos públicos 
de interés general.  
 
Cabe destacar de entre las principales comunicaciones, dictámenes e 
informes de los últimos años de las distintas Instituciones Europeas sobre 
economía social, una comunicación que la Comisión Europea emitió en 2004, 
destinada al Consejo, al Parlamento, al Comité Económico y Social Europeo y al 
Comité de las Regiones sobre fomento de las cooperativas en Europa. Pese a 
que se trata de una competencia de los Estados miembros, siendo su 




participación necesaria para alcanzar los objetivos planteados, la comunicación 
se centra en tres puntos principales: 
 
• Fomentar la utilización de las cooperativas en Europa, mejorando su 
visibilidad, las características y la compresión del sector, para ello se 
plantean acciones encaminadas a divulgar su importancia, sensibilizar a 
los nuevos Estados miembros y mejorar la información estadística, 
además de realizar acciones de apoyo en educación y formación, 
servicios de apoyo y acceso a la financiación. 
• Mejorar la legislación europea sobre cooperativas, estableciendo 
acciones encaminadas a la aplicación del Estatuto de la Sociedad 
Cooperativa Europea y la coherencia entre las legislaciones nacionales. 
• Mejorar la situación del modelo cooperativo y su contribución a los 
objetivos comunitarios. 
 
También es importante la Resolución del Parlamento Europeo sobre 
economía social que emitió en 2009 (2008/2250 (INI), DOUE C76E de 
25.03.2010), el llamado Informe Toia, que recoge que estas entidades 
desempeñan un papel importante en la economía europea, permitiendo la 
generación de empleo de calidad y de capital social, la cohesión social, 
económica y territorial, el fomento de la solidaridad, con valores democráticos y 
apoyando el desarrollo sostenible y la innovación social, medioambiental y 
tecnológica. 
 
Las recomendaciones (Fajardo 2009 y 2012) recogen el reconocimiento 
del concepto, los estatutos jurídicos europeos, su inclusión en las estadísticas y 
su reconocimiento como interlocutor social. Merece especial mención las 
siguientes recomendaciones: 
 
• Recomendación a la Comisión para promover la economía social en sus 
políticas y poner en valor el “enfoque diferente” de estas empresas cuya 
finalidad son los beneficios para la sociedad y no tanto su rentabilidad 
financiera. 




• Recomendación a la Comisión y a los Estados miembros de integración 
de estas entidades en la elaboración tanto de las políticas comunitarias y 
nacionales como en los programas europeos destinados a las empresas 
en la investigación, la innovación, la financiación, el desarrollo regional y 
la cooperación al desarrollo, a la vez que fomenten programas de 
formación para los administradores europeos, nacionales y locales sobre 
economía social. 
 
En 2012, en el dictamen del Comité Económico y Social Europeo, sobre 
cooperativas y reestructuración, recoge que las cooperativas deben tenerse en 
cuenta en aquellas políticas que contribuyan a un crecimiento inteligente, 
sostenible e integrador, así como en las iniciativas relevantes de la Estrategia 
Europa 2020, garantizando una igualdad de condiciones con otros formas 
jurídicas. 
 
Además, recoge una serie de conclusiones, indicando, entre otras 
medidas, que se debería velar por que puedan acceder a los mecanismos 
financieros europeos, deberían facilitarse la trasferencia de empresas a los 
trabajadores y los programas y fondos deben convertirse en instrumentos 
importantes para apoyar a este tipo de empresas. 
 
Para ello, los Estados miembros deberían fomentar el reconocimiento y 
desarrollo de las cooperativas a través de un entorno favorable, en todos los 
ámbitos y sectores, adoptando una política global para apoyar este tipo de 
negocio. 
 
En 2013, se aprueba en el Parlamento Europeo, en la Comisión de 
Industria, Investigación y Energía, un informe sobre la contribución de las 
cooperativas a la salida de la crisis (2012/2321 –INI-), donde se valora las 
bondades tanto de las cooperativas como de otras empresas de economía 
social, el importante papel que desarrollan dentro de la economía europea, sobre 
todo en tiempos de crisis, y la necesidad de su inclusión en el Plan de acción 
sobre el emprendimiento 2020. Cabe destacar las siguientes medidas recogidas 
en el informe: 




• Observa que existe una gran diversidad de diferencias jurídicas y 
conceptuales en los distintos Estados miembros, provocando una 
diversidad de situaciones, motivo por el cual pide a la Comisión que 
examines las legislaciones existentes para buscar puntos comunes y 
armonizar los elementos clave con el fin de eliminar los obstáculos que 
frenan su desarrollo. A su vez, insta a los Estados miembros a adoptar 
una política global de apoyo al modelo empresarial cooperativo y a crear 
un entorno regulatorio favorable, incluyendo la introducción de 
instrumentos financieros y reconocer el papel desempeñado por las 
cooperativas en el diálogo social a nivel nacional. 
• Observa que existen en los distintos Estados miembros una serie de 
buenas prácticas que quedan patentes por las cifras alcanzadas por las 
cooperativas en cuanto a empleo, crecimiento, tasa de supervivencia y 
creación de nuevas empresas, por lo que se pide a la Comisión que las 
examine y sopese la posibilidad de incluirlas en las políticas europeas 
destinadas a las empresas. 
• Insta a la Comisión a crear una unidad encargada de las cooperativas y 
otras entidades de economía social para mejorar las medidas que 
garanticen un determinado nivel de recursos, su supervisión y la 
elaboración de políticas para ellas. 
• Respecto a las trasmisiones y reestructuración de empresas, considera 
la trasmisión de la propiedad a sus empleados, para la puesta en marcha 
de una cooperativa u otras formas de propiedad de los trabajadores, 
como una buena forma de garantizar la continuidad de la organización, 
debiéndose respaldar dichas transmisiones, fomentando actividades de 
formación y concienciación de los actores que intervienen en la creación 
o trasmisión de empresas a los trabajadores. Se insta a los Estados 
miembros a que faciliten este tipo de operaciones incluyendo 
instrumentos financieros para ayudar a los trabajadores a invertir en las 
empresas y mediante mecanismos fiscales específicos. Para este fin, se 
pide a la Comisión que se implementen políticas y medidas en favor del 
mantenimiento del empleo existente, que no se centren solo en las 
creaciones, que cree nuevos servicios de puesta en marcha de 




empresas y que se realice una recopilación exhaustiva y comparativa de 
las mejores prácticas en los Estados miembros y de las legislaciones 
nacionales que fomenten la conversión de las empresas e cooperativas. 
• En cuanto al acceso a la financiación, destaca que las cooperativas, en 
el sector de la industria y los servicios, no pueden acceder al crédito de 
los mercados de capitales y al capital riesgo, y en los sectores intensivos 
de capital sus miembros tienen grandes dificultades para aportar 
importantes sumas de capital, siendo necesario la puesta a su 
disposición de instrumentos financieros adecuados a estas formas de 
emprendimiento, debiéndose incluir en el marco de la programación 
financiera europea y nacional. 
 
Pese a todo este apoyo a estas entidades, por parte de las instituciones 
europeas, no existe una estrategia clara de fomento de la economía social. 
 
Por otro lado, entrando a analizar los países incluidos en la Unión 
Europea, pese a que existen realidades nacionales y concepciones teóricas 
diferenciadas que impiden su comparación, se identifican tres grupos de países 
según el reconocimiento y aceptación del concepto de economía social (Chaves 
y Monzón, 2008): 
 
• Países una mayor aceptación de este concepto, como son Francia, Italia, 
Portugal, España, Bélgica, Irlanda y Suecia. La economía social tiene un 
mayor reconocimiento, tanto por la administración pública y por el ámbito 
académico-científico, como por el propio sector de la economía social. 
Cabe destacar especialmente Francia, cuna de dicho concepto. 
• Otro grupo con un nivel medio de aceptación, es el formado por Chipre, 
Dinamarca, Finlandia, Grecia, Luxemburgo, Letonia, Malta, Polonia y 
Reino Unido. La economía social comparte su concepción con otras 
organizaciones, como el de sector no lucrativo (nonprofit sector), el 
sector voluntario y el de empresas sociales. En el Reino Unido, el bajo 
reconocimiento de la economía social contrasta con la política de apoyo 
a las empresas sociales. En Polonia, la introducción del concepto ha sido 




bastante reciente, pero ha tenido mucha transcendencia en estos 
ámbitos, auspiciado sobre desde la Unión Europea. 
• Finalmente, un último grupo formado por países con escaso o nulo 
reconocimiento compuesto por Austria, República Checa, Estonia, 
Alemania, Hungría, Lituania, Países Bajos y Eslovenia. Son 
principalmente países de reciente pertenencia a la Unión Europea y 
países germánicos, donde no ha calado, es incipiente o desconocido. 
Sin embargo, los conceptos de sector no lucrativo, sector voluntario y 
sector de organizaciones no gubernamentales gozan de mayor 
reconocimiento en estos países. 
 
Además, numerosos países, dentro de la UE, tienen un organismo 
relevante dentro del gobierno nacional con competencias en materia de 
economía social, como son: 
 
• Bélgica: en Flandes el Ministerio flamenco de Energía, Vivienda, 
Ciudades y Economía Social5 (Ministre flamande de l'Energie, du 
Logement, des Villes et de l'Economiesociale), en Valonia el Consejo 
Valón de la Economía Social6 (Conseilwallon de l'Économiesociale 
CWES) y en Bruselas la Dirección de Políticas de Empleo y Economía 
Plural7 (Direction de la Politique de l’Emploi et de l'Economieplurielle). 
• España: Dirección General del Trabajo Autónomo, de la Economía Social 
y de la Responsabilidad Social de las Empresas8. 
• Francia: Delegación interministerial a cargo de la economía social y 
solidaria y Consumo dependiente del Ministerio de Economía y 
Finanzas, (Ministre déléguéauprès du ministre de l'Economie et des 












Finances, chargé de l'Economiesociale et solidaire et de la 
Consommation)9. 
• Irlanda: Unidad de Legislación Cooperativa10 (Co-
operativeLegislationUnit). 
• Portugal: Consejo Nacional para la Economía Social11 (Conselho 
Nacional para a Economia Social CNES). 
 
3.2. POLÍTICAS EN ESPAÑA 
 
En España, la economía social tiene un gran reconocimiento social, 
encontrándose recogido y apoyado en la Constitución Española. También existe 
un amplio número de políticas públicas puestas en marcha para fomentar este 
tipo de empresas desde los años ochenta, contemplando a la economía social 
desde un punto de vista más restrictivo que las definiciones recogidas en el 
ámbito académico, siendo objeto de fomento las cooperativas y sociedades 
laborales.  
 
Este reconocimiento Constitucional, se pone de manifiesto en distintos 
artículos que se refieren, ya sea de forma genérica o específica, a las entidades 
de economía social, como por ejemplo el artículo 1.1, el artículo 129.2 o la 
cláusula de igualdad social del artículo 9.2. También, en otros artículos como el 
40, el 41 y el 47, que recogen el fuerte arraigo de estas entidades en la 
Constitución. Concretamente, se establece en el artículo 129.2 que “Los poderes 
públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en la 
empresa y fomentarán, mediante una legislación adecuada, las sociedades 
cooperativas. También establecerán los medios que faciliten el acceso de los 
trabajadores a la propiedad de los medios de producción”. 
 
Otro hecho que demuestra la importancia de este tipo de entidades es la 
existencia de un órgano de alto rango, dentro de la administración pública 
nacional, con competencias reconocidas y explícitas en materia de economía 








social. Este hecho es una manera de impulsar su visibilidad e imagen, 
constituyendo una forma de institucionalización de políticas dirigidas a la 
economía social. 
 
En 1990, se crea el Instituto Nacional de Fomento de la Economía Social 
(INFES) en España, figurando entre sus objetivos el fomento de las entidades de 
economía social, pudiendo considerarse como el inicio del reconocimiento 
expreso de la economía social por parte de las instituciones públicas (Fajardo, 
2012). El mencionado Instituto vino a sustituir a la Dirección General de 
Cooperativas y Sociedades Laborales del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. El Instituto desapareció en el año 1997 y sus funciones se asumieron por 
la Dirección General del Fomento de la Economía Social y del Fondo Social 
Europeo.  
 
El Consejo para el Fomento de la Economía Social, órgano asesor y 
consultivo para las actividades relacionadas con la economía social, fue 
incorporado por la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, y desarrollado 
por el Real Decreto 219/2001, sobre organización y funcionamiento del Consejo. 
Este Consejo es una institución que da visibilidad al conjunto de entidades de la 
economía social. 
 
Actualmente, a nivel estatal es la Dirección General del Trabajo 
Autónomo, de la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las 
Empresas, dependiente del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, quien 
asume, entre otras funciones, la de elaborar, promocionar o, en su caso, realizar 
un informe sobre los proyectos normativos estatales para la economía social y la 
responsabilidad social de las empresas; diseñar, gestionar y realizar el 
seguimiento de programas y ayudas concedidas a las cooperativas, sociedades 
laborales y otras entidades de la economía social, a sus asociaciones y los actos 
administrativos de calificación, inscripción y certificación que deban tener acceso 
al Registro de estas entidades. 
 
 




3.2.1. ANÁLISIS DE LAS POLÍTICAS ADOPTADAS A NIVEL ESTATAL 
 
Las principales medidas de fomento parte de la Administración Central 
(Chaves, 2012; y Savall et al., 2012) y es la que marca las directrices que se 
siguen posteriormente desde los gobiernos autonómicos. Estas medidas fueron 
puestas en marcha en los años ochenta, momento en el que fueron bastante 
innovadoras, sin que hayan sufrido grandes modificaciones desde entonces. Son 
las siguientes:  
 
El fomento de la incorporación como socios trabajadores de cooperativas 
y sociedades laborales a trabajadores desempleados, pudiendo recibir éstos en 
forma de pago único la prestación contributiva por desempleo para financiar su 
inversión y/o cotización a la seguridad social. Viene establecida en el RD 
1044/1985 y viene a fomentar tanto el empleo como la capacidad emprendedora 
que relaciona una política laboral de carácter pasivo (prestación contributiva por 
desempleo) con una de carácter activo (financiación para activar o desarrollar 
una actividad empresarial). 
 
Como se puede apreciar en la tabla 3.1, la posibilidad de acceso a la 
prestación por desempleo mediante pago único para los trabajadores autónomos 
ha disminuido el atractivo como fuente de financiación para la puesta en marcha 
de empresas de economía social. El acceso a la prestación por desempleo 
mediante pago único para el colectivo de los trabajadores autónomos se ha 
incrementado considerablemente dentro del periodo analizado, mientras que en 
el caso de las cooperativas se ha mantenido y ha disminuido en el caso de las 
sociedades laborales. 
 
Del análisis de los datos se puede concluir que se ha incrementado 
considerablemente el atractivo de esta medida para la puesta en marcha de 
iniciativas autónomas (modificaciones realizadas en la regulación en los años 
2002, 2005, 2008 y 2012), por los incrementos de porcentajes de las cantidades 
cobradas mediante pago único, disminuyendo el atractivo para el caso de las 
empresas de economía social (Cuadrado y Ciruela, 2014). Por este motivo, sería 




conveniente revisar su regulación para incrementar los incentivos y poder poner 
en marcha un proyecto empresarial colectivo. 
 
TABLA 3.1. PRESTACIONES POR DESEMPLEO 
Año Total 
Autoempleo Número medio 













2003 30.795 20.919 2.453 7.423 184 4.544 
2004 61.560 50.290 3.176 8.134 146 3.482 
2005 90.468 78.869 3.260 8.339 127 3.075 
2006 125.944 114.776 3.380 7.788 140 4.166 
2007 154.473 143.573 3.598 7.302 136 3.888 
2008 164.196 153.932 3.838 6.426 130 3.693 
2009 158.952 150.005 3.612 5.335 150 4.201 
2010 153.868 145.666 3.262 4.940 156 4.510 
2011 147.467 139.743 3.302 4.422 156 4.624 
2012 145.935 138.155 3.453 4.327 164 4.881 
Fuente: Boletín de Estadísticas Laborales de la Subdirección General de Estadística del 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social (datos actualizados a 13 de marzo de 2013). 
 
Además, otra medida en el ámbito de la economía social y el 
autoempleo, se introduce con el Real Decreto-Ley 8/2014, de 4 de julio, de 
aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la 
eficiencia, que modifica el Real Decreto-Ley 3/2014, de 28 de febrero, de 
medidas urgentes para el fomento del empleo y la contratación indefinida, 
extiende la reducción de la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad 
Social por contingencias comunes, a la incorporación de personas como socios 
trabajadores de las cooperativas, así como los que se incorporen como socios 
trabajadores a las sociedades laborales. 
 
Un programa de apoyo presupuestario específico para cooperativas y 
sociedades laborales dependiente del Ministerio de Trabajo. La financiación de 
este programa proviene de tres partes: de la Unión Europea, del Estado y de las 
comunidades autónomas, estando regulados los fondos por cada una de las 
partes, aunque se gestionan por parte de estas últimas, ya que se encuentra 
descentralizada su gestión (Chaves et al., 2016). 
 




Anualmente se consignan créditos, desde 1998, en los Presupuestos 
Generales del Estado, en el programa “Desarrollo de la Economía Social y del 
Fondo Social Europeo”, a través de una partida presupuestaria de trasferencia 
directa del Estado a las comunidades autónomas (excepto Navarra y País Vasco 
que tienen su régimen propio). 
 
La distribución de estos créditos a las comunidades autónomas se 
establece anualmente en la conferencia sectorial de asuntos laborales de 
acuerdo en función de las tasas de paro registrado y creación de empleo en 
empresas cooperativas y laborales, y en función del grado de ejecución de los 
créditos asignados.  
 
Los gobiernos autonómicos, dependiendo de su grado de apuesta por 
políticas de fomento de este tipo de empresas, complementan estas 
subvenciones con nuevas ayudas con cargo a sus presupuestos, siendo esta 
realidad muy desigual tanto en el esfuerzo económico realizado como en la 
diversidad e innovación de las medidas de apoyo.  
 
Las partidas de transferencia directa del Estado a las comunidades 
autónomas se recogen en la tabla 3.2. 
  




TABLA 3.2. MEDIDAS DE FOMENTO DE COOPERATIVAS Y SOCIEDADES 
LABORALES DEL MINISTERIO DE EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
Línea de ayudas Conceptos incluidos 
Ayudas y subvenciones para el fomento 
del empleo en estas empresas. 
Subvención por incorporación de personas 
desempleadas como socias trabajadoras. 
Prestaciones de asistencia técnica. - Estudios de viabilidad, auditoría y asesoramiento. 
- Contratación de personal directivo y gerente. 
Realización de inversiones destinadas a 
contribuir a la creación, consolidación o 
mejora de la competitividad de estas 
empresas. 
- Ayudas directas a financiar inversiones. 
- Bonificaciones de tipos de interés de  préstamos. 
Formación, difusión y fomento. Formación, difusión y fomento de la economía 
social vinculadas directamente a la promoción del 
empleo. 
Apoyo a asociaciones de ámbito estatal. Subvenciones a estructuras representativas de la 
economía social. 
Fuente: Chaves (2012). 
 
Un tratamiento fiscal específico para las cooperativas: la necesidad de 
un tratamiento fiscal específico (Bahía, 2011), la mayoría de la doctrina y de los 
Estados (Bélgica, Italia, Portugal, España,…) entienden que son muchos los 
motivos que justifican este tratamiento especial para las cooperativas, por la 
restricción inherente específica a la naturaleza del capital en la cooperativa y por 
las rigurosas limitaciones en cuanto a dotación de reservas (fondos obligatorios) 
y posibilidades de disposición de las mismas. Por lo tanto, con este régimen se 
trata de articular un mecanismo de ajuste del sistema que consiga hacer tributar 
por la capacidad económica real de este tipo de empresas. 
 
En España se encuentra recogido en la Ley 20/1990, de 19 de 
diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas, contemplándose tres 
regímenes aplicables, a efectos tributarios, en función de las características de 
cada una de ellas, uno para las cooperativas no protegidas, otro para las 
protegidas y otro para las especialmente protegidas (las diferencias existentes se 
recogen en la tabla 3.3). Entre las especialmente protegidas se incluyen, siempre 
que cumplan una serie de requisitos, las cooperativas de trabajo asociado, las 
agrarias, las de explotación comunitaria de la tierra, las del mar y las de 
consumidores y usuarios. En el caso de las cooperativas de trabajo asociado, 
teniendo la condición de protegida, es decir, no encontrándose en situación de 
pérdida de condición de cooperativa, los requisitos son: 





• Que sean personas físicas las que presten su trabajo personal en la 
cooperativa para alcanzar sus fines sociales. 
• Que la retribución media total efectivamente devengada, incluido los 
anticipos y las cantidades exigibles de retornos cooperativos, no 
excedan del 200% de las retribuciones medias normales del sector en el 
que opera y que hubiera debido percibir si hubiera sido trabajador por 
cuenta ajena. 
• Que el número de asalariados con contrato indefinido no exceda del 10% 
del total de los socios. En el caso de que el número de socios sea 
inferior a diez, puede contratarse un asalariado. Este cálculo se realiza 
en función del número de socios y asalariados existentes durante todo el 
ejercicio económico, en proporción a su permanencia efectiva en la 
misma. 
 
Se podrá contratar mediante cualquier otra forma de contratación, sin 
dejar de ser especialmente protegida, cuando el número de jornadas legales 
realizadas por estos asalariados durante el ejercicio económico no supere el 
20% del total de jornadas legales de trabajo realizadas por los socios. Para el 
cómputo de estos porcentajes no se tomarán en consideración: 
 
• Contratos de trabajo en prácticas, para la formación en el trabajo o bajo 
cualquier otra fórmula establecida para la inserción laboral de jóvenes. 
• Socios en situación de suspensión o excedencia y el personal que le 
sustituya. 
• Personal asalariado que una cooperativa deba contratar por tiempo 
indefinido según lo establecido en el artículo 44 del Estatuto de los 
Trabajadores, en los casos expresamente autorizados. 
• Socios en situación de prueba. 
 
TABLA 3.3. FISCALIDAD COMPARADA DE LAS COOPERATIVAS 
Forma jurídica CEP CP ERD ERG 




Impuesto sobre Sociedades 
1. Tipo impositivo en Actyividad Cooperativizada 
2. Bonificación cuota íntegra positiva 




















Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 
1. Gastos de constitución, aumento de capital,… 
2. Gastos de adquisición de bienes 








Fuente: Chaves (2010). 
 
Cabe destacar que hay que realizar una separación entre los resultados 
cooperativos y extracooperativos. Los primeros tienen un tipo impositivo 
especial, que en el caso de las cooperativas especialmente protegidas gozan de 
una bonificación de la cuota íntegra del 50%, mientras que los extracooperativos 
tributan, en todos los casos, al régimen general (30%), además, de tener que ir 
destinados por imperativo legar a fondos irrepartibles a través del Fondo de 
Reserva Obligatorio y el Fondo de Educación y Promoción (en la Ley 14/2011 de 
Sociedades Cooperativas Andaluzas se establece que los resultados 
extracooperativos se destinarán, como mínimo, un 25% al Fondo de Reserva 
Obligatorio y otro 25% al Fondo de Formación y Sostenibilidad). 
 
Esta separación de los resultados y su diferente tratamiento fiscal genera 
dificultades técnicas para el estricto cumplimiento de las reglas establecidas 
hace que se haya producido una acusada inactividad administrativa como 
consecuencia de las dificultades propias del régimen aplicable y las importantes 
diferencias que guarda respecto a la regulación general, este hecho ha 
provocado una carencia de técnicos en la Administración Tributaria con 
conocimientos suficientes sobre las particularidades propias de la regulación 
cooperativa. Quizás sean estos los motivos por los cuales se ha producido una 
prolongada pervivencia de la Ley 20/1990 que contrasta con la variabilidad 
existente en la normativa tributaria (Rodrigo, 2010). 
Esta perdurabilidad no significa que el texto legal mantenga el alcance y 
los efectos que tenía cuando entró en vigor, ya que buena parte de los incentivos 
fiscales han ido perdiendo su trascendencia con el paso de los años (Rodrigo, 




2010). Tal es el caso de la exención en el ITP para la adquisición de bienes 
(contemplada en el Estatuto fiscal de 1969) por la existencia del IVA, la exención 
por operaciones societarias o la generalizada exoneración tributaria en el IAE al 
estar actualmente exentas las personas jurídicas con un volumen de negocios 
inferior al millón de euros. Aunque la merma más importante, en comparación 
con otras empresas, se produce en la fiscalidad de las cooperativas, ya que la 
rebaja generalizada de los tipos impositivos del Impuesto de Sociedades, no se 
ha extendido a este tipo de entidades, como es el caso del tipo súper reducido 
del 15% para empresas de reducida dimensión que reinviertan beneficios y el 
incremento de las deducciones que pueden acogerse (Chaves y Savall, 2013) 
establecido en la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 
emprendedores y a su internacionalización. 
 
Además, los requisitos establecidos en la Ley 20/1990 no siempre 
coinciden con los establecidos en las regulaciones autonómicas de las 
cooperativas, dificultando el cumplimiento de los mismos para la consideración 
de la cooperativa como especialmente protegida (Alfonso, 2009). 
 
Respecto al tema fiscal hay que destacar dos cuestiones: por un lado, la 
presión fiscal es variable según la comunidad autónoma dependiendo de la 
legislación sustantiva aplicable (Chaves, 2012); y, por otro, la fiscalidad 
cooperativa ha sido cuestionada por las instituciones comunitarias por 
concebirse como una ayuda de Estado, teniendo que ser revisada (Alguacil 
2010, Rodrigo 2010 y Bahía 2011). 
 
La Decisión de 15 de Diciembre de 2009, de la Comisión, sobre la Ayuda 
de Estado española C 22/2001, referida a las medidas de apoyo al sector 
agrícola como consecuencia de la subida de los carburantes, parece haber 
puesto en cuestión la compatibilidad del tratamiento fiscal de las cooperativas 
españolas con el régimen europeo de Ayudas de Estado (Alguacil, 2010). La 
Decisión ha sido recurrida ante el TUE. 
La sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea del 9 de 
agosto de 2011 ha clarificado la fiscalidad especial de las cooperativas en 




instancias europeas, ya que esta tributación especial se considera compatible 
con el mercado común (Chaves y Saball, 2013). 
 
En el caso de las sociedades laborales, el tratamiento fiscal específico 
es bastante más limitado que en el caso de las cooperativas. En la Ley 4/1997, 
para poder optar a estas bonificaciones deben de tener la calificación de laboral 
y dotar el fondo de especial de reserva, en el ejercicio en que se produzca el 
hecho imponible, con un 25% del beneficio líquido. Esta medida está orientada a 
facilitar la constitución y aumento de capital de estas sociedades, las 
transformaciones en sociedades laborales, adquisición de bienes y derechos de 
la empresa de procedencia de la mayoría de los socios trabajadores y la 
constitución de préstamos para inversiones en activos fijos necesarios para el 
desarrollo del objeto social. Si perdiera la calificación como laboral, antes de 
cinco años desde su constitución o transformación, perdería los beneficios 
tributarios. Las bonificaciones a las que tiene derecho se recogen en la tabla 3.4. 
 












Constitución y ampliaciones de capital. Exención (ahorro 
fiscal del 1%). 
Constitución de préstamos para invertir en activos fijos 
necesarios para la actividad. 
Bonificación del 
99% (sólo tributa al 
1%) 
Trámites de trasformación de una sociedad existente en 
sociedad laboral. 
Trasmisiones Patrimoniales Onerosas para la 
adquisición de bienes y derechos relacionados con la 
empresa anterior de la mayoría de los socios 
trabajadores de la sociedad laboral. 
Impuesto de 
sociedades 
Bienes adquiridos en los cinco primeros años desde la 




Fuente: Martín (2010). 
 
Con la entrada en vigor de la Ley 44/2015, el 14 de noviembre de 2015, 
que deroga la anterior Ley, los beneficios fiscales, de las sociedades calificadas 
como tales, es la bonificación del 99% de las cuotas devengadas por 




transmisiones patrimoniales onerosas, por la adquisición de bienes derechos de 
la empresa de la que proceda la mayoría de los socios trabajadores de la nueva 
sociedad. Para gozar de este beneficio, deben de cumplir los requisitos exigidos 
para su calificación, es decir, que la mayoría del capital sea propiedad de 
trabajadores indefinidos de la sociedad, que ninguno tenga más de una tercera 
parte del capital, salvo que la sociedad esté constituida por dos socios con el 
capital y los votos distribuidos al 50% y que no se superen, durante más de doce 
meses, el 49% del número de horas-año de trabajo de los socios por personas 
trabajadoras indefinidas que no sean socios. Además, debe dotar a una reserva 
especial con el 10% del beneficio líquido de cada ejercicio hasta alcanzar al 
menos el doble del capital social. Este beneficio fiscal es sin perjuicio de los 
regímenes tributarios forales vigentes. Su descalificación como laboral conlleva 
la pérdida y el reintegro de los beneficios y ayudas públicas desde el momento 
en el que se incurre en la causa de descalificación. 
 
En definitiva, los regímenes tributarios actualmente existentes para 
ambas entidades no están resultando interesantes, no siendo incentivo para la 
creación de este tipo de empresas, ni para la creación de empleo de calidad a 
través de las mismas, ya que el diferencial con el resto de empresas se está 
aminorando rápidamente. 
 
Por otro lado, la aprobación de la Ley 5/2011, de Economía Social, 
partiendo del informe elaborado por una Comisión independiente de personas 
expertas, establece un punto de inflexión en las políticas de fomento de 
cooperativas y de la economía social nacional.  
 
El objetivo de esta Ley es la configuración de un marco jurídico para el 
reconocimiento y mejor visibilidad de la economía social, dotándole de mayor 
seguridad jurídica a través de una definición de la economía social, 
estableciendo los principios que contemplan las distintas entidades que las 
forman. Estos principios orientadores son los siguientes: 
• Aplicación de los resultados obtenidos de la actividad económica en 
función del trabajo aportado o la actividad realizada por sus miembros. 




• Primacía de las personas y del fin social sobre el capital, concretándose 
en una gestión autónoma y trasparente, democrática y participativa. 
• Promoción de la solidaridad interna y con la sociedad que favorezca el 
compromiso con el desarrollo local, la igualdad de oportunidades, la 
cohesión social, inserción de personas en riesgo de exclusión social, 
generación de empleo estable y de calidad, conciliación de la vida 
familiar, personal y laboral y la sostenibilidad. 
• Independencia respecto a los poderes públicos. 
 
La Ley recoge el conjunto de las distintas entidades que contempla la 
economía social: las cooperativas, las mutualidades, las fundaciones y las 
asociaciones con actividad económica, las sociedades laborales, las empresas 
de inserción, los centros especiales de empleo, las cofradías de pescadores, las 
sociedades agrarias de trasformación y las entidades singulares creadas por 
normas específicas que se guíen por los principios contemplados en la propia 
Ley. También forman parte, las entidades que realizan actividad económica y 
empresarial, que funcionen en base a los principios orientadores y que se 
incluyan en el catálogo de entidades de economía social. 
 
También recoge la importancia de la interlocución de los poderes 
públicos con las organizaciones representativas de las distintas entidades que 
componen la economía social. 
 
Según esta ley, son objetivos de las políticas de promoción de la 
economía social para los poderes públicos: 
 
• Eliminar los obstáculos que impidan la actividad económica de las 
entidades de economía social, prestándose especial atención a la 
simplificación de trámites administrativos para la puesta en marcha de  
las distintas entidades. 
• Facilitar las iniciativas de estas organizaciones. 
• Promover sus principios y valores. 




• Promover la formación y readaptación profesional en este ámbito. 
• Facilitar la innovación tecnológica y organizativa a los emprendedores de 
estas entidades. 
• Crear un entorno que fomente el desarrollo de las iniciativas económicas 
y sociales. 
• Involucrarlas en las políticas activas de empleo, sobre todo en beneficio 
de los sectores más afectados por el desempleo, mujeres, jóvenes y 
parados de larga duración. 
• Introducirla en los planes de estudio de las distintas etapas educativas. 
• Fomentar su desarrollo en áreas como el desarrollo rural, la dependencia 
y la integración social. 
 
Por otra parte, nos encontramos con un cambio de modelo en el que el 
Estado adopta un modelo más participativo en el que invita a los grupos sociales, 
aquellos dotados de mayor capacidad de representación de esos intereses, a 
que participen en los procesos políticos. 
 
Las organizaciones de economía social que tienen más influencia ante la 
Administración Pública son la Confederación Empresarial Española de la 
Economía Social (CEPES), la Confederación Española de Cooperativas de 
Trabajo Asociado (COCETA), la Confederación de Cooperativas Agrarias de 
España (CCAE), la Confederación Española de Cooperativas de Consumidores 
y Usuarios (HISPACOOP), la Unión Española de Cooperativas de Enseñanza 
(UECOE), la Unión Nacional de Cooperativas del Mar de España (UNACOMAR), 
la Unión Nacional de Cooperativas de Crédito (UNACC), la Confederación de 
Cooperativas de Viviendas de España (CONCOVI) y la Confederación Española 
de Sociedades Laborales (CONFESAL). 
 
En conclusión, su integración en numerosas políticas públicas supone un 
reconocimiento de este tipo de entidades en la consecución de objetivos de 
interés social. Su reconocimiento por parte de las diferentes administraciones 
públicas, tanto estatales como autonómicas y su voluntad por renovar las 




políticas de fomento de la economía social constituyen una novedad en nuestro 
país que requiere un profundo análisis para la obtención de sus consecuencias 
para avanzar en una mayor eficacia de las políticas públicas y para lograr un 
modelo de desarrollo social y económico más equilibrado y sostenido (Chaves, 
2007). 
 
Por otra parte, pese a la inclusión de la economía social en la Estrategia 
de emprendimiento y empleo joven (2013-16), queda pendiente de aplicación, 
pasados los dos años para el cumplimiento de objetivos de la misma, tanto la 
gran mayoría de medidas de contenido innovador como la evaluación de su 
impacto, no habiéndose incluido tampoco a estas entidades en el Informe de 
evaluación del impacto de la reforma laboral (Chaves et al., 2014). 
 
Finalmente, cabe destacar, pese al reconocimiento de la economía 
social por parte de gobiernos nacionales y autonómicos, se ha producido una 
reducción significativa del presupuesto destinado al fomento de la economía 
social en España, durante el periodo comprendido entre 2008 y 2014, 
acumulando un recorte del 44,1% (Chaves et al., 2016). 
 
3.2.2. ANÁLISIS DE LAS POLÍTICAS ADOPTADAS POR COMUNIDADES 
 
Se realiza un análisis de las siete comunidades autónomas que 
presentan una mayor concentración de empresas de economía social junto con 
Andalucía. 
 
Dichas Comunidades se han seleccionado de acuerdo con el estudio 
realizado por Martí-Costa (2010) en el que se analizan aquellas Comunidades en 
función tanto de la presencia de cooperativas como la promoción que se realiza 
de las mismas, la creación de cooperativas en los últimos años o por el total de 
cooperativas existentes en el territorio. Por otro lado, ha tenido en cuenta tanto la 
selección de zonas con alto peso demográfico y que representan grandes zonas 
del territorio español, abarcando regiones al norte, sur, este y oeste de la 
geografía española. 
 




3.2.2.1. Comunidad de Castilla la Mancha 
 
Las competencias de promoción de la economía social son asumidas por 
la Dirección General de Trabajo, Formación y Seguridad Laboral, teniendo como 
objetivo promover, ayudar y potenciar la economía social en Castilla-La Mancha 
a través del fomento de la creación de cooperativas y sociedades laborales y del 
apoyo económico continuado a las mismas, como se recoge en el Decreto 
81/2015, de 14/07/2015 y el Decreto 189/2015, de 25/08/201, por el que se 
establece la estructura orgánica y se fijan las competencias de los órganos 
integrados en la Consejería de Economía, Empresas y Empleo. 
 
Cabe destacar dentro del apartado normativo la publicación la Ley 
11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que viene 
a adaptar la legislación aplicable a las cooperativas de esta comunidad (la 
anterior normativa es del año 2002) al nuevo contexto con el fin de dotarlas de 
una nueva Ley, moderna, clara y flexible, en la que se plasmen las exigencias 
presentes y se anticipen las demandas futuras de este tipo de empresas, y que 
contemple el trascendental desarrollo legislativo producido. 
 
El objeto de esta Ley es doble: 
 
• Fomentar la constitución de cooperativas. Para ello, opta por una Ley, 
respetando los principios cooperativos, basada en la autonomía de los 
socios para su autorregulación, dotándola de una mayor flexibilidad en el 
régimen económico y societario, intentando buscar fórmulas que 
aumentar su financiación. 
• Reforzar el papel de las cooperativas conjugando, equilibradamente, la 
estabilidad y la protección patrimonial de la misma, con los derechos de 
sus socios, configurándolas como sociedades modernas y competitivas. 
Entre los aspectos más destacables se encuentra la posibilidad de 
creación de microempresas cooperativas, en el caso de cooperativas de trabajo 
asociado y de explotación comunitaria de la tierra, pudiendo constituirse con 
entre dos y diez socios, al objeto de facilitar a las personas emprendedoras de 




esta nueva forma de autogestión, considerándose fundamental en el proceso de 
dinamización económica y creación de empleo. 
 
También, a nivel normativo existen dos normas destacables relacionadas 
directamente con la economía social: 
 
• Decreto 193/2005, de organización y funcionamiento del Consejo 
Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, creado en la Ley 
20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, estableciendo el 
Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha como 
órgano de promoción y difusión del cooperativismo y de la economía 
social, con funciones de carácter consultivo, asesor y de colaboración 
con la Administración de la Junta de Comunidades de esta comunidad. 
• Decreto 72/2006, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y 
Mediación en el ámbito de la Economía Social. En este Decreto se 
establece el procedimiento para la solicitud y tramitación de los 
mecanismos de resolución extrajudicial de conflictos, la mediación, la 
conciliación y el arbitraje cooperativos recogidos en la Ley 20/2002 de 
Cooperativas de Castilla-La Mancha, contemplándose también en este 
Decreto la posibilidad de que las sociedades laborales también puedan 
beneficiarse de esta alternativa por ser entidades de economía social. 
 
Además, Ley 15/2011 de Emprendedores, Autónomos y Pymes, tiene el 
objetivo de articular los recursos disponibles de las distintas administraciones 
públicas para fomentar el emprendimiento. Crea el Observatorio Regional de 
Mercado, para realizar las comprobaciones y prospecciones de mercado que 
permitan determinar criterios de ayuda preferencial en la generación de 
empresas y empleos, con el objetivo de generar un nuevo enfoque en los fondos 
empleados por el gobierno regional para el fomento empresarial. 
También se proponen medias de fomento de la cultura empresarial, de 
simplificación administrativa, de acción positiva para fomentar la prevención de 
riesgos laborales en el emprendimiento, ayudas económicas al emprendimiento, 
líneas de apoyo y el acceso al crédito, la potenciación de la internacionalización 




y, por último, se recoge, otras medidas para fomentar la conciliación de la vida 
familiar, laboral y personal en las empresas mediante incentivos. 
 
Respecto a las ayudas, recientemente se ha puesto en marcha el 
Decreto 22/2017, de 21 de marzo, por el que se regula la concesión directa de 
subvenciones en el marco del Programa de Promoción de Cooperativas y 
Sociedades Laborales en Castilla-La Mancha, ayudas que estaban derogadas 
desde el año 2012. 
 
3.2.2.2. Comunidad de Cataluña 
 
Las competencias en esta materia son asumidas por la Dirección 
General de Economía Social, el Tercer Sector, las Cooperativas y el 
Autoempresario, dependiente del Departamento de Trabajo, Asuntos Sociales y 
Familias, como se recoge en Decreto 2/2016, de 13 de enero, de creación, 
denominación y determinación del ámbito de competencia de los departamentos 
de la Administración de la Generalidad de Cataluña. 
 
Esta comunidad cuenta con un servicio de resolución extrajudicial de 
conflictos cooperativos, Decreto 171/2009, por el cual se aprueba el Reglamento 
del procedimiento de conciliación, mediación y arbitraje ante el Consejo Superior 
de la Cooperación, poniendo a disposición de las cooperativas vías alternativas a 
la jurisdicción ordinaria para resolver los posibles conflictos y favoreciendo 
soluciones neutrales, objetivas y económicamente ventajosas. La característica 
diferencial de esta resolución de conflictos en materia cooperativa es su 
especialización, que junto con la proximidad territorial garantiza los 
conocimientos específicos de la realidad cooperativa y permite alcanzar 
resoluciones satisfactorias para todas las partes. 
 
La legislación cooperativa vigente es la Ley 13/2003, de 13 de junio, de 
modificación de la Ley 18/2002, de 5 de julio, de cooperativas, sin que se haya 
actualizado desde entonces, al contrario de lo ocurrido en otras comunidades 
autónomas. 
 




Entre los programas más relevantes puestos en marcha en los últimos 
años, están los planes de dinamización territorial, Departamento de Economía y 
Empleo 2013a. Estos programas son el resultado de un proyecto piloto que se 
impulsó desde la Dirección General de Economía Cooperativa y Creación de 
Empresas durante el año 2009 y que ha permitido profundizar en la promoción 
del modelo económico y social que representa la economía cooperativa en el 
territorio. Han participado cuatro ayuntamientos y cuatro consejos comarcales y 
el resultado ha sido la realización de ocho planes de dinamización. A partir de su 
puesta en funcionamiento, se prevé la consolidación de un modelo de promoción 
y fomento de la economía cooperativa en estrecha colaboración con el sistema 
local. 
 
Consiste en la promoción de un modelo organizativo territorial para 
impulsar la economía cooperativa a través del propio territorio, el crecimiento y la 
consolidación de empresas de economía cooperativa, y tiene por objetivos: 
 
• Realizar un diagnóstico de la situación del cooperativismo y de su 
potencial en cada territorio. 
• Establecer y consolidar una mesa de concertación a nivel territorial con 
otros agentes para trabajar coordinadamente. 
• Elaborar un plan de actuación de promoción del cooperativismo a tres 
años vista: Plan de Dinamización de la Economía Cooperativa. 
 
La economía social en Cataluña dispone de programas y ayudas 
específicas como por ejemplo: 
 
• Línea de Financiación para la economía social; se trata de una línea de 
préstamos en colaboración con el Instituto Catalán de Finanzas (ICF), 
que cuentan con la garantía del Departamento para la financiación de 
estas empresas. Los préstamos se pueden destinar a cuatro finalidades 
diferentes: la financiación de inversión en activos fijos de inmovilizado 
material e inmaterial, la capitalización, necesidades de circulante y para 
compromisos de pago para contratos del sector público. 




• Ayudas a la incorporación de socios; la última convocatoria fue en julio 
de 2016. 
• CapitalCoop: ayudas a la capitalización de cooperativas; la última 
convocatoria fue en octubre de 2016. 
• Ayudas a la contratación de jóvenes por parte de cooperativas y 
sociedades laborales; última convocatoria en 2016. 
• Línea de avales a cooperativas y sociedades laborales; la última 
convocatoria estuvo abierta hasta diciembre de 2016. 
• Programa Aracoop; acompañamiento a la creación, consolidación, 
crecimiento y la internacionalización de empresas de economía social 
 
Otro de los elementos destacables de financiación es la Sociedad de 
inversión cooperativa (SICOOP), Departamento de Economía y Empleo 2013b. 
Se trata de una sociedad de capital riesgo que aporta financiación a proyectos 
relacionados con el crecimiento y la creación de nuevas actividades en un marco 
multisectorial. SICOOP ha sido creada a través de un convenio firmado entre 
Departamento de Empresa y Ocupación, ICF Holding, GrupClade, Caixa 
Catalunya, Caixa Manresa, Caixa Sabadell Tinèlia, SL, CrèditCooperatif y Esfin. 
 
Pueden acceder a su financiación las cooperativas, sociedades laborales 
y sociedades mercantiles participadas por cooperativas, financiando proyectos 
de inversión para el crecimiento, expansión y generación de nuevas actividades 
de cualquier sector de actividad, excepto los sectores inmobiliarios y financieros. 
Cada proyecto analizado independientemente y la inversión se podrá estructurar 
en forma de préstamo participativo o capital social, en función de cada caso, sin 
que implique una participación en la gestión de las empresas, pudiendo invertir 
hasta un máximo de 1.500.000 euros, excepto de casos excepcionales. Al 
compartir el riesgo con los socios de las cooperativas y sociedades, la 
rentabilidad obtenida varía en función de la evolución futura de la actividad de 
cada empresa. 
 




También existe un servicio de atención a emprendedores y creación de 
empresas, Xarxa Emprèn, a través de más de 150 entidades repartidas por todo 
el territorio autonómico, con un personal técnico formado por 500 personas. 
Dispone de cinco programas estando uno de ellos dedicado a cooperativas y 
sociedades laborales. 
 
Por otro lado, está Barcelona Activa (http://www.barcelonactiva.cat), que 
es la entidad que ejecuta las políticas de promoción económica del Ayuntamiento 
de Barcelona, impulsando el crecimiento económico de Barcelona y su ámbito de 
influencia, apoyando a las empresas, la iniciativa emprendedora y el empleo 
desde hace 25 años. También, promociona la ciudad internacionalmente y sus 
sectores estratégicos, en clave de proximidad al territorio. 
 
3.2.2.3. Comunidad de Madrid 
 
La Unidad de Autónomos, Economía Social y Responsabilidad Social de 
las Empresas (con rango de Subdirección), dentro de la Viceconsejería de 
Hacienda y Empleo, es la que tiene las competencias relacionadas con la 
economía social en esta Comunidad, de acuerdo con el Decreto 193/2015, de 4 
de agosto, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura 
orgánica de la Consejería de Economía, Empleo y Hacienda: 
 
• Diseña, elabora y ejecuta el plan regional de difusión del espíritu 
empresarial y el autoempleo destinado a emprendedores, pequeños 
empresarios, profesionales y trabajadores de la economía social. 
• Gestiona la convocatoria de las subvenciones y ayudas públicas del 
Estado en materia de formación para el empleo, formación continua, 
emprendedores y economía social. 
 
Las cooperativas de esta Comunidad se rigen por la Ley 4/1999, de 30 
de marzo, de Cooperativas de la Comunidad de Madrid, no habiéndose 
modificado la misma desde su fecha de publicación. 
 




Las últimas ayudas específicas para este tipo de empresas son las 
“Ayudas para el fomento del empleo y mejora de la competitividad en las 
cooperativas y sociedades laborales”, cuya última convocatoria fue en 2016 
reguladas por la Orden de 15 de abril de 2016, de la Consejera de Economía, 
Empleo y Hacienda, de corrección de errores de la Orden de 23 de diciembre de 
2015, de la Consejera de Economía, Empleo y Hacienda. 
 
Otra fuente de financiación para las empresas de la Comunidad es a 
través de microcréditos Microbank, el Banco Social de la Caixa, préstamos, sin 
garantía ni aval, que podrán llegar a ser de hasta el 95% de la inversión prevista 
en su proyecto de emprendimiento, o del proyecto ampliación del negocio 
existente. La cuantía podrá ser de hasta 25.000 euros por proyecto. 
 
Los destinatarios de estos microcréditos son emprendedores con un 
proyecto de autoempleo, autónomos con una renta de hasta 60.000 euros o 
empresas con menos de 10 empleados y una facturación anual inferior a los 
500.000 euros. La financiación puede estar destinada para la puesta en marcha 
de un proyecto, para la ampliación del negocio ya iniciado o incluso para atender 
necesidades específicas de una empresa en funcionamiento. 
 
Además, la Comunidad de Madrid, a través de la Consejería de Empleo, 
Turismo y Cultura y en colaboración con distintas consejerías, desarrolla distintos 
programas para ayudar a los emprendedores y emprendedoras a poner en 
marcha su empresa. Desde el portal www.emprendelo.es se puede acceder a 
información, asesoramiento, ayudas y formación que permiten a las personas 
emprendedoras a definir con mayor claridad a la idea de empresa y, además, 
definir un itinerario encaminado a la creación de la empresa con la ayuda de un 
asesor. No tienen ningún programa específico para el fomento de empresas de 
economía social. 
 
Por otro lado, el Ayuntamiento de Madrid creó en 2005 la Agencia de 
Desarrollo Económico 'Madrid Emprende' (www.madridemprende.com), para 
impulsar la competitividad del tejido empresarial de la capital. La Agencia ha 
desarrollado su actividad en cuatro direcciones: fomento del talento 




emprendedor, mejora de las infraestructuras empresariales, apoyo a la 
innovación en la PYME y promoción de la inversión extranjera. 
 
Otro programa interesante es “Impulsa a un emprendedor”, iniciativa que 
pretende desarrollar una red de personas empresarias (impulsores) con 
excedentes de recursos y recursos infrautilizados para invertirlos en nuevos 
proyectos. Los impulsores ponen en valor sus recursos (diversifican) y los 
emprendedores cuentan con fondos para el inicio de su actividad. También 
cuenta con los siguientes recursos: 
 
• Espacios de oficina, locales o almacenes en donde desarrollar su 
actividad productiva y empresarial. 
• Equipamientos. 
• Otros servicios, como recepción y secretaría, servicios de reprografía no 
utilizados, servicios de prototipado y testado, contactos, etc. 
 
3.2.2.4. Comunidad de Murcia 
 
Las competencias sobre economía social las tiene la Dirección General 
de Relaciones Laborales y Economía Social que depende de la Consejería de 
Desarrollo Económico, Turismo y Empleo como se recoge en el Decreto n.º 
213/2015, de 6 de agosto, por el que se modifica el Decreto nº 112/2015, de 10 
de julio, por el que se establecen los Órganos Directivos de la Consejería de 
Desarrollo Económico, Turismo y Empleo. 
La Ley 8/2006 de Sociedades Cooperativas de la Región de Murcia fue 
aprobada por ausencia de una legislación anterior en materia cooperativa en la 
Región y se estaba aplicando de manera supletoria la normativa estatal. Esta 
normativa no marca grandes diferencias con la de ámbito estatal con el objeto de 
no marcar grandes diferencias que afectaran a las entidades ya existentes. 
Respecto a las ayudas destinadas a la economía social, está la Orden 
de 2 de mayo de 2016 del titular de la Consejería de Desarrollo Económico, 
Turismo y Empleo, de bases reguladoras de subvenciones para programas de 
fomento de la economía social, estableciendo seis líneas de actuación: empleo 




en cooperativas y sociedades laborales, aportaciones en economía social, 
difusión y fomento de la economía social, organizaciones empresariales de 
economía social, inversiones en economía social y economía social en las 
universidades públicas. 
 
En el año 2013 se firmó un Pacto Regional por la Economía Social 
(Gobierno Regional, 2013), por el Gobierno Regional, la Unión de Cooperativas 
de Trabajo Asociado de la Región de Murcia (UCOMUR), la Asociación de 
Empresas de Economía Social de la Región de Murcia (AMUSAL), la Federación 
de Cooperativas Agrarias de Murcia (FECOAM), la Unión de Cooperativas de 
Enseñanza de la Región de Murcia (UCOERM) y la Federación de Sociedades 
Agrarias Cooperativas de Murcia (FECAMUR), para consolidar las líneas de 
apoyo para la promoción de la economía social, desarrollar los factores de 
competitividad, fomentar el empleo y la formación, así como las condiciones de 
trabajo y las relaciones en estas empresas. 
 
3.2.2.5. Comunidad Foral de Navarra 
 
El Decreto Foral 170/2015, que establece la estructura orgánica de la 
Vicepresidencia de Desarrollo Económico, asigna a la Dirección General de 
Política Económica y Empresarial y Trabajo el apoyo a la economía social, 
desarrollado por Sección de Economía Social, Trabajo Autónomo y Registros 
Públicos Laborales que se encuentra incluida dentro del Servicio de Trabajo. 
 
La Ley de cooperativas de Navarra es la Ley Foral 14/2006, donde, 
después de diez años de vigencia de la normativa anterior que regulaba las 
cooperativas navarras, se actualiza recogiendo las peticiones formuladas por el 
sector, principalmente el agrario, presentando novedades como la reducción de 
cinco a tres los socios mínimos para constituir una cooperativa de trabajo 
asociado, se fomentan nuevas vías de financiación para determinados supuestos 
y se instaura la cooperativa de iniciativa social. 
 
Respecto al régimen fiscal, está regulado por la Ley Foral 9/1994, 
reguladora del régimen fiscal de las cooperativas de Navarra. En ella, para las 




cooperativas protegidas, se contemplan beneficios tributarios que afectan al 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 
(exención en operaciones societarias, préstamos y Fondo de Educación y 
Promoción), al Impuesto sobre Sociedades (libertad de amortización) y a los 
tributos locales (bonificación del 95 por 100 en Licencia Fiscal y Contribución 
Rústica y Pecuaria). En el caso de las especialmente protegidas disfrutarán, 
además, de la exención en Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados para la adquisición de bienes y derechos y en el Impuesto sobre 
Sociedades de la bonificación del 50 por 100 de la cuota. También se establecen 
beneficios fiscales para las cooperativas de segundo grado y para las uniones, 
federaciones y confederaciones de cooperativas. 
 
Por otro lado, las subvenciones vigentes para este tipo de empresas 
estuvieron con el plazo abierto para su solicitud en febrero de 2017. Están 
reguladas por Resolución 416/2014, de 19 de febrero, de la Directora Gerente 
del Servicio Navarro de Empleo. 
 
Aparte, desde el Servicio Navarro de Empleo, con el objetivo de ayudar y 
colaborar con las personas emprendedoras de la Comunidad Foral Navarra se 
pone a su disposición la Red Emprende (www.i-emprende.com), sin que se 
desarrolle ningún programa específico para este tipo de entidades.  
  




3.2.2.6. País Vasco 
 
Las competencias en esta materia son asumidas por la Dirección de 
Economía Social del Departamento de Trabajo y Justicia, como se recoge en el 
decreto 24/2016, de 26 de noviembre, del Lehendakari, de creación, supresión y 
modificación de los Departamentos de la Administración de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco y de determinación de funciones y áreas de actuación 
de los mismos. 
 
Por otro lado, la normativa que regula a las cooperativas de esta 
comunidad es la siguiente: 
 
• Ley 4/1993, de 24 de junio, de Cooperativas de Euskadi, modificada por 
la Ley 1/2000, de 29 de junio, de modificación de la Ley de Cooperativas 
de Euskadi y la Ley 8/2006, de 1 de diciembre, de segunda modificación 
de la Ley de Cooperativas de Euskadi.  
• Ley 6/2008, de la Sociedad Cooperativa Pequeña de Euskadi. Esta Ley 
surge como respuesta a la progresiva sensibilización a adoptar 
iniciativas orientadas a favorecer la simplificación de trámites de 
constitución en el seno de las instituciones de la Unión Europea en los 
últimos años. En ella se regulan aquellas sociedades cooperativas de 
primer grado, de trabajo asociado o de explotación comunitaria, 
integradas por un mínimo de dos y un máximo de diez personas socias 
trabajadoras o socias de trabajo de duración indefinida. 
• Decreto 64/1999, de 2 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento 
sobre procedimientos y requisitos relativos a las sociedades 
cooperativas de utilidad pública. Aquellas que contribuyan, a través del 
desarrollo de sus funciones, a la promoción del interés general de 
Euskadi pueden ser declaradas de utilidad pública. Son consideradas 
como tales las que en su objeto social cubran los siguientes fines: 
asistencia social, cívicos, educativos, culturales, científicos y de 
investigación, deportivos, sanitarios, de cooperación para el desarrollo, 
defensa del medio ambiente, fomento de la economía social, fomento de 




la paz social y ciudadana, o cualesquiera otros fines de naturaleza 
análoga. La declaración de utilidad pública les beneficia, entre otros 
derechos, en exenciones, bonificaciones, subvenciones y demás 
beneficios de carácter económico, fiscal y administrativo que en cada 
caso se acuerden. 
• Decreto 61/2000, de 4 de abril, por el que se regulan las Cooperativas de 
iniciativa Social. Se incluyen en este Decreto aquellas que, sin ánimo de 
lucro e independientemente de su clase, tienen por objeto social, bien la 
prestación de servicios asistenciales, mediante la realización de 
actividades sanitarias, educativas, culturales u otras de naturaleza social, 
o bien el desarrollo de cualquier actividad económica que tenga por 
finalidad la integración laboral de personas que sufran cualquier clase de 
exclusión social y, en general, la satisfacción de necesidades sociales no 
atendidas por el mercado. 
 
En relación al apoyo financiero que reciben, las ayudas vigentes en el 
año 2016 para las empresas de economía social de esta región son las 
siguientes: 
 
• Ayudas emprender en economía social: constitución 2016. 
• Ayudas incorporación de personas socias en empresas de economía 
social 2016. 
• Ayudas emprender en economía social: promoción 2016. 
• Ayudas estructuras asociativas 2016: economía solidaria y centros 
especiales de empleo. 
• Ayudas emprender en economía social: promoción territorial planificada 
2016. 
• Ayudas emprender en economía social: viabilidad 2016. 
• Ayudas estructuras asociativas 2016: confederaciones y otras 
federaciones de cooperativas. 




• Ayudas estructuras asociativas 2016: trabajo asociado y sociedades 
laborales. 
• Ayudas intercooperación en la economía social 2016. 
• Ayudas formación en la economía social 2016. 
• Ayudas asistencia técnica en la economía social 2016. 
 
Por último, cabe destacar que el Servicio Vasco de Emprendimiento 
(http://www.spri.eus/es) que nace con el objetivo de coordinar y ordenar los 
recursos existentes de emprendimiento en Euskadi, es la red de intercambio de 
conocimientos y desarrollo de proyectos, abierta a la participación de todos los 
que tienen algo que ver en materia de emprendimiento. Depende del 
Departamento de Desarrollo Económico e Infraestructuras. 
 
3.2.2.7. Comunidad Valenciana 
 
Las competencias en esta materia las tiene la Dirección General de 
Economía, Emprendimiento y Cooperativismo, que se encuentra en la Secretaría 
Autonómica Economía Sostenible, Sectores Productivos, Comercio y Trabajo de 
la Conselleria de Economía, Industria, Turismo y Empleo, como se recoge en el 
Decreto 157/2015, de 18 de septiembre, del Consell, por el que se aprueba el 
Reglamento orgánico y funcional de la Conselleria de Economía Sostenible, 
Sectores Productivos, Comercio y Trabajo. 
 
La legislación cooperativa aplicable en la Comunidad es la Ley 8/2003, 
de 24 de marzo, de Cooperativas de la Comunidad Valenciana (BOE núm. 87 de 
11 de abril de 2003). 
 
Las ayudas destinadas a la economía social en esta Comunidad para el 
año 2017 son las recogidas en la Resolución de 5 de mayo de 2017, del 
conseller de Economía sostenible, Sectores Productivos, Comercio y Trabajo. 
 
Por último, cabe destacar la plataforma de emprendedores 
(www.emprendedores.gva.es) que la Generalitat pone a disposición de las 




personas emprendedoras, donde se encuentra recopilada toda la información de 





POLÍTICAS PÚBLICAS DE FOMENTO DE LA  
ECONOMÍA SOCIAL EN ANDALUCÍA 
 
 
En este capítulo se describe la situación actual de la economía social en 
Andalucía y su evolución histórica, partiendo del año 2002, año en el que se 
firma el primer Pacto Andaluz por la Economía Social. Se recapitulan todas las 
medidas de fomento de la economía social desde el año 2002 hasta la 
actualidad. Posteriormente, se analiza la evolución y la actividad actual de 
Andalucía Emprende, entidad encargada de implementar las políticas de 
fomento del emprendimiento de la Junta de Andalucía, entre las que se 





En Andalucía, las competencias en economía social, actualmente, son 
asumidas por la Dirección General de Economía Social y Autónomos, incluida en 
la Secretaría General de Economía, dependiente de la Consejería de Economía 
y Conocimiento de la Junta de Andalucía (Decreto de la Presidenta 12/2015, de 
17 de junio). Esta Dirección General tiene atribuidas las funciones previstas en el 
artículo 30 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta 
de Andalucía y en el artículo 5.1 de la Ley 15/2011, de 23 de diciembre, 
Andaluza de Promoción del Trabajo Autónomo. Sus funciones, entre otras, son 
las siguientes: 
 
• Planificar, promocionar y desarrollar la economía social en la región. 
• Fomento de actuaciones encaminadas a informar, asesorar y tutorizar en 
la creación y el desarrollo de empresas de economía social, desde los 
Centros Andaluces de Emprendimiento (CADEs) gestionados por 
Andalucía Emprende. 




• La regulación cooperativa y de otro tipo de empresas de economía social 
y sus asociaciones. 
• Calificar y registrar las sociedades laborales, las cooperativas y sus 
asociaciones. También la inspección en materia cooperativa. 
• La participación en programas e iniciativas comunitarias relacionadas 
con la economía social. 
• Cualquier otra competencia que le corresponda a Andalucía en esta 
materia. 
 
Otros actores importantes en la elaboración de políticas públicas en 
Andalucía son las federaciones con más fuerza en el sector, con estructuras 
robustas para desplegar políticas operativas, como son Federación Andaluza de 
Empresas Cooperativas de Trabajo Asociado (FAECTA) y Federación Andaluza 
de Empresas Cooperativas Agrarias (FAECA), hoy denominada Cooperativas 
Agroalimentarias de Andalucía. Aunque actualmente está en concurso de 
acreedores, CEPES-Andalucía, como entidad aglutinadora de la economía social 
andaluza, jugó un papel fundamental en el desarrollo de las políticas públicas de 
fomento de la economía social, así como el desarrollo de los diferentes pactos 
que se suscribieron con la administración autonómica. 
 
También cabe destacar la representación del sector femenino dentro del 
sector cooperativo a través de varias organizaciones exclusivamente de mujeres, 
donde destacan Asociación de Mujeres Empresarias de Andalucía (AMECOOP-
A) y Asociación de Mujeres Empresarias de Sociedades Laborales (AMESAL). 
 
Respecto a las políticas de fomento de estas empresas en Andalucía es 
importante reseñar que se han instrumentado al amparo de lo establecido en la 
Constitución Española, el Estatuto de Autonomía para Andalucía y los Pactos 
Andaluces por la Economía Social, acordados estos últimos por la Junta de 
Andalucía, las organizaciones más representativas, es decir, UGT y CCOO, y los 
representantes del sector de la economía social andaluza a través de la 




desaparecida Confederación para Entidades de Economía Social de Andalucía 
(CEPES-Andalucía). 
 
En el Estatuto de Autonomía, Ley Orgánica 6/1981, se recogía en su 
artículo 13.20, la competencia exclusiva de Andalucía en materia cooperativa, 
permitiendo el uso de sus facultades normativas para fomentar, a través de su 
legislación, este tipo de sociedades. Posteriormente, tras su reforma por la Ley 
Orgánica 2/2007, el Estatuto de Autonomía de Andalucía, en su artículo 
58.1.4º.c., 157.4, 163.2 y 172.2, determinan que es competencia exclusiva de 
Andalucía el fomento, ordenación y organización de cooperativas y de otras 
entidades de economía social, su promoción en el marco de la política 
económica y la obligación de los poderes públicos de fomentar este tipo de 
entidades, debiendo tener una atención preferente en las políticas públicas.  
 
Una vez analizado quién tiene las competencias en economía social en 
Andalucía y los principales actores de la misma, vamos a exponer las distintas 
políticas públicas desarrolladas en la región, ordenadas por los periodos de 
vigencia de los distintos pactos andaluces por la economía social. 
 
4.2. PRIMER PACTO ANDALUZ POR LA ECONOMÍA SOCIAL (2002-2006) 
 
El 8 de octubre de 2002 se suscribió el primer pacto (Consejería de 
Empleo y Desarrollo Tecnológico, 2002) con el objeto de posibilitar el marco de 
concertación y visibilidad de un sector fundamental en la economía y sociedad 
andaluza. El fin perseguido es el aumento de generación de empleo estable en 
Andalucía y, por tanto, en la economía social, buscando un incremento de la 
competitividad de las empresas para contribuir al desarrollo económico de la 
región. Con esta iniciativa12, se prestó apoyo financiero para la creación de 1.462 
empresas, que generaron 6.694 empleos y la modernización de otras 930 
sociedades. 
 
                                            
12 http://www.emcofeantran.es/upimages/emcofeantran27.pdf Revisado febrero 2013. 




A través del Plan de Desarrollo Regional para Andalucía 2000-2006 
(Consejería de Economía y Hacienda, 1999) y el Decreto 24/2001, donde se 
establecía el marco normativo de las ayudas regionales para las pymes, se 
configuró un Programa Andaluz para el Fomento de la Economía Social 
(PAFES). Se reguló mediante la Orden de 29 de marzo de 2001 y sus 
posteriores modificaciones del 12 de marzo de 2002 y 1 de septiembre de 2003, 
constituyendo un mecanismo que permitiera el desarrollo de una estrategia de 
desarrollo social y tecnológico capaz de coordinar las actuaciones públicas con 
las del sector. Se establecían tres estrategias: 
 
• Promoción del cooperativismo. Se trata del desarrollo de proyectos 
encaminados a cubrir las necesidades socioeconómicas y de desarrollar 
un cooperativismo de participación ciudadana, constituyendo los pilares 
básicos para construir una sociedad solidaria y participativa, capaz de 
contribuir a la mejora de la calidad de vida de la población, crear 
recursos sociales y cubrir las necesidades económicas, sociales y de 
empleo. 
• Desarrollo empresarial. Se persigue el establecimiento de un tejido 
empresarial de economía social más fuerte, consolidado, competente e 
innovador y con gran capacidad para generar empleo. Ante la 
importancia de la productividad en la competitividad de las entidades, se 
hacía necesario apostar por la gestión del conocimiento y de los activos 
intangibles de los que disponen este tipo de organizaciones, mediante la 
utilización de las nuevas tecnologías de la información y de la 
comunicación, para obtener una situación óptima que les permita 
adaptarse, de manera anticipada, a los cambios del entorno y a la nueva 
sociedad del conocimiento. 
• Recursos Humanos. La principal prioridad de los poderes públicos es la 
generación de empleo, siendo necesario disponer de una población con 
formación, capacitación y experiencia para tener la capacidad de 
adaptación a los cambios que se producen en el mercado de trabajo por 
cuenta ajena y la capacidad de crear su propio empleo a través de 
proyectos empresariales de economía social. 




En la Orden de 29 de marzo de 2001, que desarrolla el Programa 
Andaluz de Fomento de la Economía Social (PAFES), recoge dos programas: el 
conocido como Programa de Escuelas de Empresas (que existía con 
anterioridad) y uno nuevo, denominado Red de Agencias de Economía Social 
(RAES). Ambos son analizados en el punto seis de este capítulo.  
 
Otra herramienta bastante potente (Martí-Costa, 2010), es la Fundación 
Escuela de Economía Social (FEES), desarrollada por FAECTA y CEPES-
Andalucía. Se trata de una herramienta de captación de emprendedores y 
cargos técnicos tomando como eje la formación. Nace en 2002 para formar, 
investigar y cooperar en el desarrollo de la economía social en Latinoamérica y 
otros países. 
 
Por otra parte, entre los instrumentos desarrollados en el periodo, se 
encuentra la implementación de unos instrumentos específicos para desarrollar y 
fomentar la innovación tecnológica de las empresas de economía social 
mediante la firma por parte de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico 
y CEPES-Andalucía de un convenio marco para la implementación de los Planes 
Tecnológicos E-iris e I-arco (Cardona, 2008). Estuvo en vigor durante tres años, 
con un presupuesto de unos 16 millones de euros. Sus características fueron las 
siguientes: 
 
• Plan E-iris: busca el incremento del aprovechamiento de las nuevas 
tecnologías de la información y la comunicación (NTIC) en el 
funcionamiento y gestión de estas entidades andaluzas. Su objetivo es 
reducir el diferencial tecnológico, frente al escenario deseable, para 
disponer de la competitividad necesaria para actuar en un entorno global 
y de mercados fragmentados. 
• Plan I-arco: para desarrollar significativamente una mayor competitividad 
de estas organizaciones. Además, pretende el desarrollo de nuevos 
conocimientos, de un sector industrial innovador y la generación de 
empleo de calidad, mediante la búsqueda de una cohesión territorial y 
social. 




Otro de los planes puestos en marcha en este periodo es Pioneros 106 
(Dirección General de Economía Social y Emprendedores, 2004), puesto en 
marcha en el año 2002. La Dirección General de Economía Social diseñó este 
proyecto, con carácter experimental, destinado a un segmento de población 
caracterizado por altas tasas de desempleo estructural y un alto riesgo de 
exclusión social, que podrían cambiar mediante la utilización de modelos de 
autoempleo asociado. De este modo la Administración pública, a través de las 
escuelas de empresas, ofreció a aquellos ciudadanos con especiales dificultades 
de inserción laboral, un conocimiento sobre las mejores posibilidades de 
formación y atención en la creación y desarrollo de sus empresas, mediante 
productos formativos testados, modelos de asesoramiento contrastados y 
poniendo a su disposición asesores concienciados y con conocimientos de la 
problemática que dichas personas pudiesen presentar, así como los medios para 
solventarla. Este proyecto se encuentra dentro de la iniciativa comunitaria equal, 
de cofinanciación europea, mediante el fondo social europeo, en un 75% y, la 
administración andaluza, que aporta el restante 25%, con un presupuesto total 
de 1.469.326 euros. 
 
Por otra parte, el Proyecto Equal Atenea (CEPES-Andalucía, 2008) se 
enmarca en la iniciativa comunitaria de Recursos Humanos, promovida por el 
Fondo Social Europeo 2001-2007. Su objetivo es la inserción sociolaboral de 
desempleados en riesgo de exclusión social de cuatro zonas con necesidades 
de transformación social, mediante estrategias de activación, desde las políticas 
de género, con la participación de profesionales de los sistemas de protección 
social y del mercado laboral. Fue destinado especialmente a jóvenes sin 
formación, mayores de 45 años y desempleados de larga duración, la etnia 
gitana e inmigrantes de Cruz Verde (Málaga), Polígono Guadalquivir (Córdoba), 
El Torrejón (Huelva) y El Puche (Almería). Dispuso de un presupuesto total de 
1.931.166 euros. 
 
Este proyecto fue desarrollado por la Agrupación de Desarrollo 422, 
formada por: la Dirección General de Fomento del Empleo de la Consejería de 
Empleo, la Universidad Pablo de Olavide, CEPES-Andalucía, Servicio de 




Barriadas de la Dirección General de Servicios Sociales e Inclusión de la 
Consejería para la Igualdad y Bienestar Social, Federación de Asociaciones de 
SURGE, Federación de Mujeres Progresistas de Andalucía (FMPA), la 
Federación Andalucía Acoge, la Fundación Secretariado Gitano y la Red 
Andaluza de Lucha Contra la Pobreza y la Exclusión Social. 
 
Para la mejora de la cualificación de jóvenes andaluces y su desarrollo 
profesional como fórmula de inserción laboral, con su vinculación a un proyecto 
de economía social o posibilitando que emprenda un nuevo proyecto, comienza 
en el año 2001 el Programa Picasso (Fundación Red Andaluza de Economía 
Social, 2004), dentro del Programa de Acción Comunitaria Leonardo da Vinci y 
en el Programa Andaluz de Fomento de la Economía Social. Este proyecto se 
dedicó a la formación profesional en Europa, mediante diferentes estancias en 
Estados miembros con el objetivo de aprender de sus sistemas educativos y de 
empleo, mejorando el aprendizaje del idioma y las posibilidades de inserción en 
un mercado laboral global. Los países a los que se enviaron los alumnos fueron 
Alemania, Bélgica, Italia, Irlanda, Francia y Reino Unido. 
 
Para la modernización de las empresas andaluzas, desarrollando 
actividades innovadoras, que motiven la gestión proactiva del cambio y mejoren 
la adaptación de estas entidades y su personal, para incrementar su flexibilidad y 
competitividad en el mercado de trabajo, surge el Proyecto Fénix (CEPES-
Andalucía, 2007). Para ello se crean nuevos instrumentos capaces de 
incorporarlos a las políticas de desarrollo empresarial de la Administración 
Andaluza. Se trata de solventar situaciones de crisis motivadas por la 
problemática de afrontar el cambio en las empresas, a la vez que sensibilizar y 
fomentar a las mismas sobre nuevas formas de gestión que se basan en los 
principios de la innovación, la responsabilidad social corporativa e igualdad de 
oportunidades entre otros.. Este programa se encuentra incluido en la iniciativa 
comunitaria PIC EQUAL, con una duración de noviembre 2004 a diciembre 2007 
(37 meses) y un presupuesto de 1.779.699,36 euros (financiado por el FSE el 
75%). 
 




Otro instrumento puesto en marcha es el Proyecto “Airlanding 
Aeronáutica” (Fundación Red Andaluza de Economía Social, 2005), proyecto 
cofinanciado por la Iniciativa Comunitaria Leonardo Da Vinci con el propósito de 
que los jóvenes ingenieros andaluces adquieran experiencia laboral, a nivel 
internacional, para facilitar su integración en el mercado de trabajo y generarles 
una cierta actitud emprendedora, de tal forma que después de esta experiencia 
sean capaces de diseñar sus propios proyectos empresariales dentro de la 
economía social. Se trata de un proyecto piloto de movilidad promovido por la 
Dirección General de Economía Social y Emprendedores, que cuenta con la 
colaboración de varias empresas relacionadas con la industria auxiliar 
aeronáutica en Toulousse, Hamburgo y Berlín. 
 
Este proyecto dio lugar en 2005 al Programa Practiquemos (Fundación 
Red Andalucía Emprende, 2007), para que los jóvenes andaluces realicen 
prácticas en empresas y, de esta manera, mejoren su cualificación, su desarrollo 
profesional y una capacidad emprendedora e innovadora. Se puso en marcha 
mediante la implementación de dos líneas de actuación: 
 
• Proyecto Esinnova. Programa de formación y prácticas en empresas 
andaluzas, mediante proyectos innovadores en la economía social. 
• Proyecto Picasso. También se basa en la realización de programas 
formativos y prácticas en empresas europeas y andaluzas, mediante 
proyectos de creación de empresas. 
 
Por otro lado, se ponen en marcha distintos decretos desde la 
administración para incentivar financieramente la constitución de empresas de 
economía social. Uno de ellos es el Decreto 137/2002, de 30 de abril, de 
medidas de apoyo a las familias andaluzas, que establece el rol que pueden 
desempeñar este tipo de empresas en el apoyo a las familias, especialmente en 
apoyo a personas mayores, personas con discapacidad, la primera infancia, 
infancia y adolescencia. Este programa se desarrolló en la Orden de 17 de mayo 
de 2002 de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, configurándose 
para utilizar este modelo de empresa, por sus especiales características, para 




garantizar que el mercado se dota de suficiente oferta de actividades 
asistenciales para afrontar su creciente demanda. 
 
La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, dentro de las 
políticas de apoyo a las familias, ha diseñado el proyecto Horizonte Sur 
(Fundación Red Andaluza de Economía Social, 2004) con el objetivo de 
aumentar el nivel de asistencia a personas mayores y a la vez fomentar la 
constitución de empresas y empleo estable, especialmente entre jóvenes y 
mujeres. Contempla la creación de una red de 50 centros de atención a mayores 
en Andalucía, gestionados por cooperativas de interés social, que pretendían 
generar 1.713 empleos y prestar asistencia a unas 6.950 personas mayores de 
65 años. El periodo previsto de implantación del proyecto fue desde 2002 a 
2006. 
 
En el año 2002 se constituyeron dos cooperativas, poniendo en marcha 
dos Centros de Atención a Personas Mayores, uno en Camas (Sevilla) y otro en 
Bailén (Jaén). Dado que estos centros están diseñados para ser gestionados por 
empresas de economía social, fueron encomendados a la Fundación Red 
Andaluza de Economía Social (beneficiaria de la cesión de terrenos por parte de 
los ayuntamientos afectados) para que los ceda a las cooperativas que fueron 
designadas. Asimismo, la Fundación recibía asistencia técnica para la ejecución 
de los proyectos y la formación del personal de las empresas cooperativas. 
 
La Orden de 29 de mayo de 2003, en la que se desarrollan las medidas 
de impulso a la sociedad del Conocimiento para las empresas andaluzas de 
economía social, pretende incorporar a la economía social en la sociedad del 
conocimiento e incentivar entre ellas la innovación y el desarrollo tecnológico. 
 
La Orden de 21 de enero de 2004, establecen ayudas para las 
Empresas Calificadas como I + E dirigidas al fomento del desarrollo local, 
adecuando a la normativa andaluza los Programas regulados en la Orden TAS 
de 15 de julio de 1999. En esta Orden se establece que las cooperativas y 
sociedades laborales calificadas de esta manera, pueden obtener una ayuda de 




4.808 euros por socio trabajador desempleado que se incorpore a la empresa de 
forma indefinida. Se derogó por la Orden de 18 de febrero de 2014. 
 
La Orden de 17 de Febrero de 2004, de Abono de las Cuotas a la 
Seguridad Social a los/as trabajadores/as que hayan percibido la Prestación por 
Desempleo en su Modalidad de Pago Único por la Cuantía Total a que tuvieran 
derecho en el momento de la Capitalización. Consiste en el abono del 50% de la 
cuota de autónomos, calculada en función de la base mínima de cotización, o el 
100% de las cotizaciones al Régimen General, correspondientes al trabajador, 
durante los meses en los que hubiera podido percibir la prestación por 
desempleo en el caso de no haber recibido esta prestación mediante pago único. 
Son beneficiarios de la misma los perceptores de la prestación por desempleo en 
su modalidad de pago único, para constituir o incorporarse como socios 
cooperativistas o laborales con domicilio en Andalucía.  
 
Posteriormente, en el año 2005, se produce un cambio de modelo 
influido por la puesta en marcha del Plan de Innovación y Modernización de 
Andalucía (PIMA) (Consejería de Innovación, Ciencia y Empresa, 2006), con un 
horizonte temporal de cinco años, donde se recoge una nueva formulación de 
modelo de desarrollo económico y social sostenible basado en la innovación, la 
cultura emprendedora, el capital humano, la sociedad del conocimiento y la 
apertura a la nueva sociedad global. 
 
En ese año, entra en vigor la Orden de 24 de mayo, que desarrolla los 
incentivos para el fomento de la innovación y el desarrollo empresarial de 
Andalucía, quedando el sistema de ayudas anteriormente mencionado derogado 
casi en su totalidad. Esta Orden unifica todas las ayudas que tenían como 
posibles beneficiarios a entidades empresariales del ámbito competencial de la 
Consejería de Innovación, Ciencia y Empresa, con la finalidad de unificar 
procedimientos y recursos para incentivar la las actividades innovadoras y el 
desarrollo empresarial. Por lo tanto, desde su entrada en vigor, todas las 
empresas concurren en igualdad de condiciones, independientemente de su 




forma jurídica, si bien las entidades de economía social verán incrementados los 
límites de los posibles incentivos. 
 
Una vez descritos todos los programas de fomento de la economía social 
en este periodo, recogemos en la tabla 4.1 las empresas cooperativas y 
sociedades laborales creadas durante este periodo, tanto en España como en 
Andalucía. Podemos observar cómo, durante los cuatro primeros años del 
mismo, se constituían en Andalucía entre un 25% y un 30-33% de las empresas 
de economía social de toda España. También, se observa un cambio en 2005 
motivado por dos hechos fundamentales, por un lado se cambia el modelo 
productivo de Andalucía en el que prima la innovación y, por otro, que la actual 
Andalucía Emprende deja de atender proyectos de economía social en 
exclusividad, empezando a atender empresas de cualquier forma jurídica, cómo, 
desde 2005, se reducen las medidas de fomento de este tipo de entidades y 
disminuyen las empresas de economía social creadas. 
 
TABLA 4.1. EMPRESAS CREADAS DE ECONOMÍA SOCIAL EN ESPAÑA Y EN 
ANDALUCÍA (2002-2006) 
 2002 2003 2004 2005 2006 
Cooperativas 
España 2.204 2.126 2.042 1.609 1.304 
Andalucía 703 719 586 418 263 
Porcentaje 31,90% 33,82% 28,70% 25,98% 20,17% 
Sociedades 
Laborales 
España 6.013 5.353 4.249 3.466 2.526 
Andalucía 1.537 1.520 1.316 1.027 639 
Porcentaje 25,56% 28.40% 30,97% 29,63% 25,30% 
Fuente: elaboración propia a partir de estadísticas del Ministerio de Empleo y Seguridad Social.  
 
Finalmente, en la tabla 4.2 se recogen, a modo de resumen, todas las 
medidas descritas en este apartado. 
  









4.3. II PACTO ANDALUZ POR LA ECONOMÍA SOCIAL (2006-2010) 
 
Posteriormente, el segundo pacto andaluz (Consejería de Innovación, 
Ciencia y Empresa, 2007), suscrito el 23 de octubre de 2006, reconoce la 
heterogeneidad de las actividades desarrolladas por las empresas de economía 
social. Su objetivo reside en mejorar el modelo de gestión empresarial, 
incrementando su participación, solidaridad y una mayor justicia en la asignación 
de beneficios. Además, establece las bases reguladoras del programa de apoyo 
a la innovación y al desarrollo de la economía social, estableciendo una serie de 
medidas destinadas a mejorar el desarrollo innovador, competitivo y 
emprendedor en el tejido productivo andaluz mediante las empresas de 
economía social.  
 
Una de las herramientas fuertes de las que dispone el sector cooperativo 
y que interviene en el periodo de consolidación de las cooperativas es la 
Fundación Innovación de la Economía Social (INNOVES) (Martí-Costa, 2010), 
encargada de implementar la innovación científica y la tecnología dentro de la 
economía social. Esta Fundación se constituyó oficialmente el 6 de julio de 2006 
y fue creada al 50% entre CEPES-Andalucía y FAECTA y participada también 
con fondos del Consejo Andaluz de Economía Social. 
 
Entrando a analizar los instrumentos de promoción de las empresas de 
economía social de este periodo, hay que destacar la publicación de la Orden de 
25 de septiembre de 2006, donde se desarrollan las Medidas para el Desarrollo 
de la Economía Social, a través de cinco medidas de desarrollo: investigar y 
estudiar los factores innovadores relacionados con el funcionamiento de estas 
empresas, la implementación de planes y programas de innovación y desarrollo 
tecnológico, el desarrollo de la capacidad profesional de su personal, la 
participación en proyectos comunitarios y el fomento de una mayor vertebración 
y asociación para la defensa de sus intereses. 
 
Con esta Orden se derogan determinadas medidas contempladas en el 
antiguo Programa Andaluz de Fomento de la Economía Social (PAFES), 




continuando vigentes las siguientes medidas o, al menos, no derogadas 
expresamente hasta la publicación de la Orden de 29 de junio de 2009: la Red 
Andaluza de Escuelas de Empresas, cuyo objeto se ha extendido a la economía 
social y los emprendedores, proyectos locales de economía social, asistencia a 
la innovación y a la competitividad (se mantienen los planes tecnológicos y 
sectoriales que se desarrollan con organizaciones representativas de este 
sector), el fomento del empleo asociado, la formación profesional, proyectos de 
experiencia profesional, estudios y difusión de la economía social, acciones para 
la cooperación y el asociacionismo. 
 
Ya en el año 2009, entra en vigor la Orden 29 de junio de 2009, que 
establece el Programa de Apoyo a la Innovación y al Desarrollo de la Economía 
Social, derogando el programa anterior. En él se establece que la economía 
social se ha conformado como un instrumento generador de capacidad 
productiva, empleo y mejora de la calidad de vida. 
 
Posteriormente, durante este año 2009, los programas ‘Practiquemos’ –
Esinnova y Picasso– y ‘Airlanding Aeronáutica’, de formación y prácticas en 
empresas para jóvenes, finalizan este año, tras cinco años de desarrollo y 967 
beneficiarios, para dejar paso a nuevos proyectos más adaptados al 
emprendedor e innovador andaluz. Así, se iniciaron en 2009 el ‘Programa 
Internacional de Emprendedores’, que incluye los proyectos: ‘InExE’ (con 72 
plazas), ‘Practika’ (con 15 plazas), diagnóstico y derivación de empresas con 
potencial de internacionalización y ‘Andaluces en el Mundo’, en el marco del Plan 
Integral para los Andaluces en el Mundo (PIPAM). Dichos programas no se 
vincularon a ninguna forma jurídica y fueron puestos en marcha entre Andalucía 
Emprende y Extenda. 
 
Durante este periodo han disminuido considerablemente las actuaciones 
de fomento de la economía social andaluza. Como podemos ver en la tabla 4.3, 
cada vez se constituyen menos empresas a nivel nacional y el descenso es 
mayor en la constitución de este tipo de empresas en Andalucía.  
 




TABLA 4.3. EMPRESAS CREADAS DE ECONOMÍA SOCIAL EN ESPAÑA Y EN 
ANDALUCÍA (2006-2010) 
 2006 2007 2008 2009 2010 
Cooperativas 
España 1.304 1.140 1.032 1.021 1.088 
Andalucía 263 228 204 194 173 
Porcentaje 20,17% 20% 19,77% 19% 15,90% 
Sociedades 
Laborales 
España 2.526 2.341 1.514 1.225 1.252 
Andalucía 639 668 417 326 330 
Porcentaje 25,30% 28,53% 27,54% 26,61% 26,36% 
Fuente: elaboración propia a partir de estadísticas del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. 
 
4.4. III PACTO ANDALUZ POR LA ECONOMÍA SOCIAL (2011-2015) 
 
Entre las medidas más recientes adoptadas por la administración 
andaluza, cabe destacar el III Pacto Andaluz por la Economía Social (Consejería 
de Economía, Innovación, Ciencia y Empleo 2011), entrando en vigor el día de 
su firma, el 16 de diciembre de 2011, y planificado para los siguientes cuatro 
años. Se configuró para mejorar el desarrollo de la economía social, 
contribuyendo a reducir los efectos de la crisis de este periodo. Pretende 
contribuir al desarrollo económico, social y laboral andaluz, mediante un modelo 
de desarrollo sostenible, fomentando una economía social de mayor 
emprendimiento e innovación, que permita la generación de mayor número de 
empresas y empleo de calidad, basadas en los principios de responsabilidad 
social, solidaridad, participación, democracia e igualdad. Está basado en los 
siguientes ejes estratégicos: 
 
• Los valores de la economía social y sus principios: con motivo de la  
crisis existente es necesario fomentar aquellas empresas que priorizan a 
las personas sobre el capital y que defienden valores como la 
solidaridad, el desarrollo sostenible, la responsabilidad social, la 
participación, la gestión democrática, la corresponsabilidad la cultura de 
calidad y la excelencia. 
• La actividad económica y el desarrollo empresarial: desarrollando un 
tejido empresarial de economía social consolidado, capaz de adaptarse 




a la competitividad del mercado y de cubrir necesidades de la sociedad, 
para el desarrollo económico y la cohesión social andaluza. 
• El empleo de calidad: incrementar la generación de empleo de calidad y 
la contribución de la redistribución de la renta, la integración y la 
cohesión social, mediante programas de formación de calidad, en 
función de las necesidades de los distintos sectores y territorios, 
adaptando la capacidad de las estructuras de las empresas y su 
personal a las necesidades económicas y sociales andaluzas. 
• El desarrollo local y rural para la mejora de la cohesión social: persigue 
la fijación de la población en ámbito rural, a través de un modelo de 
crecimiento de la actividad, construido sobre una amplia participación de 
las personas alrededor de proyectos empresariales vinculados al 
cooperativismo agrario, a la explotación de los recursos del medio 
natural y de carácter ecológico. 
• La vertebración de la economía social: su carácter plural exige fomentar 
procesos de vertebración asociativa y de organización de sus 
estructuras, mediante entidades representativas de sus distintas 
vertientes, adquiriendo el reconocimiento firme como agentes 
económicos y sociales. 
• Finalmente, el seguimiento y la evaluación del mismo. 
 
La principal novedad que se produce en este periodo es la aprobación 
de la Ley 14/2011 de 13 de diciembre de Sociedades Cooperativas Andaluzas. 
Tiene como objetivo eliminar los obstáculos que impiden su desarrollo integral 
con respeto a sus valores característicos. 
 
La promulgación de esta Ley viene a modificar aspectos tales como sus 
órganos de administración; la posible pervivencia de ciertos órganos sociales; el 
establecimiento de un periodo de prueba societario sin vulnerar el principio de 
libertad de entrada y salida; la posibilidad de un eventual incremento de 
aportación de los nuevos socios; la libre transmisibilidad de participaciones 
sociales; la posibilidad de asumir instrumentos financieros presentes en el 




mercado, siendo compatibles con su naturaleza; la modificación en su cuantía y 
su finalidad de los fondos sociales obligatorios; la disminución de autorizaciones 
administrativas, o su simplificación societaria y contable; además de la 
flexibilización del trabajo por cuenta ajena para las de trabajo o el voto plural en 
las agrarias. 
 
A través de esta Ley (Paniagua, 2013) se permite que las empresas 
cooperativas de la Comunidad establezcan en sus estatutos sociales medidas 
que permitan su adaptación a las necesidades de cada empresa, ya que se trata 
de una Ley neoliberal y en claro proceso de desregulación. Además, de acuerdo 
con las recomendaciones de la Unión Europea, se ha introducido los 
mecanismos informáticos y telemáticos en el funcionamiento de los órganos 
sociales. 
 
Como recoge Paniagua (2013), esta Ley responde a las peticiones del 
cooperativismo andaluz, pero que es difícil de conciliar con en el régimen 
tributario de las sociedades cooperativas en vigor, a la vez que dificulta su 
encaje de las medidas de fomento público de este tipo de empresas y la 
admisión por parte de la Unión Europea de su calificación como ayudas públicas. 
Por otra parte, esta Ley se olvida del papel que juega la cooperación en este tipo 
de empresas y puede poner en peligro la filosofía de este tipo de entidades ya 
que se basa en un modelo cooperativo economicista extremo o radical 
capitalista. 
Otra norma destacable es el Decreto 123/2014, de aprobación del 
Reglamento de la Ley de Sociedades Cooperativas Andaluzas, donde se realiza 
un desarrollo integral de la nueva Ley. Destaca entre sus disposiciones: 
 
• Simplificación administrativa, facilitando los trámites a la vez que 
potencia dos áreas de la administración, el registro y la inspección 
cooperativa. 
• Habilita y facilita el uso de las nuevas tecnologías de la información y la 
comunicación. 




• Aborda las distintas secciones, sobre todo las secciones de créditos, 
estableciendo un régimen económico y de control de previsión más 
estricto. 
• Regula de manera detallada figuras como las cooperativas de impulso 
empresarial o las cooperativas de servicios públicos. 
• Agiliza los trámites de creación de sociedades, incorporación de socios, 
creación de puestos de trabajo, mejorando la flexibilidad interna y 
favoreciendo cierta libertad en la distribución de los excedentes. 
• Regula la posibilidad de constituirla sin escritura notarial, disminuyendo a 
un mes el tiempo de respuesta de la Administración. Este plazo puede 
reducirse hasta los cinco días en función de la dimensión de la nueva 
sociedad. 
• Establecimiento de grupos empresariales cooperativos, incremento de 
las posibilidades de contratación por cuenta ajena, refuerzo de los 
controles sobre las secciones de crédito de las entidades y concretando 
los requisitos de auditoría externa y la información a la Administración. 
También se establece la regulación de las cooperativas de integración, 
formadas por uniones con empresas mercantiles. 
 
En definitiva, estamos ante un Reglamento que, junto a la Ley 14/2011 
de Sociedades cooperativas Andaluzas, configuran un marco normativo que 
pretende favorecer el desarrollo de iniciativas emprendedoras mediante este tipo 
de empresas. 
 
En el 2013, se publica el Decreto-Ley 8/2013, de Medidas a la Creación 
de Empleo y Fomento del Emprendimiento, que deroga entre otras la Orden de 
17 de febrero de 2004 y el Anexo III de la Orden 29 de junio de 2009. 
 
En este Decreto-Ley, en su Título IV, se recoge el Programa de Apoyo a 
la Economía Social, teniendo como finalidad fomentar la estabilidad en el 
empleo, cualificado y de calidad en sociedades cooperativas y laborales, así 
como fomentar el desarrollo de proyectos que apoyen la generación de 




entidades innovadoras, competitivas y emprendedoras dentro del tejido 
empresarial de Andalucía.  
 
Establece tres líneas de acción (Fomento del empleo, del 
emprendimiento social y la intercooperación de este tipo de entidades) con un 
presupuesto para 2013 de seis millones de euros, con la posibilidad de disponer 
de 350.000 euros más para la línea dos obtenidos de los fondos que las 
cooperativas tienen que poner a disposición de la Administración según se 
recoge en la Ley 14/2001, de 23 de diciembre, siempre que haya una 
declaración de disponibilidad de crédito. 
 
En el 2014, se ha aprobado la Orden de 6 de junio, donde se desarrollan 
las ayudas del Programa de Apoyo a la Promoción y el Desarrollo de la 
Economía Social para el Empleo, derogándose la Orden de la Consejería de 
Innovación, Ciencia y Empresa, del programa de apoyo a la innovación y al 
desarrollo de la economía social. Se establecen las siguientes líneas de ayuda 
para las cooperativas y las sociedades laborales: 
 
• Línea 1. Fomento del Empleo. 
o Para la incorporación de socios de trabajo. Tiene una cuantía de entre 
4.000 y 10.000 euros, en función de las circunstancias de la persona 
que se incorpore a la empresa. 
o Para la contratación de personal gerente y técnicos cualificados. La 
cuantía de la subvención está entre 3.000 y 10.000 euros en función 
de las condiciones que se cumplan en la contratación. 
 
También ha desarrollado una amplia gama de programas de fomento 
para despertar la vocación emprendedora, así como para ayudar a empresas a 
buscar otras líneas de negocio que favorezcan su desarrollo y consolidación. 
Entre ellos, merece mención especial la colaboración en el desarrollo del 'Plan 
de Fomento de la Cultura Emprendedora en el Sistema Educativo Público de 
Andalucía', recogido en el Decreto 219/2011, de 28 de junio, y puesto en marcha 
por las Consejerías de Educación, de Economía, Innovación y Ciencia, y la de 




Empleo, así como el desarrollo de nuevos programas para favorecer la 
internacionalización de emprendedores y empresas andaluces o la formación 
práctica empresarial de personas desempleadas. 
 
La Consejería de Economía, Innovación, Ciencia y Empleo a través de 
Andalucía Emprende, y la Consejería de Educación, y con la colaboración de la 
Asociación Andaluza de Centros de Enseñanza de Economía Social (ACES), 
promueven que estudiantes andaluces aprendan a crear y gestionar 
cooperativas, realizar una presentación pública y vender sus artículos. Más 
concretamente se desarrollan los siguientes programas (Andalucía Emprende, 
Fundación Pública Andaluza, 2009): 
 
• “Emprender en Mi Escuela” (EME), programa educacional destinado a 
promover la cultura emprendedora entre el alumnado de Educación 
Primaria (5º y 6º), entre los 9 y los 11 años de edad. Pretende potenciar 
las capacidades personales y profesionales mediante la formación en 
emprendimiento, permitiendo la posibilidad de poner en marcha sus 
propias cooperativas y vender sus productos en el mercado. 
• “Empresa Joven Europea” (EJE), destinado al alumnado de 3º y 4º curso 
de Educación Secundaria (más de 14 años), Bachillerato, ciclos de 
Formación Profesional, para aprender a montar y gestionar sus 
cooperativas y comercializar sus productos. Se trata de un aprendizaje 
práctico y real de la gestión de una empresa, realizando sus pedidos, 
labores de importación y exportación y, finalmente, vender sus productos 
en el mercado, difundiendo la cultura emprendedora entre los jóvenes 
andaluces y mejorando la imagen social del emprendedor, la 
autosuficiencia económica y el aprovechamiento de los recursos 
endógenos del entorno. 
• “Ícaro” destinado a alumnos de Educación Secundaria que cursan el 
primer ciclo de la ESO (1º y 2º), de entre 12 y 14 años de edad. En este 
caso la actividad cooperativa se encuentra dentro del sector creativo-
cultural, como actividades audiovisuales, edición, artes escénicas, 
arqueología y patrimonio, diseño y comunicación. Pretende desarrollar 




capacidades personales y profesionales mediante la formación 
emprendedora. 
 
Además de todos los mencionados con anterioridad, se están 
desarrollando otros programas más para el espíritu emprendedor entre los más 
jóvenes, como son el programa Emprendejoven y el Music Hero, que se 
analizarán más adelante. 
 
Como se puede observar en la tabla 4.4, cada año se constituyen menos 
sociedades cooperativas tanto en España como en Andalucía, sobre todo en 
ésta última. En cambio, en el caso de las cooperativas, se han constituido más 
en España y en Andalucía, aumentando el porcentaje de constituciones 
andaluzas. Este incremento de constituciones cooperativas, a nivel general, 
puede venir provocado por una cierta recuperación económica, alcanzándose en 
2015 cifras de 2006, y, en el caso de Andalucía, puede estar justificado también 
por la entrada en vigor de un nuevo marco regulatorio de las mismas en el año 
2011. 
 
TABLA 4.4. EMPRESAS CREADAS DE ECONOMÍA SOCIAL EN ESPAÑA Y EN 
ANDALUCÍA (2011-2015) 
 2011 2012 2013 2014 2015 
Cooperativas 
España 974 1.005 1.166 1.293 1.350 
Andalucía 154 168 230 284 296 
Porcentaje 15,81% 16,72% 19,73% 21,96% 21,93% 
Sociedades 
Laborales 
España 1.145 1.006 892 770 515 
Andalucía 294 242 198 130 67 
Porcentaje 25,68% 24,06% 22,20% 16,88% 13,01% 
Fuente: elaboración propia a partir de estadísticas del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. 
 
Finalmente cabe destacar que las medidas que actualmente 
permanecen vigentes están relacionadas con las infraestructuras y 
equipamientos, cualificación, innovación, organización y financiación a través de 
microcréditos. También, se han creado institutos tecnológicos, centros de 
empresas e innovación, parques tecnológicos y prestación de servicios 
avanzados. 
 




En la tabla 4.5 se recogen las políticas de fomento de la economía social 
clasificadas en función del tipo de medida que sean, es decir, si son de 
sensibilización, de creación, de modernización o de difusión. Respecto a las 
políticas de sensibilización dirigidas al conjunto de la sociedad están (Martí-
Costa, 2010): 
 
• Los Premios Arco Iris del Cooperativismo (1988-2013) impulsados por la 
Consejería de Economía, Innovación, Ciencia y Empleo de entrega anual 
y cuyo objetivo es dar visibilidad a las cooperativas que realicen una 
actividad continuada y relevante a favor del desarrollo del cooperativismo 
andaluz. Creados por la Orden de 19 de septiembre de 1988. 
• Un canal de televisión de la economía social a través de Internet 
impulsado por la Fundación Innoves, (http://www.economiasocial.tv/), 
pero que no genera mucho seguimiento. Se concibe como una 
propuesta muy autoreferenciada y que actúa principalmente como un 
instrumento publicitario interno del sector. 
  









4.5. PACTOS LOCALES POR LA ECONOMÍA SOCIAL 
 
Además de los Pactos Andaluces por la Economía Social se han ido 
trasladando a nivel provincial, concretamente se han firmado los siguientes: 
 
• Córdoba: el 17 de junio de 2004 se rubricó el Pacto por la Economía 
Social Cordobesa, renovándose el mismo mediante la firma, el 25 de 
octubre de 2008, del II Pacto Provincial por la Economía Social 
Cordobesa, ambos son firmados por Diputación Provincial, CEPES-
Andalucía y los sindicatos UGT y CCOO. 
• Huelva: el I Pacto por la Economía Social de Huelva, tiene fecha de 20 
de octubre de 2009, firmado entre la Diputación Provincial de Huelva, 
UGT, CCOO y CEPES-Andalucía.  
• Jaén: el segundo Pacto por la Economía Social de Jaén se firmó el 2 de 
diciembre de 2010 por parte de la Diputación Provincial de Jaén, UGT, 
CCOO y CEPES-Andalucía, renovando el acuerdo suscrito por primera 
vez el 21 de diciembre de 2005. 
Dentro de este pacto, en la provincia de Jaén, la Diputación de Jaén, 
mediante Resolución de la Diputación Provincial de Jaén número 585, de 
13 de mayo de 2013, en el marco del Plan de Empleo de la provincia, se 
pone en marcha una medida desarrollada para fomentar la creación de 
cooperativas de trabajo. En este caso se establecen ayudas para 
proyectos de inversión en inmovilizado material para su creación con un 
presupuesto de 200.000 euros, con un plazo de ejecución desde el 1 de 
octubre de 2012 hasta el 30 de junio de 20014. 
• Sevilla: se firma el 6 de julio de 2010 el Primer Pacto Local por la 










4.6. ANDALUCÍA EMPRENDE, FUNDACIÓN PÚBLICA ANDALUZA 
 
4.6.1. ANÁLISIS HISTÓRICO 
 
Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza, es la empresa 
pública que gestiona los Centros Andaluces de Emprendimiento (CADEs), cuya 
misión es fomentar la cultura emprendedora y el desarrollo económico andaluz, 
con el objetivo de generar empresas competitivas y empleo de calidad en 
Andalucía, fortaleciendo la actividad económica y el desarrollo empresarial 
andaluz.  
 
Sus orígenes se remontan al Programa de Escuela de Empresas (De 
Pablo y Uribe, 2009; De Pablo et al., 2010 y Martí-Costa 2010; Mozas y Bernal, 
2007). Nació en 1990, mediante el Decreto 131/1990, de la Consejería de 
Fomento y Trabajo que desarrolla el programa de Escuela de Empresas para 
Cooperativas Juveniles, integradas por menores de 25 años y la Orden 3 de julio 
de 1990 que lo desarrolla. En el año 1995 se elimina el término “cooperativa 
juvenil” y las empresas que se incuban en las escuelas de empresas son 
cooperativas o sociedades anónimas laborales conformadas principalmente por 
menores de 30 años, posibilitando la excepcionalidad de alojar a autónomos.  
 
En 1999 se autoriza a la Consejería de Trabajo e Industria, por el 
Consejo de Gobierno, de 14 de septiembre de 1999, a constituir la Fundación 
Andaluza de Escuelas de Empresas (BOJA núm. 120 de 16 de octubre de 1999), 
que recibirá la totalidad de la subvención que financia a estos centros, 
permitiendo una mayor agilidad en su gestión. 
 
Esta Fundación cambia de nombre, pasando a llamarse Fundación Red 
Andaluza para el Fomento de Empresas de Economía Social, cuando se 
desarrollan los dos programas regulados en la Orden de 29 de marzo de 2001, 
que desarrolla el Programa Andaluz de Fomento de la Economía Social 
(PAFES), que son el conocido Programa de Escuelas de Empresas y uno nuevo 
denominado Red de Agencias de Economía Social (RAES). Este segundo 




programa crea una estructura similar a las de las escuelas de empresas, para 
abarcar todo el territorio, pero con menores costes ya que no dispone de 
infraestructura para alojamiento empresarial.  
 
Posteriormente, con la modificación del PAFES mediante la Orden de 1 
de septiembre de 2003, los programas escuela de empresas y RAES se unen 
integrándose el segundo en el primero y la fundación vuelve a cambiar de 
nombre denominándose Fundación Red Andaluza de Economía Social. 
 
El Decreto del Presidente 11/2004, que reestructura las consejerías, crea 
la nueva Consejería de Innovación, Ciencia y Empresa a la que se adscribe la 
Fundación. Además, pasa a depender de la Dirección General de Economía 
Social y Emprendedores, motivo por el cual las escuelas de empresas, pasan de 
ser especialistas en economía social a todo tipo de formas jurídicas, volviendo a 
cambiar el nombre de la fundación al de Fundación Red Andalucía Emprende 
(BOE núm. 202, de 24 de agosto de 2005). En este momento se incluyen entre 
sus funciones el fomento de la cultura emprendedora y empresarial (art. 6º 
Estatutos FRAE), trabajando en el desarrollo del Plan de Innovación y 
Modernización de Andalucía (PIMA), publicado en el BOJA nº 122 de 24 de junio 
de 2005, con el que se crea la Red Territorial de Apoyo al Emprendedor en la 
que se incluyen las escuelas de empresas, los centros de emprendedores, 
viveros virtuales, infraestructuras de soporte de la actividad emprendedora e 
instrumentos para el asesoramiento especializado, como se recoge dentro del 
Objetivo 1 de la Línea estratégica de apoyo a proyectos empresariales del PIMA. 
 
El éxito del programa, tanto en creación de empleo como en desarrollo 
económico de la región, ha llamado la atención de otras comunidades 
autónomas y de otros países, permitiendo su implantación en Centroamérica (De 
Pablo et al., 2010). Concretamente, en El Salvador se puso en marcha en mayo 
de 1997 en Sonsonate y Nejapa; en Panamá en junio de 2000, en Colón y San 
Miguelito; y en Guatemala, en Zacapa. También se llevó a Marruecos en Beni 
Makada, en la provincia de Tánger, y en Sidi el Mandri, en Tetuán. Estos 




proyectos fueron puestos en marcha mediante programas de cooperación al 
desarrollo de Andalucía. 
 
En diciembre de 2009 se vuelve a cambiar el nombre de la fundación, al 
que mantiene en la actualidad, Andalucía Emprende, Fundación Pública 
Andaluza (AEFPA). 
 
En la tabla 4.3 se recogen los principales datos de la empresa y sus 
resultados desde su creación hasta el día de hoy. Destaca el incremento de 
centros y de plantilla del año 2009 por la incorporación del personal de la 
estructura básica de las UTEDLT, lo que incrementa considerablemente los 
resultados de la empresa. 
  














4.6.2. PROGRAMAS DESARROLLADOS EN LA ACTUALIDAD 
 
Cuenta en la actualidad con 267 Centros Andaluces de Emprendimiento 
(CADEs) y 858 alojamientos empresariales repartidos por toda la geografía 
andaluza donde se ofrece información y formación empresarial, asesoramiento 
técnico especializado, análisis de posibles vías de financiación, tutorización y 
alojamiento empresarial tanto en naves industriales como en despachos para 
empresas innovadoras y/o generadoras de empleo. También se desarrollan 
planes provinciales anuales para la promoción de la incorporación de factores de 
competitividad en las empresas andaluzas. 
 
Además, se desarrollan programas específicos de fomento de la 
actividad empresarial y de la cultura emprendedora en sectores clave. Con ello 
se pretende fomentar el emprendimiento entre los jóvenes, mejorar la formación 
empresarial y promover la cooperación e impulsar la internacionalización. 
 
Los programas educativos, enmarcados dentro del Plan para el Fomento 
de la Cultura Emprendedora en el Sistema Educativo Público de Andalucía, 
aprobado por el Decreto 219/2011, de 28 de junio. 
 
• Miniempresa educativa: para estudiantes de Infantil, Educación Primaria, 
Educación Secundaria Obligatoria, Bachillerato y Formación Profesional. 
Se les enseña a constituir y administrar sus empresas, presentarlas 
públicamente y a vender sus productos en el mercado 
(www.miniempresaeducativa.es). 
• Emprendejoven (Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza 
2007a): destinado a jóvenes que están estudiando un ciclo superior de 
formación profesional en la Comunidad. Primero realizan un test para 
emprender, posteriormente se seleccionan aquellos que presenten una 
actitud más emprendedora. Los seleccionados participan en una 
estancia formativa en un CADEs, desarrollando capacidades 
emprendedoras y obteniendo información necesaria para constituir su 




futura empresa, optando a premios y ayudas para poner en marcha su 
proyecto. 
• “Music Hero, emprende tu reto” (Andalucía Emprende, Fundación 
Pública Andaluza, 2007b), se trata de un juego de simulación estratégica 
puesto en marcha por Andalucía Emprende para fomentar las 
habilidades emprendedoras de una forma educativa. Está destinado a 
jóvenes de entre 12 y 17 años. 
• Aulas Andalucía Emprende: ubicadas en las diez Universidades Públicas 
andaluzas, para fomentar el emprendimiento estudiantil, docente e 
investigador. Se trabaja sobre 4 líneas estratégicas: fomento de la 
cultura emprendedora, capacitación emprendedora, creación y desarrollo 
empresarial universitario e investigación, mediante seminarios, talleres 
formativos o prácticas en empresas (www.aulaandaluciaemprende.es). 
• Cicerone: tiene como objetivo la coordinación de actuaciones de los 
distintos organismos, públicos y privados, destinados a la Formación 
Profesional. Se pretende que el profesorado oriente los planes finales de 
los estudiantes a las instituciones de apoyo empresarial, con el objetivo 
de optimizar los recursos, evitando solapamientos o duplicidades. Se 
organizan encuentros profesionales entre los centros educativos y las 
instituciones de la zona, con el objetivo de generar sinergias. 
• Red de Empresas Amigas: se pretende mejorar la inserción laboral de 
menores de 30 años mediante la realización de prácticas en empresas 
incubadas en Andalucía Emprende. Los beneficiarios deben de tener 
titulación universitaria o de formación profesional o estar en fase de 
formación en centros de trabajo. Existen dos modalidades de prácticas, 
las formativas y las laborales remuneradas, y, en función de la 
modalidad, las empresas podrán disfrutar de una prórroga de la 
incubación de entre 6 y 12 meses. 
• Las lanzaderas de empleo que pretenden favorecer la inserción socio-
laboral de desempleados mediante un plan elaborado a través de los 
nuevos métodos y técnicas de empleabilidad, buscan desarrollar 
habilidades para el empleo y el emprendimiento. Los participantes 




comparten experiencias y conocimientos para mejorar sus posibilidades 
de inserción laboral, por cuenta ajena o desarrollando un proyecto 
empresarial (www.lanzaderasdeempleo.es). 
• El Proyecto Lunar está destinado al fomento de la creación, el desarrollo 
y la consolidación empresarial en la industria creativo-cultural andaluza. 
Ofrece todos los servicios que presta Andalucía Emprende, destinado en 
este caso a la industria creativo-cultural, incluyendo instrumentos para 
conocer la evolución tecnológica y del mercado y las redes creativas de 
contactos (www.proyectolunar.com). 
• El programa Seniors ofrece tutorías en estrategia empresarial, 
financiación y relaciones comerciales para empresas de reciente 
implantación en el mercado, desarrolladas por pre-jubilados o jubilados 
con una amplia experiencia profesional, bien como empresario o por 
cuenta ajena, o bien como ejecutivos o directivos. Se pretende transferir 
esos conocimientos, habilidades, experiencias y contactos adquiridos a 
lo largo de su vida profesional a las nuevas empresas. 
• El Programa Internacional para Emprendedores se desarrolla, con la 
colaboración de Extenda. Esta iniciativa busca informar sobre las 
posibilidades de negocio existentes en el mercado exterior y ofertar 
servicios personalizados a las empresas potencialmente exportadoras. 
Se llevan a cabo actuaciones, como seminarios sobre las actividades 
previas a la exportación, visitas de emprendedores a otros países, 
programas de intercambio y fomento de la transferencia de know-how y 
de la cooperación entre empresas (www.iemprendedores.es). 
• Andalucía Emprende Coopera es un espacio creado para dar visibilidad 
a los proyectos, mantener contacto con otras empresas, intercambiar 
información y compartir experiencias, buscar colaboradores para nuevos 
proyectos y desarrollar sus empresas a través de una mayor red de 
clientes potenciales. Además se les ofrece asesoramiento online 
(www.andaluciaemprendecoopera.es). 
• Andalucía Emprende TV es un canal de televisión online sobre 
emprendimiento andaluz, para compartir ideas y conocimientos en vídeo 




sobre emprendimiento, establecer relaciones ventajosas, cooperar con 
persona emprendedoras y aprender de ellas 
(www.andaluciaemprende.tv). 
 
También se desarrollan otros programas de colaboración con otros 
organismos, tanto públicos como privados para desarrollar programas que tenga 
por objetivo el impulso y la consolidación de proyectos empresariales de 
cualquier ámbito. 
 
• Programa 100 Caminos al Éxito: se desarrolla junto la Fundación Cajasol 
(Instituto de Estudios Cajasol) y trata de proporcionar las capacidades, 
los conocimientos y los medios a cien personas emprendedoras de 
Andalucía, para transformar las ideas en empresas que generen empleo 
y valor añadido, mediante un itinerario formativo teórico-práctico. 
Posteriormente, participan en una ronda de búsqueda de financiación 
con potenciales inversores, tienen acceso al Programa de Microcréditos 
de la Fundación Cajasol y pueden ocupar un alojamiento empresarial 
gratuito en Andalucía Emprende (www.ciencaminosalexito.com). 
• Minerva: se desarrolla junto con Vodafone para fomentar el desarrollo 
empresarial en el sector tecnológico andaluz. Desde Andalucía 
Emprende se proporciona una serie de servicios con objeto de facilitar el 
desarrollo de las ideas de negocio en el mercado. Va destinado a 
proyectos que se realicen en Andalucía y sean viables dentro del sector 
TIC, dándoseles a los proyectos seleccionados apoyo económico 
mediante ayudas a fondo perdido y préstamos 
(www.programaminerva.org). 
• Andalucía Open Future: en colaboración con Telefónica, es una iniciativa 
público-privada, para fomentar el emprendimiento innovador en 
Andalucía. Para ello se cuenta con un centro de crowdworking (‘El 
Cubo’) donde se ha instalado una Tecnoincubadora, para la puesta en 
marcha y la consolidación de proyectos tecnológicos, con el objetivo de 
ayudar a crear proyectos capaces de captar inversores locales e 
internacionales (andalucia.openfuture.org). 




4.6.3. RESULTADOS 2016 
 
Los resultado obtenidos durante el último año en Andalucía Emprende, 
tabla 4.4, engloban la atención a 14.825 personas para crear 12.737 empresas; 
desarrollando e implementado 587 planes de desarrollo, que han generado un 
total de 17.010 nuevos empleos y una inversión inicial estimada de 150,7 
millones de euros. También se han desarrollado 5.453 acciones de fomento de la 
cultura emprendedora, que han contado con la participación de 121.645 
personas, de 465 municipios de Andalucía. Los resultados obtenidos en este año 
se resumen en la tabla 4.7. 
 
Además, cabe destacar que se han creado 169 empresas de economía 
social de las 321 creadas en Andalucía ese año, es decir, el 52,64% de las 
empresas de economía social creadas en Andalucía han sido atendidas por 
Andalucía Emprende. 
 
TABLA 4.7. PRINCIPALES RESULTADOS DE ANDALUCÍA EMPRENDE 2016 
Resultados por áreas 2016 
Atención a personas usuarias 36.872 
Empresas creadas 12.737 
Empresas de economía social creadas 169 
Planes de desarrollo 587 
Empleo generado por empresas y planes 17.010 
Tramitación de solicitudes incentivos 3.610 
Tutorizaciones de proyectos empresariales 1.782 
Acciones de fomento de la cultura emprendedora 5.453 
Beneficiarios acciones de fomento 121.645 
Fuente: Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza (2017). 
 
Se ha tutorizado 1.782 proyectos empresariales, en su mayoría de 
creación/consolidación, 1.447 proyectos (un 81.20%), 256 proyectos de 
modernización (14,37%), 66 proyectos de innovación (3,70%) y 13 proyectos de 
cooperación (0,73%). De éstos 910 han estado alojados durante 2016 (623 en 
despachos y 287 en naves), generando un total de 1.735 empleos. 
 




Este año se ha impulsado la creación de 6.265 empresas por vía 
telemática, representando el 49,18% de todas las creadas con apoyo de 
Andalucía Emprende. 
 
Por otro lado, se han firmado convenios financieros de colaboración 
suscritos con distintas entidades, habiéndose tramitado 265 solicitudes, por un 
importe total de 4.262.141 euros para financiación en forma de microcréditos 
para autónomos y pymes.  
 
Durante el primer año de vida de las empresas a las que presta servicios 
Andalucía Emprende, tienen una probabilidad de supervivencia de 8,38 puntos 
superior a la media de las empresas creadas en Andalucía. Al transcurrir el 
primer año de vida, la supervivencia de las empresas que han sido apoyadas en 
Andalucía Emprende se eleva al 71,05% y las que han recibido servicios de 
incubación al 77,24%, mientras que las empresas andaluzas alcanzan una 
supervivencia del 68,86%.  
 
También se han llevado a cabo ocho Planes de Actuación Local para 
Emprender, uno por provincia, realizando 70 acciones de impacto, 4.309 
actuaciones de programas regionales, 603 acciones de difusión y 471 estudios e 
investigación, que han beneficiado 121.645 personas.  
 
Además, se realizan diversos estudios de investigación, para el análisis y 
la elaboración de información útil sobre las condiciones que favorecen el 
emprendimiento o los retornos económicos y sociales de la inversión pública 
realizada de apoyo a la creación de empresas, como son los siguientes:  
 
• Barómetro de emprendimiento andaluz 2015-201613, pretende recoger la 
experiencia de los proyectos empresariales nacientes y de aquéllos que 
iniciaron su actividad en plena crisis económica que han consolidado 
exitosamente su empresa. 
                                            
13 http://www.andaluciaemprende.es/wp-content/uploads/2015/02/Barometro-Emprendimiento-
Andaluz-2015-16.pdf  




• Análisis del retorno de la inversión pública en Andalucía Emprende, 
poniendo de manifiesto que el retorno económico supera 
considerablemente los recursos empleados, además de proporcionar 
importantes beneficios sociales. Del estudio 2010-2013, cabe destacar las 
siguientes conclusiones:  
o Se han optimizado los recursos, consiguiéndose crear más 
empresas, más empleo y más alojamientos, con menos recursos 
tanto humanos como económicos. 
o El retorno ha experimentado un crecimiento del 190%. 
o Por cada euro destinado a las políticas de emprendimiento, retorna 
a la sociedad 4,16 euros.  
o Del retorno total, prácticamente la mitad (1,9 euros de cada euro 
invertido) se debe exclusivamente a la labor de la entidad y el 
resto a las sinergias que se consiguen generar junto al sector 
privado. Datos recogidos en la tabla 4.5. 
 
TABLA 4.8. ANÁLISIS DEL RETORNO DE LA INVERSIÓN PÚBLICA EN ANDALUCÍA 
EMPRENDE 
Año inversión Retorno 
Retorno por cada euro se 
retorna a la sociedad 
2011 43.397.692,84 € 123.701.941,15 € 2,85 €  
2012 38.013.828,90 € 134.238.690,97 € 3,53 €  
2013 39.098.470,73 € 162.728.203,11 € 4,16 €  
Fuente: Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza (2015a) 
 
• Informe de supervivencia correspondiente al período 2008-2014. En los 
cinco años analizados, las empresas incubadas tienen una supervivencia 
media un 10,63% superior a las andaluzas durante el primer año de 
actividad; el segundo año un 8,11%; el tercer año un 5,83%; el cuarto, 
sobreviven un 4,79% más que resto de empresas existentes en la 
comunidad; y es a partir del quinto año cuando la tendencia se invierte, y 
en Andalucía las empresas tienen una supervivencia media superior en 




5,15 puntos que las empresas que fueron incubadas (Andalucía 








CAPÍTULO 5.  
MEDICIÓN DEL IMPACTO SOCIAL Y ECONÓMICO DE 




En el presente capítulo se realiza un análisis de la necesidad de evaluar las 
políticas públicas y de realizar dicha evaluación, no solo desde el punto de vista 
financiero sino también desde el punto de social, ya que se aporta a la sociedad 
un valor que no está cuantificado económicamente y que es preciso valorar. Para 
ello existe en la literatura multitud de métodos y, al no existir consenso científico 
al respecto, en esta investigación, se ha elegido uno de los de mayor aceptación 
como es el análisis coste-beneficio. A través de la medición del impacto 
económico y social de los programas públicos de emprendimiento, 
concretamente los llevados a cabo por Andalucía Emprende se puede conocer el 




En los últimos años hemos padecido una crisis económica que ha 
intensificado la preocupación de los distintos gobiernos por corroborar la eficacia 
y eficiencia con la que se utilizan los fondos públicos. Esta situación se justifica 
(Wiesner, 2000), entre otras, por la mayor necesidad de responsabilidad y de 
transparencia, por el alto coste político que se sufre cuando la opinión pública 
estima la falta de eficacia y eficiencia de los programas públicos y por la 
importancia de que los ajustes o correcciones fiscales sean racionales. En este 
último caso, partiendo de un necesario conocimiento de las políticas y los 
programas desarrollados por el sector público y de su impacto, se realizan 
recortes de aquellas medidas que se consideran prescindibles, según las 
prioridades establecidas. 
 




Con la evaluación de un programa público se pretende demostrar el 
acierto del mismo y de los mecanismos puestos en marcha para su ejecución, 
comprobar su idoneidad y la eficacia en la consecución de los objetivos 
inicialmente planteados, justificar los gastos presupuestados y ejecutados, servir 
de apoyo para su extrapolación a otras regiones, justificar su bondad y/o retrasar 
la implantación de uno nuevo en espera de una justificación de eficacia o 
eficiencia que lo respalde (Planas, 2005). 
 
Por otra parte, el organismo encargado de la ejecución de una 
determinada política debe de disponer de una estructura adecuada y de un 
modelo de gestión adecuado para ello, dado que afectan a los resultados 
obtenidos, a los costes y a la factibilidad de su implementación (Muñoz, 2003). 
 
Si bien existen sofisticados métodos de medición de la situación 
financiera de una empresa, que permiten comparar a varias empresas entre sí y 
valorar sus riesgos financieros, no existe, sin embargo, un método con 
características similares para la medición de aspectos sociales y 
medioambientales (Reeder y Colantonio, 2013; Retolaza et al., 2016). Los 
métodos sociales permiten medir el impacto de las actividades empresariales en 
la sociedad, sirviendo de complemento a los métodos financieros, aunque este 
impacto suele ser ignorado por las empresas y no suele ser valorado a precios 
de mercado, constituyendo un enorme desafío para las organizaciones 
(Lamberton, 2005; Grieco, 2015). 
 
El objetivo de este capítulo es analizar la necesidad de evaluación de las 
políticas públicas y constatar cómo, a través de la medición del impacto 
económico y social de los programas públicos, se puede conocer el retorno de la 
inversión pública a la sociedad. Para ello, tomando como ejemplo la Junta de 
Andalucía, se analizará el retorno de la inversión pública en materia de 
emprendimiento, a través de Andalucía Emprende14. 
 
                                            
14Empresa pública cuyos ingresos provienen de fondos públicos autonómicos y europeos, 
ejecutando las políticas de fomento del emprendimiento en Andalucía. 
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5.2. NECESIDAD DE EVALUACIÓN DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS Y 
CÁLCULO DEL IMPACTO ECONÓMICO Y SOCIAL  
 
La necesidad de evaluar las políticas y los servicios públicos es, por una 
parte, una exigencia de la ciudadanía y, por otra, una necesidad política y de 
gestión. Cada vez más se reclama una mayor eficiencia y responsabilidad en la 
gestión y ejecución del presupuesto por los distintos actores, debido al alto grado 
de descentralización y limitaciones de disponibilidad de recursos existentes. Así, 
de acuerdo con Awasthi y Sebastián (1996), la necesidad de evaluación de los 
programas de desarrollo empresarial está justificada por la gran cantidad de 
fondos destinados a su implementación. Su mantenimiento en el tiempo debe 
depender de la consecución de los objetivos, a la vez que debe de justificarse en 
base a los costes y los ingresos generados por el programa. Estos programas 
deben de someterse a renovaciones y restructuraciones en función de las 
necesidades de los emprendedores potenciales. 
 
Estos procesos de evaluación del sector público se pueden enfocar 
desde distintas perspectivas (Ospina, 2001) como ya apuntábamos en el capítulo 
2: micro, meso y macro. En este capítulo nos centraremos en un nivel meso 
mediante el análisis de una organización como es Andalucía Emprende, 
encargada del desarrollo de la ejecución de políticas de fomento del 
emprendimiento del gobierno de la Junta de Andalucía. 
 
Una forma efectiva de medir los beneficios no financieros de un 
determinado programa o entidades es mediante el análisis de su impacto 
económico y social. Este análisis facilita la toma de mejores decisiones y 
aumenta el beneficio económico de la inversión en objetivos sociales y/o 
ambientales. Pero, para ello, es necesario adoptar un enfoque cuantitativo para 
la evaluación de programas sociales en funcionamiento, predecir el retorno de 
las inversiones y planificar estrategias de programas a largo plazo (Brest et al., 
2009). Esta información es demandada principalmente por tres actores (Arvidson 
et al., 2010): el sector público, financiadores de entidades sin ánimo de lucro y 




dichas entidades, estas últimas para demostrar su valor, a su público y a 
potenciales financiadores. 
 
Pese a esta importancia teórica y práctica de medición del impacto social 
de los programas o de las organizaciones, no existe un sistema de 
categorización de métodos para su medición. Las razones son diversas (Maas y 
Liket, 2011): por un lado, la dificultad de realizar una valoración objetiva por su 
naturaleza cualitativa; por otro, hay que tener en cuenta el impacto positivo y 
negativo de las entidades o programas objeto de estudio a través de sus 
diferentes dimensiones (ambiental, económica y social); y, finalmente, hay que 
tener en cuenta tanto los efectos a corto como a largo plazo de la entidad en la 
sociedad. A todo lo anterior, se une la falta de consenso en la literatura sobre la 
terminología utilizada, el diseño de métodos de evaluación y de sistemas de 
métricas (Reeder y Colantonio, 2013). El resultado es la existencia, en la 
actualidad, de un conjunto difuso de terminología, herramientas y técnicas con 
diferentes fines para los que se realiza su medición y sus objetivos a largo plazo. 
Incluso, Grabenwarter y Liechtenstein (2011) defienden que todavía no se ha 
conseguido que este tipo de modelos proporcionen unos resultados 
satisfactorios. 
 
Como consecuencia de lo anterior, en la literatura existe una gran 
variedad de métodos de medición en función de las características de las 
distintas entidades, sus actividades, objetivos y los aspectos a evaluar (Grieco, 
2015).  
Cabe destacar que existe una amplia gama de enfoques, llegando 
incluso a crear confusión entre los mismos (Wood y Leighton 2010). El motivo 
por el cual existe tal variedad de enfoques es porque nos encontramos en una 
fase embrionaria en el proceso de elaboración de una terminología común, en el 
diseño de métodos de evaluación y de sistemas de métricas (Reeder y 
Colantonio, 2013). Tampoco resulta fácil encontrar incentivos claros o 
mecanismos de retroalimentación que promuevan la calidad de las mediciones 
realizadas.  
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Existe gran variedad de métodos de medición en función de las 
necesidades de las distintas entidades, sus actividades, objetivos y los aspectos 
a evaluar, aunque los métodos pueden adaptarse a otras entidades distintas 
para las que fueron desarrollados. 
 
Maas y Liket (2011) describen treinta métodos de medición del impacto 
social que se esquematizan en la tabla 5.1. 
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Para la elección del método más idóneo para cada caso, Maas y Liket 
(2011), realizan una clasificación de los mismos en función a seis parámetros en 
función de sus características diferenciales: 
 
• Propósito:  
o Cribado, para evaluar oportunidades de inversión y su rendimiento 
respecto a objetivos sociales y financieros específicos de los 
inversores. 
o Seguimiento, destinados a la toma de decisiones operacionales en 
curso, proporcionando datos para la supervisión de los inversores. 
También para conocer las modificaciones del modelo de negocio y/o 
las oportunidades de mercado. 
o Informes, para informar a los grupos de interés externos (inversores 
potenciales, las entidades públicas u otras) que requieren o solicitan 
informes de rendimiento. 
o Evaluación, evaluación del impacto de los logros con fines académicos 
y para el aprendizaje organizacional. 
• Marco temporal:  
o Prospectivo, para evaluar los impactos que se pueden esperar de las 
reformas y los programas previstos. Se utilizan para por ejemplo 
apoyar el diseño de las medidas a adoptar y para ayudar a los 
decisores en la elección de las medidas que mejor se ajusten a los 
propósitos planteados. 
o Continuo, para probar las hipótesis a lo largo del tiempo. 
o Retrospectivo, para la evaluación de las actividades ya finalizadas. 
• Orientación:  
o Input, sirve para valorar el ahorro obtenido en inputs por una actividad 
social como el aumento de la motivación de los empleados. 
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o Output, útiles para evaluar las diferencias en la producción como 
resultado de una actividad social como por ejemplo por una mejor 
reputación. 
• Amplitud del marco temporal: a corto plazo o a largo plazo. 
• Perspectiva: a distintos niveles como es el de la empresa o micro, meso 
o macro. 
• Enfoque (Clark et al. 2004):  
o Método de proceso, herramientas utilizadas para seguir y controlar la 
eficiencia y eficacia de los productos, variables o indicadores de 
gestión utilizada para rastrear los procesos operativos en curso. 
o Método de impacto, herramientas utilizadas para relacionar los 
productos y resultados, para demostrar los resultados incrementales 
por encima de lo que habría ocurrido si no existiera la empresa o la 
organización. 
o Monetización, métodos de obtención del valor, monetizando los 
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Pese a que todos los métodos están diseñados para la medición de 
algún impacto social, existen distintos métodos que evalúan el impacto del caso 
en el que no hubieran existido el programa o la empresa evaluada. Respecto a 
esta clasificación se constata que existen diferencias entre el trabajo de Maas y 
Liket (2011) y Maas (2014) y por otra parte de Clark et al. (2004) que se detallan 
en la tabla 5.3. 
 
TABLA 5.3. MÉTODOS DE IMPACTO DE MEDICIÓN DEL IMPACTO SOCIAL 
Métodos 
Impacto 
Maas y Liket (2011) 
Maas (2014) 
Clark et al. (2004) 
Total Parcial Total Parcial 
BoP Impact Assessment framework X    
Measuring Impact Framework X    
OASIS X  X  
Participatory Impact Assessment X    
PSIA X  X  
Robin Hood Foundation Benefit-Cost Ratio X    
SCBA X    
SIA X    
Balanced Scorecard (BSc)  X  X 
Millennium Development Goal scan (MDG-scan)  X   
Social e-valuator  X   
Social return on Investment (SROI)  X X  
Atkisson Compass Assessment for Investors (ACAFI)    X 
Fuente: Elaboración propia a partir de Maas y Liket (2011); Maas (2014) y Clark et al. (2004) 
 
Del análisis de la tabla 5.3 se observa que dichos estudios coinciden en 
señalar los siguientes métodos para la evaluación del impacto: 
 
• OASIS (Clark et al. 2004), implementado en cuatro organismos sin fines 
de lucro, ubicados en la Bahía de San Francisco, que funcionan 
colectivamente produciendo bienes y servicios de mercado, mediante el 
empleo de personas desfavorecidas. Tiene de moderada a baja 
viabilidad, con un moderado o alto coste, teniendo que estar la empresa 
dispuesta a someterse a un proceso de monitoreo, de recopilación de 
datos, analizando la gestión de la toma de decisiones. 
La estrategia de medición del resultado del método es buena y que por 
lo tanto tiene una alta credibilidad de las ciencias sociales en 




comparación con otros métodos utilizados por las empresas de línea de 
doble fondo.  
Existen una serie de riesgos potenciales que afectan a la credibilidad del 
método: la selección de entradas, salidas y/o resultados no relacionados 
con los impactos o resultados financieros globales, la débil correlación 
entre los resultados y los impactos verdaderos elegidos, los resultados 
pueden ser mal interpretados como impactos y la fiabilidad de los 
procedimientos de recogida de datos. 
• PSIA (Clark et al. 2004), se trata de un proceso para desarrollar una 
evaluación sistemática del impacto de un proyecto determinado más que 
una herramienta para la evaluación del impacto. Se basa en la 
importancia de establecer el análisis mediante la identificación de los 
supuestos sobre los que se asienta el programa, los canales de 
transmisión para que estos efectos se produzcan, y los actores y las 
estructuras institucionales pertinentes. Posteriormente, se estiman los 
impactos del programa, y se evalúan utilizando técnicas analíticas que 
se adaptan al proyecto en estudio. 
• SROI, para Maas y Liket (2011) y Maas (2014) la evaluación del impacto 
es sólo parcial. Este enfoque combina las herramientas de análisis de 
coste-beneficio y las herramientas de análisis financiero utilizados en el 
sector privado para evaluar los proyectos y programas sin fines de lucro 
como queda plasmado en la guía elaborada por Nicholls et al. (2012). De 
acuerdo con Clark et al. (2004), su credibilidad es mayor que la mayoría 
de métodos similares, ya que se puede basar en datos reales de 
producción y resultados de la empresa. Sin embargo, es más bajo que 
los análisis económicos rigurosos debido a la ausencia de posible 
comparaciones con lo que ocurriría si no existiera el programa o 
proyecto analizado. 
Este método ha sido criticado por su dificultad de implantación total 
(Reeder y Colantonio 2013). Los riesgos potenciales para su credibilidad 
son: un diseño de investigación débil que provoca una mala medición del 
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impacto, un marco de contabilidad social pobre, la mala interpretación de 
productos o resultados como impactos o la falta de impactos importantes 
y/o costes intangibles. 
Este método, como todos los demás, tiene sus limitaciones, Arvidson et 
al. (2010) apuntan que éste deja mucho espacio para juicios de valor que 
hacen posible inflar el valor creado y para malentendidos sobre la 
interpretación y utilización de los ratios. Por otro lado, también indican 
que el método SROI tiene el potencial de una herramienta poderosa y de 
las evaluaciones del impacto social de las organizaciones incluidas en el 
llamado tercer sector por la gran presión que sufren para demostrar su 
valor a la sociedad y su necesidad de obtener fondos.  
De acuerdo con Edwards et al. (2010), pese a que este método tiene en 
cuenta en su proceso a los grupos de interés, los críticos postulan que 
existen malinterpretaciones de las asimetrías de poder de los distintos 
actores, pudiendo existir conflictos de interés entre ellos.  
 
Retolaza et al. (2016), realizan una clasificación de los métodos 
utilizados, alrededor del mundo, de análisis del valor social, basada en tres 
publicaciones (Tuan, 2008; Olsen y Galimidi, 2008; Mulgan, 2010), clasificación a 
la que añaden tres métodos utilizados para empresas comerciales. Estos 
métodos añadidos son: GRI, Reporting Integrado y RSC. Para ello, realizan una 
clasificación de los mismos en función de cinco categorías principales: análisis 
de impacto, evaluación de externalidades, valoración monetaria, mejoras de 
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Dado el objetivo de nuestro trabajo, que es el análisis de las políticas 
públicas de emprendimiento de la Junta de Andalucía, para el fomento del 
emprendimiento, ejecutadas por Andalucía Emprende, entendemos que de los 
métodos relacionados en la tabla 5.4, son los de valoración económica 
(monetaria) los que se adecúan mejor a dichos objetivos y, dentro de ellos, los 
que buscan el incremento de los outputs actuales. De este modo, el análisis 
coste-beneficio (Tuan, 2008; Maas y Liket, 2011; Maas, 2014) es una 
herramienta económica tradicional para la gestión del rendimiento adaptado para 
incluir impactos en la sociedad, donde los costos y los impactos sociales de una 
inversión se expresan en términos monetarios y luego se evalúan de acuerdo 
con una o más de las siguientes tres medidas: (1) el valor actual neto, es decir, 
el valor agregado de todos los costes, ingresos, y los impactos sociales, 
descontados para reflejar el mismo período contable; (2) la relación coste-
beneficio, el valor descontado de los ingresos y los impactos positivos dividido 
por el valor descontado de los costes y los impactos negativos; y (3) la tasa 
interna de retorno, el valor neto de los ingresos, además de impactos expresado 
como un porcentaje de retorno anual sobre el importe total de la inversión. 
 
5.3. ANÁLISIS COSTE-BENEFICIO EN ANDALUCÍA EMPRENDE  
 
5.3.1.- PROPUESTA METODOLÓGICA 
 
Al ser una entidad sin ánimo de lucro y que recibe financiación 
exclusivamente pública, tanto del presupuesto de la Junta de Andalucía como de 
fondos comunitarios, es preciso medir el valor social que aporta a la sociedad 
para conocer y evaluar la eficiencia en la utilización de los fondos públicos 
asignados a Andalucía Emprende. 
 
Como ya se ha mencionado, para este análisis de valor no se pueden 
utilizar técnicas basadas exclusivamente en parámetros financieros, ya que no 
reflejan el valor añadido que aporta a la sociedad, ni el ahorro de costes y el 
retorno de ingresos que supone para la Administración. Por lo tanto, es 
necesario utilizar algún método que haga visible todo ese valor añadido a los 
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distintos stakeholders (grupos de interés de la entidad o programa objeto de 
análisis) y que permita evaluar la eficiencia con la que se gestionan esos fondos. 
 
Tal y como ya se ha comentado, consideramos que la metodología 
basada en el análisis coste-beneficio cumple con los propósitos planteados, para 
analizar la eficacia con la que se utilizan esos fondos públicos, mediante la 
puesta en valor de los beneficios obtenidos por la sociedad de los servicios 
gratuitos de fomento del emprendimiento prestados por esta entidad pública en 
el cumplimiento de sus fines fundacionales y el ahorro y el retorno de ingresos 
que obtiene la propia Administración en el desarrollo de los mismos. 
 
Para ello, Hehenberger et al. (2013) establecen un marco de referencia 
común en prácticamente la totalidad de métodos utilizados para medir el impacto 
social, con cinco pasos: establecimiento de objetivos, análisis de stakeholders, 
medición de resultados, verificación y valoración del impacto y, finalmente, 
seguimiento y presentación de los resultados mediante un informe. 
 
La cadena de creación de impacto que sigue el método que vamos a 
desarrollar responde al siguiente esquema: 
 
FIGURA 5.1. CADENA DE CREACIÓN DE IMPACTO 
 
Fuente: Clark et al. (2004) 
 
En el desarrollo de esta metodología nos encontramos con la dificultad 
de monetizar los resultados obtenidos del desarrollo de la actividad de Andalucía 
Emprende y su impacto, asignándoles un valor de referencia aproximado en 
función de las estadísticas existentes y los valores utilizados por entidades 
similares. Además, es importante separar los impactos que no sean fruto de la 
actividad de la empresa de los impactos negativos que haya podido generar, 
Inputs
• Lo que se 







• Cambios en el 
sistema social









• Ajuste de 
objetivos y 
actividad




teniendo en cuenta ciertos aspectos complementarios (Retolaza et al., 2016), 
como por ejemplo: 
 
• El peso muerto (deadweight), es decir, el resultado obtenido sin el 
desarrollo del programa de emprendimiento desarrollado por esta 
entidad. 
• Los posibles desplazamientos (displacement) existentes, es decir, 
beneficios que se producen a ciertos stakeholders por la actividad 
analizada y que afectan negativamente a otro. 
• La atribución (attribution), inputs aportados por terceros que deben de 
ser descontados de los outputs. 
• El decremento (drop off), deterioro en el tiempo de los outputs valorados. 
 
5.3.2.- APLICACIÓN DE LA METODOLOGÍA 
 
La consecución del objetivo propuesto exige la realización de un análisis 
evaluativo de los resultados sociales, medioambientales y económicos de la 
empresa Andalucía Emprende en el año 2015, partiendo de la información 
recogida por esta organización en las cuentas económicas de la empresa 
(Consejería de Hacienda y Administración Pública, 2016) y en el informe de 
gestión de dicho año (Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza, 2016). 
 
Para ello, una vez establecido el alcance del trabajo objeto de estudio, 
realizamos un análisis de los stakeholders de la empresa15 bajo el enfoque de la 
Teoría de Stakeholders. A tal fin, se realiza un análisis de los mismos, desde una 
perspectiva ontológica, como proponen Retolaza et al. (2014), agrupándolos en 
función de sus intereses concretos, teniendo en cuenta las aportaciones que 
reciben con la actividad de Andalucía Emprende y el valor asignado a los 
outcomes. 
                                            
15Para la realización de este análisis se ha contado con la participación de un grupo de expertos 
de Andalucía Emprende, con más de catorce años de experiencia en labores de 
emprendimiento. 
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Los stakeholders de Andalucía Emprende se recopilan en la tabla 5.5, 
junto con las aportaciones recibidas por la actividad de la organización 
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que en este caso los inputs son monetarios (fondos públicos con los que se 
financia la empresa), a continuación se procede a valorar cada uno de los 
outcomes que generan los stakeholders como consecuencia de la actividad de la 
organización. Esta valoración supone un gran reto, ya que no existe un valor 
definido para cada uno de ellos y cada stakeholder le podría otorgar un valor 
distinto a las aportaciones recibidas. Para realizar la valoración se han utilizado 
valores de referencia de las estadísticas proporcionadas por el Instituto de 
Estadística de Andalucía (IEA), el Informe Anual de Recaudación Tributaria 
(Agencia Tributaria, 2016) y empresas que prestan servicios similares a los 
ofertados por Andalucía Emprende. 
 
Respecto a las cifras generadas por las empresas de nueva constitución 
apoyadas por Andalucía Emprende durante el año de estudio, se han adaptado 
los cálculos en función del tamaño medio de las empresas en cuanto a empleo y 
se ha realizado una reducción del 75% de los resultados obtenidos por Impuesto 
de Sociedades, IRPF de los beneficios e IVA, por ser de nueva creación y estar 
iniciando la actividad. Además, los resultados obtenidos se reducen en un 90% 
como efecto del peso muerto, ya que se entiende que en caso de no existir esta 
organización el 90% de las empresas atendidas se seguirían creando. 
 
Los retornos indirectos, generados por el ahorro de prestaciones por 
desempleo, se calculan multiplicando la prestación por desempleo medio en 
Andalucía, recogida en el IEA, por el personal empleado en Andalucía Emprende 
más el 10% del empleo de las empresas creadas en el año 2005 y el empleo 
generado por las empresas con una supervivencia mayor a la media andaluza. A 
la cantidad resultante, se le aplica una reducción porque, en el caso de no existir 
Andalucía Emprende, sólo parte del personal anteriormente mencionado se 
encontraría desempleado. Se estima que el porcentaje desempleado sería el 
mismo que la media andaluza durante el año 2015. Por lo tanto, los retornos 
indirectos por este concepto son el 31,54% de las cantidades que podrían recibir 
todo el empleo. 
 
En el apartado de los retornos generados por el aumento de la 
supervivencia de las empresas creadas, se debe aclarar que actualmente no se 
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ha concluido el estudio sobre la supervivencia de empresas en 2015 y se han 
utilizado los datos recogidos del año anterior, calculando los datos generados 
por las empresas creadas en los cinco años anteriores que sobreviven y superan 
a la media de Andalucía. Para ello presuponemos que el tamaño medio de las 
empresas, en cuanto a empleo, es el mismo que la de las empresas de nueva 
creación, es decir, 1,2 empleos por empresa. 
 
5.3.3.- ANÁLISIS DE RESULTADOS 
 
Con los criterios expuestos con anterioridad, se han realizado los 
cálculos oportunos obteniendo las cifras recogidas en la tabla 5.6. 
  




TABLA 5.6. RESULTADOS OBTENIDOS DEL ANÁLISIS COSTE-BENEFICIO 
DE ANDALUCÍA EMPRENDE (AE) 
€ % del total Retorno 
inversión 
TOTAL INVERSIÓN AAPP EN AE 40.200.992,56 100%   
Gasto ejecutado AE 40.200.992,56 100%   
- Aportación Junta Andalucía 35.391.938,55 88,04%   
- Aportación Fondo Social Europeo 4.796.696,56 11,93%   
- Otras aportaciones públicas 12.357,45 0,03%   
TOTAL RETORNOS 271.388.729,64 100% 6,75 € 
Retorno directo a AAPP por actividad de AE 14.651.570,20 5,40% 0,36 € 
- Seguridad social a cargo de la empresa 8.144.050,61 3,00%   
- Seguridad social a cuenta de trabajadores/as 1.646.350,98 0,61%   
- Retenciones de IRPF del empleo 3.797.349,76 1,40%   
- Tasas 19.592,41 0,01%   
- IVA de compras de Andalucía Emprende 1.044.226,44 0,38%   
Retorno directo a AAPP de empresas creadas 41.932.756,64 15,45% 1,04 € 
- Seguridad Social 6.231.628,89 2,30%   
- IRPF 1.255.700,10 0,46%   
- Impuesto Sociedades 73.822,13 0,03%   
- IVA de compras e inversión realizada 34.371.605,52 12,67%   
Retorno directo a AAPP de empresas 
supervivientes sobre la media andaluza (de los 5 
años anteriores) 
167.369.885,41 61,67% 4,16 € 
- Seguridad Social 8.231.049,74 3,03%   
- IRPF 2.341.590,77 0,86%   
- Impuesto Sociedades 833.197,50 0,31%   
- IVA de compras 155.964.047,40 57,47%   
Retornos indirectos a AAPP por actividad de AE 47.434.517,39 17,48% 1,18 € 
- Valoración económica de servicios de AE 27.968.151,00 10,31%   
- Ahorro en prestaciones por desempleo (empleo AE, 
empleo creado por empresas y empresas 
supervivientes sobre media andaluza) 
19.466.366,39 7,17%   
Fuente: Elaboración propia 
 
Como se puede observar, los resultados obtenidos del análisis de 2015, 
indican que la inversión pública realizada por importe de 40,2 millones de euros 
ha generado un retorno de 271,39 millones. Dichos retornos se distribuyen de la 
siguiente forma: 
 
• Un 5,4% de ese retorno obtenido (14,65 millones), corresponde a retornos 
directos de la propia empresa Andalucía Emprende en concepto de 
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Seguridad Social del personal empleado, retenciones de IRPF, tasas e 
IVA pagado por la propia actividad. Ello supone que de cada euro 
invertido en la organización, retornan 0,36 euros por estos conceptos. 
• Con relación a los retornos indirectos:  
o el retorno generado por las empresas de nueva constitución del año 
2015, con los ajustes mencionados anteriormente, reportan un poco más 
de la cantidad invertida, suponiendo un 15,45% del total. De cada euro 
invertido vuelve a las arcas de la Administración 1,04 euros. 
o el mayor retorno recibido tiene su origen en la mayor supervivencia 
de las empresas apoyadas desde Andalucía Emprende en relación con la 
media de Andalucía. En concreto, supone 4,16 euros por cada euro 
invertido por la Administración, es decir, el 61,67% del retorno total. 
o finalmente, los retornos indirectos, procedentes de los servicios 
gratuitos que presta la entidad y del ahorro de prestaciones por 
desempleo por parte de la Administración, suponen un 17,48% y generan 
1,18 euros por cada euro invertido. 
 
Como resumen de los datos obtenidos podemos decir que cada euro 
invertido en Andalucía Emprende reporta a la sociedad 6,75 euros. 
 
Además, hay que añadir que no se han tenido en cuenta la incidencia de 
la actividad de la empresa en años posteriores al 2015 y también hay muchos 
servicios que son prestados por esta organización que no han podido ser 
valorados económicamente, lo que supondría un mayor retorno de la inversión. 
Estos servicios realizados en 2015 son los siguientes: 
 
• Se han puesto en funcionamiento en 23 herramientas telemáticas tanto 
para la gestión diaria de las empresas como para la planificación de la 
actividad a largo plazo. 




• Se ha facilitado la inserción en el mercado de trabajo de jóvenes menores 
de 30 años realizando prácticas en empresas alojadas en Andalucía 
Emprende (Programa EiLAB). Han participado 26 empresas en este 
programa, facilitando la inserción laboral de 43 jóvenes, de los que 18 han 
sido contratados y 25 han realizado prácticas formativas. 
• Se han desarrollado iniciativas de reconocimiento empresarial y 
encuentros para emprendedores como son: la novena edición del “Día de 
la Persona Emprendedora en Andalucía”, la tercera edición de los 
“Premios Andalucía Emprende” con fases iniciales provinciales, cuatro 
encuentros interprovinciales de networking, la novena edición del Premio 
Emprendedor XXI y el primer Foro Internacional de Emprendimiento de 
Andalucía Emprende. 
• Realización de programas específicos de fomento, creación y 
consolidación empresarial como son: 200 Planes Locales para 
Emprender; la primera y segunda edición, aunque ésta última sólo se ha 
iniciado en 2015, de las Lanzaderas de Empleo y Emprendimiento 
Solidario de Andalucía Emprende; Programa Internacional para 
Emprendedores; Proyecto Lunar; Andalucía Emprende Coopera; 
Aceleradora de Empresas (CelerAEmprende); el inicio de la red de 
centros de referencia para el fomento de la economía social; Programa 
Seniors; Proyecto Minerva; Iniciativa @mprende+; Programa 100 
Caminos al Éxito; Andalucía Openfuture y la participación en diversos 
proyectos europeos. 
• El inicio de ocho proyectos de investigación sobre emprendimiento, 
dinamismo emprendedor y buenas prácticas. 
• Contratación de una campaña de comunicación en medios de ámbito 
regional, difusión en medios de comunicación de experiencias 
emprendedoras, Andalucía Emprende TV, etc. 
 
Por todo ello, el valor del análisis de nuestro estudio es menor, al que 
resultaría de haber podido incluir todas estas actividades con una valoración 
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económica y haber incluido los efectos positivos de la actividad de Andalucía 
Emprende realizada durante el 2015 en años posteriores. 
 
Por tanto, concluimos que el retorno de la inversión a la sociedad, por 
cada euro que la Junta de Andalucía realizó en políticas de emprendimiento a lo 
largo de 2015 a través de Andalucía Emprende, fue superior a 6,75 euros.  
 
Como conclusión parcial podemos indicar que una vez obtenido el 
resultado del retorno de la inversión de las políticas de emprendimiento que, 
Andalucía Emprende ha implantado en el año 2015, podemos confirmar la 
hipótesis una puesto que los fondos públicos que financian las políticas públicas 








ANÁLISIS DE LA EFICIENCIA EN LAS 




En este capítulo se utiliza el método de Análisis Envolvente de Datos 
(DEA) y se aplica a las empresas incubadas por proyectos de modernización 
durante el año 2011 en Andalucía Emprende. Son varios los objetivos que nos 
proponemos desarrollar a través de este análisis. En un primer momento 
analizaremos si las políticas públicas de emprendimiento desarrolladas por 
Andalucía Emprende ayudan a fortalecer el tejido productivo creando empresas 
eficientes económicamente. En segundo lugar nos planteamos como objetivo 
analizar qué variables explican la eficiencia de dichas empresas. Entre las 
variables que se analizarán estará la forma jurídica, con el fin de comprobar si 
las empresas de economía social son más eficientes económicamente que el 





Para alcanzar los objetivos propuestos en la presente investigación, se 
desarrollará un análisis de la eficiencia técnica, mediante el método DEA (Data 
Envelopment Analysis), de las empresas de modernización incubadas en 
Andalucía Emprende en el año 2011, al objeto de contrastar las hipótesis 
planteadas inicialmente.  
 
La fiabilidad y validez científica de esta metodología ha dado lugar a la 
proliferación durante los últimos años de trabajos científicos que la utilizan. Un 
ejemplo de ello se recoge en el trabajo de Liu et al. (2013), que encuentran 4.936 
publicaciones sobre DEA desde 1978 a agosto de 2010 en la base de datos Web 
of Science. Liu et al. (2015), continúan el estudio anterior, aplicando un método 




de agrupación de los trabajos publicados sobre DEA en el periodo 2000-2014, 
encontrando 2.000 publicaciones sobre esta técnica en dicho periodo.  
 
Estudios centrados en entidades públicas revelan la necesidad de 
contrastar los esfuerzos destinados por la Administración en el cumplimiento de 
sus objetivos, utilizando para ello la metodología DEA. En esta línea, García 
(2009) analiza entidades sanitarias, señalando la utilidad de DEA y su validez 
para identificar el aprovechamiento que hacen estas entidades de sus recursos. 
De forma similar, La Chica et al. (2016) analizan la eficiencia de las empresas de 
transporte urbano, detallando de forma descriptiva los niveles de eficiencia 
obtenidos en diferentes regiones españolas. Blanco (2016) también discrimina 
entre las diferentes provincias andaluzas, analizando en este caso las políticas 
activas de empleo de Andalucía. Un análisis más detallado en este aspecto lo 
realizan Pérez et al. (2016), que también inciden en la importancia de evaluar el 
rendimiento de las actuaciones públicas. 
 
Los estudios centrados en la economía social, especialmente el 
cooperativismo revelan que bajo ciertas premisas, como es en un contexto de 
incertidumbre, las cooperativas son más eficientes que las organizaciones 
capitalistas (Vargas, 2004). Según Campos y Chaves (2012), estas sociedades 
son más adecuadas frente a las amenazas, presentando una mayor resistencia a 
periodos de recesión económica (Castillo y García, 2013). Diferentes estudios 
que emplean el método DEA le han atribuido una mayor eficiencia a las 
entidades pertenecientes a la economía social. En este sentido, en términos de 
eficiencia económica se ha obtenido que las entidades agrarias de la economía 
social son más eficientes Fernández (2016) y Barros y Santos (2007). 
 
6.2. METODOLOGÍA DEA (Data Envelopment Analysis) 
 
La medición de la eficiencia se inicia con el estudio realizado por Farrel 
(1957) que desarrolla los trabajos de Debreu (1951) y de Koopmans (1951). 
Estos autores van definiendo el concepto de eficiencia mediante la consideración 
de múltiples inputs. Debreu (1951) presenta una definición de medida de 
eficiencia mediante una ratio de distancias. Por su parte, Koopmans (1951) 





presenta un principio de eficiencia más amplio, aunque sin llegar a describir el 
modo de medir dicha eficiencia. Este autor define un punto eficiente como 
aquella combinación de productos en la que cualquier incremento de una de sus 
coordenadas depende de la disminución de, al menos, una de las restantes. 
Finalmente, Farrel (1957) expuso el modo de medir la eficiencia y su 
interpretación geométrica, en caso de no conocer la función de producción, a la 
vez que define varios tipos de eficiencia: 
 
• Eficiencia técnica (technical efficiency). Capacidad que tiene una 
empresa para maximizar el resultado a partir de un conjunto dado de 
recursos, obteniéndose como la diferencia existente entre el valor 
observado de cada empresa y el punto óptimo marcado en la frontera de 
producción estimada. 
• Eficiencia precio o asignativa (price efficiency). Capacidad de la empresa 
para utilizar los recursos en su proporción óptima, dados sus precios. 
• Eficiencia global o económica (overall efficiency). Esta eficiencia resulta 
de la combinación de las dos anteriores, siendo igual al producto de 
ambas eficiencias.  
 
Existe otro tipo de eficiencia, enfrentada con la eficiencia precio o 
asignativa, desarrollada por Leibenstein (1966), que es la eficiencia X. Como se 
apuntaba en el capítulo dos, en las teorías del emprendimiento, dentro del 
enfoque gerencial, este autor describe la ineficiencia en el potencial productivo 
de las empresas por el uso erróneo de sus recursos, por su pérdida o por no 
utilizarlos. 
 
Como indica Boussofiane et al. (1991), la eficiencia se define, en el caso 
más simple, con un único input y output (1) o con múltiples variables (2), como 




















El trabajo de Farrel (1957) destaca por la definición de eficiencia, el 
modo de medirla y por el método de aproximación empírica a la frontera de 
producción o frontera eficiente. Esta frontera se construye a partir de los datos 
de aquellas unidades que presentan mejores resultados y que, por lo tanto, se 
consideran eficientes. Posteriormente, cada unidad se compara con dicha 
frontera, siendo la distancia resultante su grado de ineficiencia.  
 
Para construir dicha frontera y poder medir la eficiencia de cada empresa 
existen diversos métodos, que se clasifican en función de dos factores 
(Hollingsworth et al., 1999): si tienen carácter paramétrico (si la función de 
producción describe una cierta forma) o no (no se presupone la forma de la 
función de producción); y si son determinísticos (asumen que la distancia de la 
unidad analizada a la frontera es fruto de la ineficiencia) o estocásticos 
(entienden que parte de la distancia a la frontera es fruto de perturbaciones 
aleatorias). 
 
TABLA 6.1. MÉTODOS DE MEDICIÓN DE EFICIENCIA 
 PARAMÉTRICO NO PARAMÉTRICO 
DETERMINÍSTICO 
Programación matemática 
paramétrica (Aigner y Chu, 1968). Análisis envolvente de datos 
(DEA) 
Análisis de frontera determinística 
ESTOCÁSTICO Análisis de frontera estocástica (Aigner et al., 1977) 
Análisis envolvente de datos 
estocástico (Land et al., 1993; 
Wen, 2015) 
Fuente: Hollingsworth et al. (1999). 
 
El método Análisis Envolvente de Datos (DEA) surge en el año 1978, 
cuando Charnes, Cooper y Rhodes lo propusieron para la medición de la 
eficiencia en la toma de decisiones, para su posible uso en la evaluación de 
programas públicos (Charnes et al., 1978). Este método es una técnica no 
paramétrica, determinista, que recurre a la programación matemática (Coll y 
Blasco, 2006). De esta manera, el método DEA mide la eficiencia de las distintas 
unidades de toma de decisiones, DMU (Decision Making Units), utilizando una 
técnica de programación lineal, que determina la clasificación de eficiencia de 
cada DMU, siendo los más eficientes aquéllos cuyo valor alcanza el uno. Este 





modelo fue matizado por Charnes et al. (1979) de manera que las ponderaciones 
de los inputs (vi) y de los outputs (ur) sean mayor o igual a cero. El modelo 
matemático propuesto por Charles et al. (1978) se describe en la figura 6.1. 
 














Fuente: elaboración propia a partir de Charnes et al. (1978). 
 
Por su parte, la metodología DEA presenta diferentes orientaciones, 
entre las que se encuentran (Charnes et al., 1981; Coll y Blasco, 2006): 
 
• Orientación output: una DMU no sería eficiente si es posible 
incrementar algún output sin incrementar cualquier input y sin que 
disminuya algún otro output. 
• Orientación input: una DMU no es considerada eficiente si se puede 
disminuir cualquier input sin incrementar cualquier otro input y sin que 
disminuyan los outputs. 
• Orientación input-output o modelos no orientados: trata de integrar las 
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≤ 1; 												7 = 1,… , 
, 
Siendo: 
yr = outputs obtenidos 
xi = inputs obtenidos 
j = número de empresas evaluadas 
z = empresa a evaluar 
ur = ponderación aplicable a los outputs (r) de la empresa estudiada 
vi = ponderación aplicable a los inputs (i) de la empresa estudiada 
hz = coeficiente de eficacia relativa de la empresa z 




de outputs, buscando simultáneamente la reducción de inputs y el 
incremento de outputs. 
 
Basándose en las distintas orientaciones, anteriormente descritas, 
existen distintos modelos DEA. Son los siguientes: 
 
• El primer modelo propuesto por Charnes, Cooper y Rhodes (modelo 
CCR), con el fin de maximizar los output en función de los inputs, 
utiliza índices de eficiencia de tipo radial sobre las aportaciones de 
medición de la eficiencia de Farrel (1957). Este modelo se puede 
presentar en forma fraccional, multiplicativa (lineal) o matricial. Su 
formulación matemática, tanto para el caso primal como dual16 se 
recogen en las figuras 6.2 (CCR orientación input) y 6.3 (CCR 
orientación output). 
 
FIGURA 6.2. FORMULACIÓN MATEMÁTICA MODELO CCR-INPUT 







Fuente: Charnes et al. (2013). 
                                            
16 Una de las características distintivas del DEA, por ser un problema lineal, es la dualidad, de tal 
forma que cuando planteamos un problema de programación lineal denominado problema primal 
u original, éste tiene asociado otro problema lineal que se denomina problema dual. 
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FIGURA 6.3. FORMULACIÓN MATEMÁTICA MODELO CCR-OUTPUT 








Fuente: Charnes et al. (2013). 
 
El modelo CCR asume la existencia de rendimiento constante a 
escala, por lo que cada empresa es comparada con la empresa de 
mayor eficiencia, independientemente de su dimensión. Para intentar 
salvar este inconveniente principal, posteriormente aparecieron otros 
desarrollos, dando lugar a los siguientes modelos: 
 
• Modelo BCC: se presenta como una variante del modelo CCR 
desarrollado por Banker et al. (1984). Este modelo introduce los 
rendimientos de variables a escala17, como variable independiente, 
descomponiendo la eficiencia global entre eficiencia técnica pura y 
eficiencia de escala. Su principal diferencia respecto al modelo 
anterior, el modelo CCR, es la introducción de una restricción de 
convexidad.  
  
                                            
17 Los rendimientos variables a escala incluyen los rendimientos constantes, crecientes y 
decrecientes a escala, indicando que un incremento porcentual de inputs conlleva a un diferente 
incremento porcentual de outputs que será creciente o decreciente, en función del rendimiento a 
escala que lo genere (Coll y Blasco, 2006). 
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FIGURA 6.4. FORMULACIÓN MATEMÁTICA MODELO BCC-INPUT  








Fuente: Charnes et al. (2013). 
 
FIGURA 6.5. FORMULACIÓN MATEMÁTICA MODELO BCC-OUTPUT  








Fuente: Charnes et al. (2013). 
 
• Modelo multiplicativo: este modelo está basado en el modelo 
envolvente de Cobb Douglas, siendo desarrollado por Charnes et al. 
(1982) y diseñado como un modelo lineal logarítmico que determina la 
frontera de producción multiplicando los factores. Es el resultado de 
aplicar al modelo aditivo los logaritmos de los valores originales de los 
datos, desarrollando de esta manera el modelo multiplicativo variante, 
el cual no contempla la restricción de convexidad. Charnes et al. 
(1983) introducen al modelo esta restricción de convexidad, 
formulando el modelo multiplicativo invariante. Por lo tanto, la 
diferencia existente entre el modelo variante e invariante reside en 
tener en cuenta o no dicha restricción de convexidad. 
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FIGURA 6.6. FORMULACIÓN MATEMÁTICA MODELO 








Fuente: Charnes et al. (2013). 
 
 
FIGURA 6.7. FORMULACIÓN MATEMÁTICA MODELO 








Fuente: Charnes et al. (2013). 
 
• Modelo aditivo o modelo Pareto-Koopmans: los autores de este 
modelo son Charnes et al. (1985) y se caracteriza por la combinación 
de forma simultánea la orientación input y output. Utiliza medidores de 
eficiencia no radial, a diferencia de BBC y CCR, pudiendo variar la 
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FIGURA 6.8. FORMULACIÓN MATEMÁTICA MODELO ADITIVO 








Fuente: Charnes et al. (2013). 
 
Como se ha indicado anteriormente, la popularidad del método DEA se 
ha incrementado durante los últimos años. Motivo de ello son las múltiples 
fortalezas que presenta este método de investigación (Coll y Blasco, 2006): 
 
• El modelo acepta la inclusión de varios inputs y outputs. 
• Las variables (inputs y outputs) pueden ir expresadas en distintas 
unidades de medida, pudiendo ser de distinta naturaleza, existiendo la 
posibilidad de utilizar variables continuas y categóricas. 
• Como cualquier técnica no paramétrica no presupone la forma 
funcional de relación entre las distintas variables (inputs y outputs), ni 
supone como se distribuye la ineficiencia. 
• El modelo destaca las áreas de mejora para cada DMU cuando se 
proyecta cada DMU no situada en la envolvente eficiente, es decir, 
ineficiente, sobre dicha envolvente. 
• Asigna a cada DMU un valor único de eficiencia relativa. 
• La no utilización, por parte de este método, de modelos estadísticos 
de aproximaciones alternativas e indirectas, ni realizar inferencias 
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No obstante, este método no está exento de inconvenientes, que deben 
de tenerse en cuenta. Así pues, se señalan (Coll y Blasco, 2006): 
 
• Su carácter determinístico hace que no tenga en cuenta dentro del 
proceso productivo ciertos determinantes ambientales, de carácter 
aleatorio, que son incontrolables, ni posibles errores de medida o en la 
introducción errónea de datos. 
• La alta sensibilidad a la existencia de valores extremos, outliers 
(valores atípicos). 
• El tamaño de la muestra puede influir en el resultado. Si la muestra es 
muy reducida, existirá un mayor número de empresas eficientes. 
• La omisión de un input u output importante puede generar resultados 
sesgados. 
• Resulta imposible conocer la calidad de los outputs obtenidos. 
 
Por otro lado, en la literatura, podemos encontrar trabajos sobre análisis 
de eficiencia de empresas a partir del análisis financiero de sectores 
económicos, como es el caso del trabajo realizado por Ayela y Gómez (1993). 
También existen estudios que intentan predecir el fracaso empresarial como, 
Barr et al. (1994), en el sector bancario; Simak (1997), para validar la viabilidad 
financiera de una empresa a partir de sus datos históricos; y Paradi et al. (2004), 
en la evaluación del riesgo crediticio. 
 
Para la realización del estudio utilizaremos el modelo BCC, ya que se 
adapta mejor al objeto del mismo y de los datos que vamos a analizar, debido a 
las diferencias existentes entre las empresas de la muestra, sobre todo relativas 
al tamaño. Si utilizáramos el modelo CCR no tendríamos en cuenta estas 
diferencias y existirían ineficiencias de escala. 
 
De acuerdo con Coelli et al. (2005), la curva de eficiencia se formaría por 
las mismas DMUs, tanto para la orientación input como output, la diferencia 




radica en el nivel de ineficiencia de los DMUs que no se encuentren en dicha 
curva. Además, de acuerdo con Färe y Lovell (1979), en condiciones de 
rendimientos constantes de escala, los resultados serían idénticos en ambas 
orientaciones, siendo diferentes cuando existen rendimientos variables. Por lo 
tanto, vamos a utilizar el modelo BCC con orientación output para realizar el 
estudio de eficiencia. 
 
Por lo tanto, en nuestro estudio vamos a realizar un análisis de la 
eficiencia técnica a través del DEA, utilizando un modelo BCC con orientación 
output de las empresas alojadas por modernización en el año 2011 por 
Andalucía Emprende. 
 
6.3. ESTUDIO DE EFICIENCIA DE LAS EMPRESAS INCUBADAS EN 
ANDALUCÍA EMPRENDE 
 
6.3.1. PLANTEAMIENTO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Para realizar el estudio de eficiencia partimos de los datos 
proporcionados por Andalucía Emprende, sobre empresas incubadas con 
servicio de alojamiento empresarial en Andalucía en el año 2011. Este servicio 
ofrece a emprendedores y a empresas disponer de espacios gratuitos para 
desarrollar su actividad durante un periodo de tiempo, que oscila entre los seis 
meses y los tres años. Este servicio se presta en dos modalidades: 
 
• Pre-Incubación, para proyectos que aún no se han constituido como 
empresas, para preparar la puesta en marcha y el desarrollo de las 
ideas de negocio. Se presta en oficinas durante un período de seis 
meses. 
• Incubación, para empresas de nueva creación. Se presta en oficinas, 
por período de un año, o en naves industriales durante tres años. 
Existe la posibilidad de prórroga del contrato por periodos de tres y 
seis meses para cada uno de los casos. 
 





Para la realización de este estudio de eficiencia nos hemos centrado en 
los proyectos de sociedades incubadas por Andalucía Emprende con objeto de 
poder analizar las diferencias existentes entre las empresas de economía social 
(sociedades cooperativas y laborales, entre otras) y las empresas capitalistas 
(sociedades limitadas y anónimas, entre otras). Por tanto, para el análisis de 
eficiencia no se han considerado aquellos proyectos que son emprendidos por 
autónomos u otras formas jurídicas, tales como sociedades civiles y 
comunidades de bienes. De esta forma, las empresas analizadas constituyen 
una población de 501 empresas divididas en cuatro tipos de proyectos: de 
constitución (345 empresas); modernización (95 empresas); innovación (57 
empresas); y cooperación (4 empresas). 
 
Los proyectos de constitución son empresas constituidas en los tres 
años anteriores. Se trata de un grupo heterogéneo ya que aglutina tanto a 
empresas constituidas ese mismo año, que están iniciando su actividad o 
todavía no la han iniciado, como empresas más o menos asentadas en el 
mercado, bien porque pese a ser de creación continúan una actividad iniciada 
por otra empresa o porque llevan dos o tres años de actividad, ya que se les 
realiza tutorizaciones durante ese periodo. Por la heterogeneidad del grupo han 
sido descartadas para esta investigación, ya que no son válidas para realizar un 
análisis DEA en los términos que se persiguen, al ser entidades completamente 
distintas. 
 
Los proyectos de innovación son proyectos de constitución, pero que se 
contabilizan individualmente por las características especiales del proyecto, ya 
que llevan a cabo una actividad más innovadora. A su vez, los proyectos de 
cooperación son cooperaciones entre empresas, descartados por los pocos 
casos existentes y su actividad diferenciada del resto. 
 
Por su parte, los proyectos de modernización son empresas asentadas 
en el mercado que se les presta un servicio de tutorización porque llevan a cabo 
un nuevo proyecto de ampliación, mejora o diversificación de la actividad de la 
empresa. Este colectivo representa un grupo más homogéneo de empresas, 




razón por la que ha sido elegido para realizar la investigación y, de esta forma, 
confirmar o refutar las hipótesis planteadas. 
 
6.3.2. ELIMINACIÓN DE VALORES ATÍPICOS (OUTLIERS) 
 
En el análisis realizado hemos eliminados los valores atípicos, ya que en 
caso de no hacerlo podía provocar el desplazamiento de la frontera de eficiencia, 
dada la alta sensibilidad de este método a los valores extremos (Wilson, 1995). 
Por tanto, si las observaciones atípicas presentan niveles de eficiencia 
superiores al resto, ello puede hacer que las empresas del resto de la muestra 
no sean eficientes o sean ineficientes en un mayor grado. Para solventar este 
inconveniente se ha utilizado la técnica de supereficiencia. 
  
El término supereficiencia fue desarrollado por Anderson y Petersen 
(1993), mediante un modelo radial de rendimientos constantes de escala (CCR), 
excluyendo la restricción de eficiencia de los valores iguales o inferiores a la 
unidad, con objeto de separar el rendimiento de las DMUs eficientes. Tras 
detectar ciertas imprecisiones de este modelo, Wilson (1995), incluyó un nuevo 
criterio para la identificación de aquellas unidades que presentan índices de 
eficiencia muy dispersos. A pesar de todo, la principal crítica que recibe este 
modelo es la subjetividad en el establecimiento del umbral a partir del cual se 
determinen los índices de eficiencia atípicos. 
 
Por lo tanto, la detección y eliminación de los DMUs atípicos permite 
obtener una mayor precisión en los resultados y una certera clasificación de 
eficiencia (Banker y Chang, 2006). De esta manera, certifican las bondades del 
método propuesto por Banker y Gilford (1988), consistente en identificar y 
eliminar aquellos valores de supereficiencia que superan un cierto valor 
preestablecido, normalmente fijado en un valor de dos. De acuerdo con Seiford y 
Zhu (1999), los modelos DEA de supereficiencia proporcionan información de 
gestión importante y deben ser una parte estándar de las herramientas de 
análisis de este método.  
 





Como se recoge en la tabla 6.2, de las 95 empresas mercantiles de 
modernización atendidas por Andalucía Emprende hemos utilizado 88, una vez 
descartadas 4 empresas por presentar datos incompletos y 3 por presentar 
valores atípicos mediante el uso de la técnica de supereficiencia. De esta 
manera, el error muestral resultante sería del 3,2 por cien al 95,5 por cien del 
nivel de confianza. 
 
TABLA 6.2. FICHA TÉCNICA DEL ESTUDIO 
POBLACIÓN 
Unidades de muestreo Empresas de modernización incubadas en Andalucía Emprende 




Población de estudio 88 
Error muestral 3,2%, para p = q = 0,5 y un nivel de confianza del 95,5% 
Fuente: elaboración propia. 
 
6.3.3. ANÁLISIS DE EFICIENCIA DEA 
 
En la realización del estudio de eficiencia mediante el método DEA, la 
primera decisión que hay que adoptar es la determinación de los output e inputs, 
siendo un proceso que determinará los resultados de la investigación. Dadas las 
características de las empresas en estudio y las hipótesis de partida, hemos 
utilizado como output una variable clásica, utilizada en la gran mayoría de 
análisis de este tipo, como los estudios realizados por Ayela y Gómez (1993); 
Castelló y Giralt (2008), Guzmán (2005), Guzmán et al. (2006), Sellers y Mas 
(2009), Balboa et al. (2016) y Miró (2016), y que es representativa del nivel de 
eficiencia del proceso productivo de cada empresa: los ingresos de explotación 
(O1). Los datos utilizados son trimestrales, por lo que han sido transformados a 
una escala anual, en aquellos casos que no se disponía de todos los trimestres 
del año, asumiendo el pequeño error que pudiera derivarse de considerar que en 
todos los trimestres existe una facturación similar. 





A su vez, se han utilizado, como inputs, las siguientes variables de índole 
económica: 
  
• La inversión realizada en el proyecto de modernización (I1). 
• La subvención obtenida en el proyecto (I2). 
• Los tributos abonados durante ese año por la empresa relativos al 
factor trabajo, es decir, los ingresos a la Hacienda Pública por IRPF y 
las cuotas de la Seguridad Social (I3). 
• La financiación de la empresa, sin considerar subvenciones (I4).  
 
Destacar que Ayela y Gómez (1993) utilizan como inputs los recursos 
ajenos, los recursos propios y los totales, mientras que nosotros utilizamos, en 
este caso, por un lado los recursos totales sin considerar la subvención obtenida 
(I4) y, por otro, la subvención (I2). 
 
En la tabla 6.3 se analizan las estadísticas descriptivas de las variables 
utilizadas en la investigación. 
 
TABLA 6.3. ESTADÍSTICAS DESCRIPTIVAS DE LAS VARIABLES SELECCIONADAS 
EN EL MÉTODO DEA 
 Output Inputs 
 O1 I1 I2 I3 I4 
Media (€) 878.623,16 437.158,63 55.103,22 84.467,62 409.655,44 
Desviación 
estándar 2.086.608,68 1.161.860,21 168.437,66 334.544,01 1.133.161,15 
Máximo 12.973.334,07 10.132.000,00 1.373.566,00 3.065.753,23 10.000.000,00 
Mínimo 300,00 3.006,00 0,00 0,00 3.006,00 
Fuente: elaboración propia. 
Partiendo de estos datos se ha analizado la eficiencia técnica de las 
empresas de la muestra mediante el programa MAXDEA18. 
                                            
18 http://www.maxdea.com/ 






Los valores de eficiencia se recogen en la tabla 6.4. Estos resultados 
obtenidos muestran que un 18% de las organizaciones son eficientes, incluyendo 
el factor variable de la escala. Estos datos indican que, pese a excluir los valores 
atípicos, sigue habiendo un número reducido de empresas eficientes, 
aprovechando de forma más eficiente sus recursos. La eficiencia media se 
encuentra en un 53,60. 
 
TABLA 6.4. ESTADÍSTICAS DESCRIPTIVAS DE LAS VARIABLES SELECCIONADAS 
EN EL MÉTODO DEA 
MÉTODO DEA BCC-Output 
DMUs eficientes 
16 
Porcentaje de DMUs eficientes 
18% 








Fuente: elaboración propia. 
 
El primer objetivo que nos planteamos en este capítulo era usar el 
método de Análisis Envolvente de Datos (DEA) en las empresas incubadas por 
Andalucía Emprende en el año 2011 y que constituían proyectos de 
modernización para conocer si se conseguían crear empresas eficientes que 
fortaleciera el tejido productivo. Los resultados obtenidos usando el Análisis 
Envolvente de Datos muestran que la eficiencia media supera el 53%, siendo las 
totalmente eficientes el 18%. Por ello, aceptamos la hipótesis 2: “La políticas 
públicas de emprendimiento desarrolladas por Andalucía Emprende fortalecen el 
tejido productivo de Andalucía creando empresas eficientes económicamente”. 
 
6.3.4. ANÁLISIS DESCRIPTIVO DE LA EFICIENCIA EMPRESARIAL 
 
La mayoría de los estudios que incluyen la técnica DEA y que analizan 
alguna política pública se limitan a conseguir la eficiencia económica de las 




entidades analizadas. Sin embargo, sería conveniente analizar de qué variables 
depende la consecución de una mayor eficiencia.  
 
Por tanto, una vez efectuada la técnica DEA sobre las organizaciones 
objeto de estudio, se va a realizar un análisis descriptivo de los índices de 
eficiencia obtenidos, en función de diferentes variables19.  
 
Comenzamos realizando un análisis en función de variables 
demográficas, como son la provincia donde radica su actividad principal y el 
sector de actividad al que pertenecen. Posteriormente, nos centramos en los 
servicios prestados por Andalucía Emprende, como son el tipo de incubación, la 
duración de este contrato de incubación, la realización de planes de desarrollo 
que llevan aparejados la creación de empleo y la tramitación de solicitudes de 
ayudas a las empresas. Finalmente, analizamos las diferencias existentes en 
función de la forma jurídica de la empresa. 
 
Si realizamos la comparación en función de la provincia a la que 
pertenecen (tabla 6.5), podemos comprobar cómo las tres empresas de Málaga 
son más eficientes que el resto. Además, las que se encuentran en las provincias 
de Sevilla y Jaén se encuentran por encima de la media de eficiencia. Destaca 








TABLA 6.5. PROMEDIO DE EFICIENCIA EN FUNCIÓN DE LA PROVINCIA A LA QUE 
PERTENECEN 
PROVINCIA DMU PROMEDIO EFICIENCIA 
                                            
19 A pesar de que los promedios de eficiencia varían entre las variables propuestas, éstos no 
llegan a ser estadísticamente significativas. No obstante, resulta interesante mostrar las 
evidencias obtenidas de cara a determinar qué colectivos son más eficientes. 





Almería 5 0,51111260 
Cádiz 7 0,43081957 
Córdoba 7 0,42926529 
Granada 6 0,32074800 
Huelva 17 0,49695441 
Jaén 31 0,58629119 
Málaga 3 0,85491133 
Sevilla 12 0,62340733 
Fuente: elaboración propia. 
 
Respecto al análisis por sectores económicos (tabla 6.6), el sector 
secundario es un poco más eficiente que el terciario, encontrándose ambos 
cercanos a la media de eficiencia. El sector que resulta menos eficiente es el 
primario. 
 
TABLA 6.6. PROMEDIO DE EFICIENCIA EN FUNCIÓN DEL SECTOR 
SECTOR DMU PROMEDIO EFICIENCIA 
Primario 2 0,37339250 
Secundario 40 0,54870583 
Terciario 46 0,53205437 
Fuente: elaboración propia. 
 
Centrándonos en los servicios prestados por Andalucía Emprende a 
estas empresas incubadas, podemos observar que, en función del tipo de 
incubación prestado, interna o externa, es decir, con cesión de instalaciones 
gratuitas durante su incubación o no (tabla 6.7), las más eficientes son externas.  
 
Por lo tanto, los criterios utilizados para la incubación parecen consistir 
en prestar apoyo a las empresas más “ineficientes” ya que éstas necesitan una 
mayor ayuda para su consolidación y puede ser éste uno de los motivos por los 
cuales las empresas incubadas por Andalucía Emprende tienen un mayor grado 




de supervivencia en el mercado. Esta conclusión preliminar será analizada 
posteriormente. 
 
TABLA 6.7. PROMEDIO DE EFICIENCIA EN FUNCIÓN DE LA LOCALIZACIÓN DE LA 
INCUBACIÓN 
LOCALIZACIÓN DMU PROMEDIO EFICIENCIA 
Externa 75 0,54750561 
Interna 13 0,46973831 
Fuente: elaboración propia. 
 
Atendiendo a la duración del contrato de incubación (tabla 6.8), también 
se observa que las empresas con menor periodo de incubación son las más 
eficientes y a las que menos eficiencia tienen se les conceden prórrogas del 
contrato de tres años, prestándoles servicios durante un mayor tiempo. 
 
TABLA 6.8. PROMEDIO DE EFICIENCIA SEGÚN LA DURACIÓN DEL CONTRATO DE 
INCUBACIÓN 
DURACIÓN (meses) DMU PROMEDIO EFICIENCIA 
Menor a 36 11 0,61053736 
Igual a 36 74 0,53500597 
Mayor a 36 3 0,28772200 
Fuente: elaboración propia. 
 
De nuevo se puede observar cómo, otro servicio que se presta a las 
empresas incubadas, se presta a aquéllas con menor grado de eficiencia, como 
es el caso de los planes de desarrollo con generación de empleo (tabla 6.9).  
 
TABLA 6.9. PROMEDIO DE EFICIENCIA EN FUNCIÓN DE LA REALIZACIÓN O NO 
DE UN PLAN DE DESARROLLO CON AUMENTO DE EMPLEO 
PLAN DE DESARROLLO DMU PROMEDIO EFICIENCIA 
Sin plan de desarrollo 55 0,57763420 
Al menos un plan de desarrollo 33 0,46665570 
Fuente: elaboración propia. 
 





Por otro lado, si nos fijamos en el apoyo recibido por las empresas por 
parte de las distintas Administraciones Públicas mediante subvenciones (tabla 
6.10), vemos que, aunque la diferencia es mínima entre las que reciben 
subvención o no, las más eficientes no reciben subvenciones, centrándose el 
apoyo de las Administraciones en las que son un poco menos eficientes. 
 
TABLA 6.10. PROMEDIO DE EFICIENCIA EN FUNCIÓN DE LA SUBVENCIÓN 
RECIBIDA 
% AYUDA DMU PROMEDIO EFICIENCIA 
No ha recibido ayuda 52 0,54182371 
Ha recibido ayuda 36 0,52763017 
Fuente: elaboración propia. 
 
Por otro lado, una vez que se analizan los datos en función de la forma 
jurídica del proyecto (tabla 6.11), se observa que las empresas más eficientes 
son las sociedades cooperativas, con un promedio de eficiencia de un 0,69, 
seguidas de las sociedades limitadas con un 0,55, estando ambos tipos de 
sociedades por encima de la media. Por otro lado las sociedades anónimas, ya 
sean laborales o no, son muy poco eficientes, aunque hay que destacar los 





TABLA 6.11. PROMEDIO DE EFICIENCIA EN FUNCIÓN DE LA FORMA JURÍDICA DE 
LA EMPRESA 
FORMA JURÍDICA DMU PROMEDIO EFICIENCIA 
S. Coop. And. 7 0,68741271 
0,51827515 
0,545208368 
S.L.L. 12 0,46225583 
S.A.L. 1 0,00654400 0,00654400 
S.L. 66 0,55313286 
0,54123553 
0,55313286 
S.A. 2 0,14862350 0,14862350 
Fuente: elaboración propia. 





Si analizamos las empresas de economía social en su conjunto obtienen 
un promedio de eficiencia ligeramente inferior a las capitalistas. Este dato viene 
influido por las bajas eficiencias de las sociedades anónimas y la anónima 
laboral. Si eliminamos estos dos tipos de sociedades para que no se distorsione 
el resultado, obtenemos una diferencia mínima a favor de las sociedades 
limitadas. 
 
Los resultados de este último análisis nos llevan a rechazar la hipótesis 3: “Las 
políticas públicas de emprendimiento desarrolladas por Andalucía Emprende han 








En este último capítulo se recogen las principales conclusiones 
obtenidas de este trabajo de investigación. Además, se describen las 






La importancia de las políticas públicas que potencian el emprendimiento 
es un tema de actualidad debido a su relación con la generación de tejido 
productivo y empleo. Los gobiernos están muy interesados en el desarrollo de 
las mismas e invierten gran cantidad de fondos púbicos en el intento de 
conseguir mayor crecimiento económico en sus países o regiones. Por ello, la 
proliferación de organismos nacionales y autonómicos encargados de este 
objetivo es una realidad. 
 
Las políticas públicas relacionadas con la economía social se pueden 
encontrar a lo largo de todo el mundo. Especialmente se pueden localizar las 
relacionadas con el fomento del cooperativismo, por considerarse la fórmula 
jurídica “buque insignia” de la economía social en todo el mundo.  
 
Sin embargo, cualquier estudio se ve limitado en su análisis si cada país 
tiene un concepto diferente de la economía social y emite políticas públicas 
diversas para su fomento, lo que hace imposible la comparación de las diversas 
realidades. 
 
La crisis económica, periodo en el que se ha elaborado esta tesis, ha 
distorsionado enormemente tanto las políticas públicas relacionadas con el 
emprendimiento en general, como las relacionadas específicamente con la 




economía social. La reducción, cuando no la eliminación, de dichas políticas 
específicas en los presupuestos de los diferentes gobiernos ha incidiendo 
negativamente, no sólo en su aparición, sino en el desarrollo de las mismas. 
 
Respecto a Andalucía, la comunidad autónoma en la que centramos 
nuestro análisis, se concluye que las medidas de fomento de la economía social 
han disminuido considerablemente, lo que ha repercutido en la creación de 
muchas menos empresas. Los pactos por la economía social constituían una 
garantía de apoyo a estas instituciones, pero en la actualidad no está vigente 
ninguno y las políticas de emprendimiento genéricas son las que se implantan 
por parte del gobierno regional. 
 
Andalucía Emprende ha pasado de centrarse exclusivamente en la 
generación de empresas de economía social a ocupase e implantar las políticas 
de emprendimiento de la comunidad. A pesar de sus nuevas funciones y 
competencias, su tradición en la creación de empresas de economía social ha 
llevado a la Fundación a crear en los últimos siete años 1.675 empresas de 
economía social.  
 
Partiendo de la realidad descrita, podemos afirmar que existe una 
preocupación creciente, tanto en la sociedad, como en las Administraciones 
Públicas, por conocer la rentabilidad del empleo de los fondos públicos. Esta 
preocupación se ha acrecentado en los últimos años por la crisis existente y la 
consecuente necesidad de reducir las partidas de gasto públicos, lo que hace 
que se ejerza una mayor presión de contención del gasto y un mayor interés por 
la evaluación de los organismos que ejecutan las políticas públicas. 
 
Una de las formas de evaluar los programas públicos de emprendimiento 
es mediante métodos de evaluación del impacto económico y social, pero la falta 
de consenso existente en la literatura sobre la materia ha provocado la 
existencia de una amplia gama de propuestas metodológicas para este estudio.  
 
En el capítulo cinco, después de analizar los distintos métodos, 
desarrollamos un análisis coste-beneficio para evaluar los retornos generados 




por Andalucía Emprende en la ejecución de las políticas de emprendimiento 
encomendadas por la Junta de Andalucía. Se ha iniciado el estudio con un 
análisis de los stakeholders, desde el punto de vista ontológico, en función del 
valor añadido, tanto monetario como no monetario, que reciben con la actividad 
de la empresa, obteniendo los outcomes generados en la actividad de la 
organización. 
 
Los resultados obtenidos indican que la inversión pública realizada por 
importe de 40,2 millones de euros ha generado un retorno de 271,39 millones. 
Dichos retornos se distribuyen de la siguiente forma: 
 
• Retornos directos de Andalucía Emprende por Seguridad Social del 
personal empleado, retenciones de IRPF, tasas e IVA pagado por la 
propia actividad: 14,65 millones, un 5,4%, del retorno. Supone un retorno 
de 0,36 euros por euro invertido. 
• Los retornos indirectos:  
o los generados por empresas de nueva constitución en 2015, con 
los ajustes mencionados en el capítulo, suponen un 15,45% del total. De 
cada euro invertido vuelve a las arcas de la Administración 1,04 euros. 
o respecto a los retornos por la supervivencia de las empresas, 
apoyadas desde Andalucía Emprende, supone el 61,67% del retorno total, 
es decir, 4,16 euros por cada euro invertido por la Administración. 
o los procedentes de los servicios gratuitos que presta la entidad y 
del ahorro de prestaciones por desempleo por parte de la Administración, 
suponen un 17,48% y generan 1,18 euros por cada euro invertido. 
 
El resultado obtenido total es que por cada euro invertido por la 
Administración en esta entidad, ésta devolvió a la sociedad 6,75 euros, sin tener 
en cuenta la creación de valor de la actividad de 2015 en los años siguientes ni 
determinadas actividades realizadas en ese año que no han podido ser 
valoradas económicamente.  




Por todo ello, el valor del análisis de nuestro estudio es menor que el que 
resultaría de incluir la totalidad de estas actividades con una valoración 
económica y los efectos positivos que la actividad de Andalucía Emprende 
realizada durante el 2015 ha provocado en años posteriores. 
 
Concluimos que el retorno de la inversión a la sociedad, por cada euro 
que la Junta de Andalucía realizó en políticas de emprendimiento a lo largo de 
2015 a través de Andalucía Emprende, fue superior a 6,75 euros.  
 
Una vez obtenido el resultado del retorno de la inversión de las políticas 
de emprendimiento que, Andalucía Emprende ha implantado en el año 2015, 
podemos confirmar la hipótesis uno “La inversión de los fondos públicos que 
financian las políticas públicas de emprendimiento en Andalucía es rentable 
económica y socialmente”. 
 
Posteriormente, se ha utilizado el método del Análisis Envolvente de 
Datos (DEA), aplicándolo al estudio de las sociedades mercantiles y de 
economía social incubadas por Andalucía Emprende durante el 2011 por 
proyectos de modernización. El objetivo ha sido contrastar si las políticas 
públicas de emprendimiento desarrolladas por Andalucía Emprende ayudan a 
fortalecer el tejido productivo creando empresas eficientes económicamente.  
 
La conclusión, por tanto, que extraemos de este estudio es que la 
eficiencia económica media de los proyectos de modernización desarrollados por 
Andalucía Emprende, se encuentra en un 53,60% por lo que se acepta la 
hipótesis dos: “La políticas públicas de emprendimiento desarrolladas por 
Andalucía Emprende fortalecen el tejido productivo de Andalucía creando 
empresas eficientes económicamente”. 
 
En segundo lugar, nos planteamos como objetivo analizar qué variables 
explican la eficiencia de dichas empresas. Entre las variables que se han 
analizado está la forma jurídica, con el fin de comprobar si las empresas de 
economía social son más eficientes que el resto de formas empresariales. Los 




resultados de este análisis, aunque importantes, deben tomarse con las 
precauciones ya comentada en el capítulo seis. 
 
• Las empresas del sector secundario obtienen unos promedios de 
eficiencia superiores que el terciario, encontrándose ambos cercanos a 
la media de eficiencia. El sector que resulta menos eficiente es el 
primario. 
• En función del tipo de incubación prestado, interna o externa, es decir, 
con cesión de instalaciones gratuitas durante su incubación o no, las 
más eficientes son externas. Por ello, los servicios públicos deben estar 
dirigidos a los que más lo necesitan. La conclusión que extraemos es 
que los criterios utilizados para la incubación parecen consistir en prestar 
apoyo a las empresas más “débiles” ya que éstas necesitan una mayor 
ayuda para su consolidación y puede ser éste uno de los motivos por los 
cuales las empresas incubadas por Andalucía Emprende tienen un 
mayor grado de supervivencia que la media andaluza de empresas en el 
mercado.  
• Atendiendo a la duración del contrato de incubación, también se observa 
que las empresas con menor periodo de incubación son las más 
eficientes y a las que menos eficiencia tienen se les conceden prórrogas 
del contrato de tres años, prestándoles servicios durante un mayor 
tiempo. Como conclusión, y en línea con la anterior, las empresas 
incubadas por Andalucía Emprende que son menos eficientes tienen 
acceso a un mayor apoyo permitiendo que puedan conseguir una mayor 
supervivencia empresarial. 
• La realización de planes de desarrollo con generación de empleo por 
parte de las empresas y los servicios que se desarrollan en Andalucía 
Emprende para su consecución, muestran evidencias de que son 
servicios que benefician a las menos eficientes. 
• Por otro lado, si nos centramos en el apoyo recibido por las empresas 
por parte de las distintas Administraciones Públicas mediante 




subvenciones vemos que, aunque la diferencia es mínima entre las que 
reciben subvención o no, las que obtienen un promedio superior de 
eficiencia no reciben subvenciones, centrándose el apoyo de las 
Administraciones en las que son menos eficientes. 
• Finalmente, si se analizan los datos en función de la forma jurídica del 
proyecto se observa que las empresas de economía social en su 
conjunto tienen un promedio de eficiencia menor que las capitalistas. Por 
tanto, no se puede aceptar la hipótesis 3 que indicaba que “Las políticas 
públicas de emprendimiento desarrolladas por Andalucía Emprende han 
servido para fortalecer más a las empresas de economía social”. 
7.2. LIMITACIONES DEL ESTUDIO 
 
Llegados a este punto, cabe mencionar que este trabajo no está exento 
de limitaciones. A continuación exponemos las principales consideraciones a 
tener en cuenta para interpretar de forma adecuada los resultados y las 
conclusiones alcanzadas. 
 
• Resulta bastante complicado conocer la situación actual de la economía 
social, a nivel internacional, incluso a nivel europeo, por las distintas 
realidades existentes, tanto en el concepto y su composición como en 
las disposiciones normativas de cada país. 
• A nivel nacional, también existen bastantes dificultades, ya que las 
políticas relativas a estas entidades están descentralizadas, salvo la 
política fiscal específica y la nueva Ley de economía social. Existen 
realidades completamente distintas en cada una de las Comunidades 
Autónomas, con regulaciones normativas y políticas de fomento 
empresarial completamente diferentes. A nivel presupuestario, también 
existen grandes diferencias, ya que, aunque parte del presupuesto es 
aportado por fondos europeos y nacionales, cada región complementa 
dicha aportación con presupuesto propio, variando ostensiblemente los 
porcentajes de las distintas regiones. 




• Además, esta tesis doctoral se ha realizado durante un periodo de 
tiempo en el que se ha producido una importante crisis económica que 
ha modificado las realidades de la economía social a nivel mundial. 
Incluso a nivel andaluz, las políticas desarrolladas por el gobierno ha 
sufrido las restricciones presupuestarias, influyendo en su desarrollo.  
• Por otro lado, en Andalucía no existe, actualmente, una entidad que 
promueva de forma exclusiva la economía social de la región, como en 
los inicios de la actual Andalucía Emprende, diseminándose los 
esfuerzos de promoción de estas empresas y dificultando el cálculo del 
impacto que tienen las medidas de fomento de la economía social 
respecto al resto del emprendimiento. 
• Respecto al estudio realizado en el capítulo cinco, las limitaciones vienen 
definidas por las propias características del método empleado, ya que 
existe dificultad de valorar algunos outcomes que genera la organización 
con su actividad, así como por la existencia de intangibles en los que no 
ha sido posible su monetización. 
• Del estudio planteado en el capítulo seis, las limitaciones vienen 
establecidas por los datos con los que se ha contado para su desarrollo. 
La imposibilidad de obtener proyectos de investigación que cubrieran la 
obtención de datos primarios nos llevó a contactar con Andalucía 
Emprende que amablemente cedió los datos que recopila para el 
seguimiento de su actividad. Se trata de datos recopilados 
correspondientes a 2011 y que no se han podido completar para 
incrementar el alcance del estudio, puesto que suponía la realización de 
encuestas en toda Andalucía.  
• Finalmente, la investigación realizada se centra en Andalucía y en la 
política de emprendimiento específica llevada a cabo por Andalucía 
Emprende, por lo que los resultados se centran en explicar esa política y 
no permiten generalizarlos para las de otras comunidades ni en el 
tiempo. 
 




7.3. POSIBLES FUTURAS LÍNEAS DE INVESTIGACIÓN 
 
Para finalizar, dada la importancia y actualidad de los temas tratados, 
consideramos necesario plantear futuras líneas de investigación que profundicen 
en el estudio de las políticas públicas de emprendimiento, especialmente de las 
que afectan a la economía social. A tal fin, exponemos a continuación diferentes 
propuestas que consideramos pueden ser de interés para abordarlas en un 
futuro: 
 
• Analizar la responsabilidad social de las empresas de economía social, 
tanto a nivel andaluz como nacional. 
• Analizar los efectos que tienen las actividades desarrolladas por 
Andalucía Emprende y otras entidades en la generación de la economía 
social andaluza. 
• Analizar las variables que influyen en el incremento del emprendimiento. 
• Implantar un observatorio de políticas, con el objetivo de realizar un 
seguimiento exhaustivo y periódico de un determinado problema y poder 
así contar con información relevante para la formulación, ejecución, 
seguimiento y evaluación de las políticas públicas que tratan de 
abordarlo. 
• Realizar un seguimiento continuado o monitorización del programa 
Andalucía Emprende para analizar comportamientos o posibles 
desviaciones futuras. 
• Respecto al cálculo del impacto económico y social, las futuras líneas de 
investigación deberían centrar su atención en la mejora metodológica 
que contribuya a consensuar un método que puedan utilizar las 
empresas de manera genérica y sistemática, como ocurre en 
contabilidad, con una serie de normas internacionales aceptadas por la 
comunidad científica que permita incluir en los balances de las empresas 
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mayo de 2002) y 1 de septiembre de 2003 (BOJA núm. 184 de 24 de 
septiembre de 2003), por tipo de empresa y municipio. 
Real Decreto 1044/1985, de 19 de junio, por el que se regula el abono de la 
prestación por desempleo en su modalidad de pago único por el valor actual 
de su importe, como medida de fomento de empleo (BOE núm. 157 de 2 de 
julio de 1985). 
Real Decreto 1044/1985, de 19 de junio, por el que se regula el abono de la 
prestación por desempleo en su modalidad de pago único por el valor actual 
de su importe, como medida de fomento de empleo (BOE núm. 157 de 2 de 
julio de 1985). Modificada por Disposición final decimotercera del Real 
Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del 
mercado laboral (BOE núm. 36 de 11 de febrero de 2012) y Disposición 
Transitoria Cuarta de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre, en la redacción 
dada por la Disposición Final Vigésima de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2011 (BOE núm. 311 de 
23 de diciembre de 2010). 
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Consejo para el Fomento de la Economía Social (BOE núm. 64 de 15 de 
marzo de 2001). 
Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto 
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Real Decreto-ley 3/2014, de 28 de febrero, de medidas urgentes para el fomento 
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2014). 
Real Decreto-Ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas urgentes para el 
crecimiento, la competitividad y la eficiencia (BOE núm. 163, de 5 de julio de 
2014). 
Políticas públicas en emprendimiento: una referencia a la economía social 
 
308 
Resolución del Parlamento Europeo sobre economía social (2008/2250 (INI), DOUE 
C76E de 25.03.2010). 
Resolución 416/2014, de 19 de febrero, de la Directora Gerente del Servicio 
Navarro de Empleo, por la que se regula la concesión de subvenciones al 
fomento del empleo en las cooperativas de trabajo asociado y sociedades 
laborales de Navarra mediante la realización de actuaciones para la creación 
de nuevas empresas de economía social, así como para labores de asistencia 
técnica, fomento y difusión, y realización de proyectos piloto. (BON núm. 39 
de 26 de febrero de 2014). 
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mayo de 2013). 
Resolución de 2 de julio de 2014, de la Dirección General de Economía Social, por 
la que se convoca la concesión de subvenciones recogidas en Orden de 6 de 
junio de 2014, por la se aprueban las bases reguladoras para la concesión de 
subvenciones del Programa de Apoyo a la Promoción y el Desarrollo de la 
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